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Resumen 

Esta tesis propone el análisis de las configuraciones territoriales a la luz de los 

conflictos socioambientales y de la participación ciudadana que se ejerce por 

parte de las comunidades para hacerle frente a los diferentes procesos de 

licenciamiento ambiental que buscan acentuarse sobre los territorios. Como caso 

de estudio se abordó el fenómeno de pequeñas centrales hidroeléctricas -PCH- 

sobre el río Cocorná al oriente del departamento de Antioquia. El trabajo inicia por 

reconocer los procesos de desterritorialización y re-territorialización del municipio 

de Cocorná, en el marco del conflicto armado colombiano y la llegada a la región 

de reconocidos proyectos de interés nacional. Se pasa al abordaje de cada uno 

de los procesos de licenciamiento ambiental sobre el río y así, a los conflictos 

socioambientales que se han desarrollado entorno a estos, para finalmente dar la 

voz a los actores sociales, abordando el concepto de participación. 

 

Para el análisis del fenómeno, se desarrolla la propuesta metodológica los 

desequilibrios de la montaña, con la cual, se analiza el rol de cada uno de los 

actores y su papel en un escenario piramidal de toma de decisiones, en el cual, 

bajo la norma, las comunidades pierden incidencia sobre el territorio, inclinando 

la balanza hacia los proyectos de generación de energía. El trabajo se desarrolló 

en un dialogo permanente entre los actores que defienden el territorio y su río, 

frente a los procesos de licenciamiento ambiental que carecen de espacios 

efectivos de participación en los cuales las comunidades puedan tomar 

decisiones en el desarrollo y planeación de sus lugares habitados.  

 

 
Palabras clave: Conflictos socioambientales, licencias ambientales, participación 
y territorio. 
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Abstract 
 

Territorial configurations, environmental conflicts and participation in the east of 
Antioquia, Cocorná River case, during 2010-2021 

 
This thesis proposes the analysis of territorial configurations in the light of socio-

environmental conflicts and citizen participation exercised by the communities to 

confront the different environmental licensing processes that seek to be established 

in the territories. As a case study, we addressed the phenomenon of small 

hydroelectric power plants (SHPs) on the Cocorná river in the eastern part of the 

department of Antioquia. The work begins by recognizing the processes of 

deterritorialization and re-territorialization of the municipality of Cocorná, in the 

context of the Colombian armed conflict and the arrival in the region of nationally 

recognized projects. It goes on to address each of the environmental licensing 

processes on the river and thus, the socio-environmental conflicts that have 

developed around them, to finally give voice to the social actors, addressing the 

concept of participation. 

 

In order to analyze the phenomenon, this study develops the methodological 

proposal The Mountain Imbalances, analyzing the role of each one of the actors 

and their role in a pyramidal scenario of decision making, in which, under the norm, 

the communities lose incidence on the territory, tilting the balance towards the 

energy generation projects. The work was developed in a permanent dialogue 

between the actors who defend the territory and its river, in the face of 

environmental licensing processes that lack effective spaces for participation where 

communities can make decisions in the development and planning of their inhabited 

places.  

 

Keywords: Socio-environmental conflicts, environmental licenses, participation and 

territory.   
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Introducción 

El oriente antioqueño se ha caracterizado históricamente por su atractiva riqueza 

natural, consagrada en sus montañas y ríos, que se extienden a lo largo y ancho 

del territorio. Su topografía montañosa, hermosa y a la vez compleja, se encuentra 

en su mayoría habitada por comunidades rurales, que en el transcurso de sus 

vidas han tenido que padecer las inclemencias de un país en desequilibrio 

constante. Esta zona del país al igual que gran parte del territorio colombiano, ha 

estado marcada por diferentes procesos de desterritorialización y 

territorialización, en donde ha sido el conflicto armado el que ha dejado una huella 

imborrable para el país y para quienes padecieron los flagelos de esta guerra que 

cobro la vida de miles de personas y que despojo de sus tierras a muchos otros 

más. 

 
Con la disminución del conflicto armado en la región, las comunidades han ido 

retornando paulatinamente, volviendo a habitar esos espacios rurales del pasado, 

con nuevas o viejas prácticas que se insertan en los territorios. No obstante, estos 

territorios no solo han empezado a ser ocupados por sus habitantes natales, sino, 

además, por nuevos actores que buscan llevar a cabo prácticas económicas 

distintas. Estos nuevos escenarios económicos se han centrado en su mayoría 

en el aprovechamiento de los recursos naturales de los que están dotados estas 

ruralidades. 
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Las comunidades que hasta hace poco han empezado a retornar y a territorializar 

sus espacios, ahora deben enfrentar una nueva lucha, en la defensa tanto de sus 

prácticas económicas y culturales, como en la defensa de su entorno natural. La 

llegada de nuevas prácticas económicas, sustentadas en la extracción de los 

recursos naturales, ha derivado en conflictos socioambientales, en donde, se 

“tensiona la estabilidad histórica conseguida entre una comunidad y su hábitat” 

(Prada, 2016, p. 33). Estas tensiones, entre diferentes actores, dentro de ellos el 

Estado, han marcado la agenda tanto local, como regional y nacional, “los últimos 

gobiernos del país han impulsado un modelo extractivista de los recursos 

naturales no renovables que se ha concretado en gran medida en el incremento 

de las actividades de extracción en buena parte del territorio nacional (Poveda 

Poveda, 2016, p. 21). 

 
Las actividades económicas basadas en el uso de los recursos naturales hacen parte de 

los modelos económicos globales, que se integran a las agendas nacionales. Para la 

intervención de los recursos, el gobierno ha desarrollado todo un instrumento jurídico que 

permite hacer lícitas las diferentes actividades para la intervención de los recursos 

naturales renovables en Colombia, disponiendo para ello las licencias ambientales. 

 
De acuerdo al Art. 3 del Decreto 2820 del 5 de agosto de 2010, la Licencia Ambiental, es 

la autorización que otorga la autoridad ambiental competente para la ejecución de un 

proyecto, obra o actividad, que de acuerdo con la ley, pueda producir deterioro grave a 

los recursos naturales renovables o al medio ambiente o introducir modificaciones 

considerables o notorias al paisaje; la cual sujeta al beneficiario de ésta, al cumplimiento 

de los requisitos, términos, condiciones y obligaciones que la misma establezca en 

relación con la prevención, mitigación, corrección, compensación y manejo de los efectos 

ambientales del proyecto, obra o actividad autorizada (Ministerio de Medio Ambiente y 

Desarrollo Sostenible, 2010). 

 
Este trámite ambiental, según la magnitud del proyecto es operado por la Autoridad 

Nacional de Licencias Ambientales -ANLA- del orden nacional, o por las Corporaciones 

Autónomas Locales -CAR- del orden regional. Este instrumento tanto de planeación, como 

de regulación de los recursos naturales ha conllevado a la generación de conflictos 
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socioambientales, en la medida en que “el rol del Estado y el criterio de legalidad del acto 

expone no solo el desequilibrio entre las partes del conflicto, sino que cuestionan el alcance 

legítimo del Estado en la administración y planificación de los recursos naturales en 

Colombia” (C. A. Munévar Quintero et al., 2018, p. 59). 

 

Para el otorgamiento de la licencia ambiental, la parte interesada de llevar a cabo la 

extracción del recurso natural debe ejecutar el Estudio de Impacto Ambiental (EIA), el cual 

“es el instrumento básico para la toma de decisiones sobre los proyectos, obras o 

actividades que requieren licencia ambiental y se exigirá en todos los casos en que se 

requiera licencia ambiental de acuerdo con la ley y este reglamento” (Ministerio de Medio 

Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2010). Este instrumento técnico tiene como finalidad 

caracterizar las condiciones tanto ambientales como sociales de las llamadas áreas de 

influencia en las que será operado el proyecto. Para el desarrollo del EIA, la entidad, 

dispone de los llamados términos de referencia que varían según la actividad a desarrollar. 

Estos términos de referencia se convierten en una especie de derrotero o paso a paso, 

sobre cómo se debe caracterizar o desarrollar el documento, además de identificar los 

impactos negativos o positivos de la actividad. 

 

Por medio de este instrumento, en los últimos años se han asentado sobre los territorios, 

diferentes proyectos de extracción de recursos. Para el caso propiamente de Antioquia, 

“se encuentran asentadas veintiocho centrales que representan el 41% del total de las 

mismas en el país y desde las que se genera el 33% de energía hidráulica nacional” (Prada, 

2016, p. 33), situación que se evidencia desde el escenario regional que se pretende 

analizar, en donde se sitúan una gran variedad de proyectos hidro energéticos, dentro de 

los que se destaca tanto por su magnitud como por su impacto social, la represa de 

Guatapé. 

 

Las licencias ambientales se han convertido en el boleto de entrada para la extracción de 

los recursos naturales en los territorios, sin embargo, conforme ha avanzado la 

reglamentación ambiental en el país y a su vez los proyectos licenciados, se han 

incrementado los conflictos socioambientales en las zonas del país que buscan ser 

licenciadas. Acorde a lo anterior, las licencias ambientales, han permitido la confluencia 

de diferentes actores e intereses sobre un mismo escenario, llevando a tensiones y 
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disputas territoriales. Dichos actores en confrontación son las comunidades, la parte 

interesada en llevar a cabo la extracción y el Estado como regulador y legitimador de la 

actividad y que se encuentra consagrado en las entidades ya mencionadas (ANLA – 

CAR). Los proyectos extractivistas son actividades lícitas, que a su vez hacen parte del 

modelo económico nacional, adoptado del modelo global. 

 

Dentro del proceso de licenciamiento ambiental y la respectiva elaboración del EIA, la parte 

interesada en la obtención del requerimiento para entrar a operar se encuentra en la 

obligación de informar a las comunidades de las áreas de influencia acerca de los estudios 

y como tal del proyecto que se espera desarrollar. Este procedimiento que dentro de los 

términos de referencia es nombrado participación y socialización con las comunidades, no 

lleva a cabo una verdadera participación que permita la incidencia de las comunidades 

frente a la toma de decisiones sobre su territorio, es decir, no tiene voz o voto sobre el 

proceso a licenciar.  

 

Desde la anterior perspectiva, podemos considerar las licencias ambientales desde una 

relación unilateral entre la parte interesada en llevar a cabo la extracción y la entidad a 

cargo de permitirla y regularla, donde se invisibilizan las comunidades que serán 

directamente impactadas por el proyecto. Más allá de ser la licencia un instrumento de 

regulación debe ser considerado como tal como un instrumento de planificación tanto de 

los recursos naturales, como de los territorios que se impactan por medio de los proyectos 

que se integran a estos. Además de lo anterior, desde la norma, se debe contemplar la 

apropiación de los recursos naturales desde las comunidades, como una forma de 

territorialización de estos. 

 

A través de las licencias ambientales se está generando una planeación exógena de los 

territorios, en los cuales se integran proyectos económicos ajenos a estos y que generan 

una fuerte contraposición con las actividades tradicionales de las comunidades o de las 

perspectivas de desarrollo que estas contemplan para sus espacios habitados. Dicha 

planeación exógena, con el tiempo ha propiciado el aumento de las tensiones territoriales, 

las cuales pueden agudizarse aún más, en la medida en que las comunidades sean 

invisibilizadas. 
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Los recursos naturales hacen parte integral de los territorios, a partir de su uso y 

apropiación, muchas de las comunidades han desarrollado prácticas económicas, sociales 

y culturales entorno a los diferentes recursos que poseen sus territorios, por ende, su 

intervención no solo implica la afectación de este, sino, además, de lo que sea construido 

entorno a ellos. En base a lo anterior las comunidades han fundamentado su discurso de 

defensa y han levantado su voz de protesta, no solo ante los agentes interesados, sino 

además ante las entidades gubernamentales. La falta de participación y a su vez los 

conflictos socioambientales, han llevado al cuestionamiento de la norma y como tal de las 

instituciones encargadas de velar porque se cumplan. 

 

Conforme transcurre el tiempo los procesos de licenciamiento ambiental aumentan su 

demanda sobre los territorios, pero a su vez, aumentan las tensiones territoriales, 

proyectadas desde la acción colectiva y los conflictos socioambientales. Actualmente el río 

Cocorná cuenta con una pequeña central hidroeléctrica en operación, con una licencia 

ambiental otorgada y en trámite otras 3. La PCH en operación generó fuertes impactos 

sociales y ambientales sobre el territorio, dando fundamento a muchos de los argumentos 

que hoy exponen los defensores del río.  

 

Ante la falta de participación en la planeación de sus recursos y a su vez de sus territorios, 

las comunidades han empezado a visibilizar sus luchas por medio del uso de los 

instrumentos que dispone la ley, pero, además desde acciones colectivas y movimientos 

sociales y ambientales, que integran a las comunidades de base, pero también a actores 

externos, como los son las comunidades académicas. Actualmente, la defensa por los 

recursos integra diversidad de actores, que no estrictamente se encuentran inmersos en 

estos espacios. 

 

Atendiendo a lo anterior, se puede evidenciar como hoy las comunidades tanto del oriente 

de Antioquia como del río Cocorná, reclaman una participación en los procesos de 

licenciamiento ambiental, en donde se reconozca su relación con el río, y no solo se 

obedezca a perspectivas netamente económicas sobre los recursos. Las comunidades, 

como veremos en el desarrollo del texto, han implementado diferentes escenarios de 

participación, para visibilizar su lucha, sus argumentos, para mostrar su historia y para 

contraponerse a las perspectivas exógenas de la planeación de sus territorios y sus 
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entornos naturales. 

 

Para el abordaje de la anterior problemática, este estudio parte de la hipótesis de que los 

procesos de licenciamiento ambiental, amparados en la normatividad que los rige, han 

llevado a transformaciones territoriales, en los municipios del oriente del departamento de 

Antioquia, trasformaciones que a su vez han derivado en la generación de conflictos 

socioambientales, pero también en la consolidación o promoción de estructuras de 

participación y acción colectiva que buscan hacerle frente a la intensificación de estos 

procesos en sus territorios. 

 

El río Cocorná es uno de los afluentes más importantes para el oriente del departamento, 

nace en el municipio de El Carmen de Viboral fluyendo hacia el municipio vecino Cocorná, 

y cruzando en los límites con el municipio de Granada, hasta desembocar en el río 

Calderas, su extensión aproximada es de 39 kilómetros. Actualmente sobre el río 

Cocorná, se ubica la hidroeléctrica el Popal, construida entre los años 2011 y 2013, y que 

pertenece a la empresa HMV Ingenieros Ltda. Este proyecto a filo de agua y con túnel de 

desviación de 2,4 kilómetros, se ubica a su vez en el municipio de Cocorná, el cual cuenta 

dentro de su territorio con otros dos proyectos hidroeléctricos, PCH Los Molinos y PCH 

San Matías. En el año 2020 fue otorgado una nueva licencia ambiental sobre el río, este 

proyecto lleva por nombre Cocorná I, y se ubica en jurisdicción de los municipios de El 

Carmen de Viboral y Cocorná. La más reciente actuación jurídica sobre el río Cocorná, 

se produjo de forma reciente (2021), por medio de la cual se negó la licencia ambiental 

del proyecto Cocorná III, dentro de esta decisión, fue fundamental el actuar de las 

comunidades, proceso que explicaremos más adelante. 

 

Las poblaciones aledañas al río Cocorná tienen una historia marcada por las disputas 

territoriales, principalmente por la incidencia del conflicto armado colombiano en sus 

localidades, que llevó al desplazamiento masivo de sus comunidades, las cuales hasta 

hace apenas unos años han retornado a sus lugares de su origen. El anterior escenario ha 

llevado a estas comunidades a procesos de desterritorialización y territorialización. 

En la actualidad las comunidades rivereñas al río Cocorná se enfrentan a la posible llegada 

de nuevas actividades económicas que buscan hacer uso del recurso hídrico, amparados 
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bajo la normatividad ambiental que regula, pero a la vez propicia la generación de dichos 

proyectos. Esta relación lineal entre los interesados en llevar a cabo la extracción y entre 

las entidades a cargo de aplicar la norma, no contemplan la participación dentro de estos 

procesos de las comunidades que han territorializado estos espacios y que tienen una 

relación directa con el río, generando tensiones entre las diferentes partes involucradas. 

Desde la norma el estudio de impacto ambiental -EIA- se convierte en el instrumento básico 

para la toma de decisiones, este debe responder a lo estipulado en los términos de 

referencia aportadas por la entidad, para la caracterización de cada uno de los 

componentes ambiental y social. Dentro del componente social, los requerimientos de la 

entidad contemplan el capítulo de participación y socialización con comunidades, el cual, 

según se redacta en el mismo documento, únicamente concibe una participación de 

carácter informativa, en donde las comunidades no toman decisiones frente a la incursión 

de estos nuevos proyectos sobre sus territorios, derivando en conflictos que, “exponen 

dinámicas culturales, perceptuales, físicas, inmateriales y territoriales de interés ambiental 

y a su vez evidencian y cuestionan el rol del derecho en la función regulatoria de los 

escenarios que componen el conflicto socioambiental” (C. Munévar Quintero & Valencia 

Hernández,  2020,  p.  42).  Los conflictos socioambientales, albergan múltiples 

territorialidades, que pueden ser alimentadas desde diferentes escenarios y diversidad 

de actores, con algunos aspectos comunes que se consolidan por medio de las acciones 

sociales. 

La planeación sobre el territorio suscita una condición de poder consagrada en quien tiene 

la tarea de definir el devenir histórico de los territorios, elegidos, bajo la concepción de una 

democracia representativa, que, con el tiempo, ha ido evolucionando hacia una 

democracia participativa, según se instaura en la constitución de 1991, no obstante, “el rol 

del Estado y el criterio de legalidad del acto expone no solo el desequilibrio entre las partes 

del conflicto”(C. Munévar Quintero & Valencia Hernández, 2020, p. 59). Esta evolución 

en la forma de participación social, desde la norma, implican una mayor inclusión de la 

sociedad desde los diferentes niveles escalares, en la forma en que serán planificados los 

territorios, otorgando a su vez, herramientas legales para que se cumplan dichas 

disposiciones. No obstante, Múnevar, referenciando a Ballén y Soussa considera que: 

“La materialización de la lucha simbólica en el marco de los conflicto socio- 
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ambientales no solo evidencia una deslegitimación del Estado por la destrucción 

del ambiente y la vulneración de derechos (Ballén, 2007), sino que además refleja 

que este tipo de conflictos representan una lucha represiva y defensiva (Sousa, 

2010) contra un Estado que, a través de sus funciones legislativas, ejecutivas y 

judiciales, ejerce un poder hegemónico en contra de las partes que resisten la 

vulneración de sus derechos y disputan la protección de un territorio” (C. Munévar 

Quintero & Valencia Hernández, 2020, p. 49). 

Desde el ámbito ambiental, tanto a nivel nacional como internacional, se ha hecho un 

llamado a la protección de los recursos naturales, incorporando conceptos como la 

sostenibilidad ambiental, por medio de la disposición de diferentes tratados y leyes, en los 

cuales cada día cobra mayor relevancia la participación social. Sin embargo, a pesar del 

llamado, en los últimos años, se han intensificado los conflictos socioambientales, que a 

su vez derivan en la contraposición de los modelos económicos promovidos por la 

globalización, y que como bien lo indica la palabra, comprenden el espacio como una 

globalidad, una totalidad absoluta, inhibiendo y desdibujando las múltiples territorialidades 

tanto simbólicas como espaciales y en este caso, pasando por encima de la relación de 

los individuos con los recursos naturales, en este caso de la relación de las comunidades 

con el río Cocorná. 

Ante un mundo globalizado, la planificación desde los diferentes niveles se orienta hacia 

la consecución de unos mismos objetivos, lo que lleva a su vez a la flexibilización de la 

norma. Aunque de manera general el llamado ha sido hacia la inclusión de la sociedad en 

la toma de decisiones, esto pocas veces a derivado en verdaderos procesos de 

participación y por el contrario solo se orienta hacia procesos de información, que sin lugar 

a duda son importantes, como herramienta para el empoderamiento de las comunidades, 

no implican una incidencia directa de estas sobre los procesos de los cuales se les 

informa. Considerando la incidencia directa de estos procesos sobre los territorios, “Las 

comunidades por mandato constitucional tienen el derecho a la participación, que permitirá 

identificar y prevenir las consecuencias que traerá la realización de proyectos, obras o 

actividades en sus territorios” (Cuesta Hinestroza et al., 2015). 

Como mencionábamos anteriormente, el proceso de socialización hacia las comunidades 

sujeto de intervención de los procesos en licenciamiento, se llevan a cabo en cabeza de la 
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parte interesada y este solo se desarrolla en el momento en el cual se está ejecutando el 

desarrollo de los estudios para allegar ante la entidad competente, las comunidades 

involucradas, nunca están informadas de manera previa al desarrollo de estos mismos, 

siendo así, no existen procesos de consulta o de conciliación de las partes involucradas, 

ante la llegada de nuevos modelos de desarrollo a sus territorios. 

Ante el anterior panorama, se puede manifestar una especie de desventaja social, frente 

a los procesos lícitos del licenciamiento ambiental, en donde, por un lado, las comunidades 

no son informadas o consultadas de manera previa, y por otro, se encuentra una baja 

incidencia en el proceso de licenciamiento como tal, ignorando, como manifiesta Munévar 

y Valencia, que “quien sufre la afectación será el responsable de reclamarla y este será el 

demandante y el encargado de trasformar el conflicto a una etapa de acceso a la justicia” 

(C. Munévar Quintero & Valencia Hernández, 2020). 

Por medio de este estudio, se busca cuestionar la participación ambiental en los procesos 

de licenciamiento ambiental, abordando como caso de estudio, los procesos de 

licenciamiento ambiental de Pequeñas Centrales Hidroeléctricas sobre el Río Cocorná, por 

medio de los cuales se podrá evidenciar la falta de herramientas que contemplen una 

verdadera incidencia de las comunidades en la planificación y desarrollo de sus territorios. 

Los conflictos socioambientales, serán analizados por medio de la identificación de las 

múltiples territorialidades que se han creado en torno al río Cocorná, desde los diferentes 

actores que se involucran en estos espacios territoriales y que reclaman participación en 

los procesos de licenciamiento ambiental. 

Para orientar el presente trabajo, se formuló la siguiente pregunta de investigación ¿Cuáles 

son las transformaciones territoriales que se reclaman desde la participación comunitaria 

y que han derivado en la generación de conflictos socioambientales en los procesos de 

licenciamiento sobre el río Cocorná?, además, se adhieren a esta, otro tipo de 

cuestionamientos como, ¿Qué acciones se están llevando a cabo desde de la participación 

y la acción colectiva que se interpone a los procesos de licenciamiento ambiental sobre el 

Río Cocorná?, ¿Cuáles son las transformaciones territoriales que derivan de los procesos 

de licenciamiento ambienta sobre el Río Cocorná?, ¿Cuáles son las territorialidades sobre 

el río Cocorná?, ¿Qué está pasando alrededor de los conflictos socioambientales sobre el 

río Cocorná?, ¿Es posible que una participación efectiva, permita llegar a consensos 

territoriales entre los diferentes actores? Y finalmente, ¿Cuál podría ser el escenario 
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próximo, ante la invisibilización de las comunidades? 

Así mismo, con el fin de dar respuesta a las anteriores preguntas, este estudio se planteó 

como objetivo general identificar las transformaciones territoriales y los conflictos 

socioambientales desde la participación comunitaria en el oriente antioqueño, caso río 

Cocorná y a su vez para dar respuesta a este objetivo macro, se plantearon los siguientes 

objetivos (I) Identificar las transformaciones territoriales desde los conceptos de 

desterritorializaciones y reterritorializaciones, (II) relacionar los conflictos socioambientales 

que se han suscitado por los procesos de licenciamiento ambiental sobre el río Cocorná 

y como último objetivo (III) determinar los mecanismos de participación implementados por 

las comunidades en la defensa del río Cocorná, ante los procesos de licenciamiento 

ambiental. 

Con el fin de obtener una mirada más amplia de la problemática y conseguir el análisis 

de los anteriores objetivos, esta tesis desarrolló la propuesta metodológica, los 

desequilibrios de la montaña, la cual divide a la montaña en tres niveles, en el primero 

que es la parte baja, se ubica el río, la memoria de la desterritorialización y la construcción 

de las nuevas territorialidades. En el segundo nivel, se ubican todos los actores que 

guardan interés sobre el río, de allí, se derivan los conflictos socioambientales los cuales 

se espera sean mediados por la legislación ambiental, que es el tercer nivel, es decir el 

pico de la montaña, y que finalmente es donde se inclina la balanza. 

Es así, como la anterior metodología, permite desarrollar este texto, reconociendo en un 

primer momento los procesos de desterritorialización y reterritorialización del municipio de 

Cocorná y la importancia de su río en este, para pasar a la identificación de los diferentes 

procesos de PCH que esperan desarrollarse sobre el afluente, para finalmente dar la voz 

a los actores que hoy hacen frente a los procesos y como tal a la legislación ambiental, 

que se niega a reconocerlos como parte importante en la planeación y desarrollo de los 

territorios. 
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1. Contexto 
 
En los últimos años, se ha evidenciado un 

aumento de los conflictos socioambientales 

a nivel mundial, por lo que, desde diferentes 

sectores y actores, se ha hecho un llamado 

a la protección de los recursos naturales, de 

los territorios y la participación de las 

comunidades. A nivel internacional se ha 

buscado implementar “diversas estrategias 

que aporten a la ardua e imperiosa labor de 

garantizar un ambiente sano a la humanidad” 

(Cuesta Hinestroza et al., 2015, p. 61). 

 

Dentro de estos procesos llevados a cabo 

se destaca en un primer momento la 

Conferencia de Estocolmo de 1972 sobre el 

Medio Humano y su proclamación número 

7, en donde se hace un llamado a la 

protección del medio ambiente y su entorno, 

por medio de la confluencia de diferentes actores que participen en la planeación de un 

objetivo común. Para el año 1982 la Asamblea General de las Naciones Unidas, profiere 

la carta mundial de la naturaleza, la cual consigan la protección de los recursos naturales 

por parte de los estados, haciendo un llamado a participar de forma individual y colectiva 

en la toma de decisiones. Uno de los encuentros internacionales más importantes a nivel 

de participación ambiental es la Cumbre de la tierra de Río de Janeiro de 1992 “donde 
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surge la declaración de Río, en donde se destaca la participación como medio idóneo 

para alcanzar el desarrollo sostenible y la integridad del sistema ambiental” (Cuesta 

Hinestroza et al., 2015, p. 63). Como los anteriores, hay una gran cantidad de encuentros 

internacionales, como: el Foro Ambiental Mundial llevado a cabo en Suecia en el año 2000, 

la cumbre mundial sobre el desarrollo sostenible en Johannesburgo del año 2002 y de 

manera reciente el acuerdo de Paris (2016). En América Latina, la Comisión Económica 

para América Latina y el Caribe CEPAL, en el año 2013, genera el documento “Acceso a 

la información, participación y justicia en temas ambientales en América Latina y el Caribe: 

situación actual, perspectivas y ejemplos de buenas prácticas” por medio del cual se busca 

la protección del medio ambiente por medio del acceso a la información y la participación 

en la toma de decisiones. 

 

El anterior escenario internacional permite evidenciar como cada día crece más la 

preocupación por la intervención excesiva de los recursos naturales en los territorios, pero, 

además, devela la falta de integración de las comunidades intervenidas en la planeación 

de estos recursos, por lo que se hace un llamado a la unificación de la población en la 

toma de decisiones, con el fin de disminuir las disputas o conflictos territoriales. 

 

La Doctoranda en Ciencia Política del Centro de Estudios Avanzados de la Facultad de 

Ciencias Sociales, Universidad Nacional de Córdoba, María Eugenia Pérez Cubero, refiere 

que los países de América Latina, se encuentra en un proceso de transición de una 

democracia representativa a una democracia participativa, que les permita hacer parte en 

la toma de decisiones, y no solo a través de la elección de los actores políticos. Esto cobra 

relevancia ya que: 

 

“en la crisis de las democracias representativas, se activan procesos de 

redemocratización, que posibilitan experiencias de reapropiación y resignificación 

de la esfera pública desde la cual se organizan acciones de resistencia y se 

construye “lo púbico” como un lugar de confrontación, de disputas y tensión de 

intereses (Rigal, 2011). De esa manera, la categoría de conflictividad social aparece 

como el operador epistémico central en el estudio de la participación y los 

movimientos sociales” (María Eugenia Pérez., 2019, p. 139). 
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Esta transición tiene una fuerte importancia en el tema ambiental, ya que, desde la 

democracia participativa, se permite una mayor incidencia de la ciudadanía sobre sus 

entornos sociales y ambientales de manera directa, y es asumida por esta como derecho 

constitucional. En el tema ambiental la democracia participativa y descentralizada se busca 

como “escenario potencial para la construcción de una cultura ambiental pacifista, basada 

en la participación efectiva de todos los actores del sistema” (Rodríguez, 2021, p. 102). 

 

No obstante, el anterior marco global y nacional hace parte de un escenario ideal, por 

medio de la creación de la norma. Sin embargo, la implementación de esta en el ámbito 

local y territorial encuentra sus mayores tropiezos, en especial en el escenario ambiental, 

más aún si consideramos al Estado como administrador de los recursos y a su vez como 

el generador de los mecanismos para la extracción de estos. En el caso de las licencias 

ambientales como instrumento de planificación, ha perdido su función para convertirse en 

un trámite para adelantar un proyecto (Rodríguez, 2011, p. 15), llevando a que a la hora 

de adelantar estos trámites se evidencie que, 

 

“las comunidades no son informadas de manera adecuada y efectiva, sobre los 

posibles impactos o efectos que se puedan causar al ambiente, vulnerándose el 

derecho a la participación, vulneración que también es evidente si sólo se cumple 

con socializar las actividades de un proyecto” (Cuesta Hinestroza et al., 2015, p. 

72). 

 

El anterior escenario ha llevado a la generación de conflictos socioambientales en los 

territorios intervenidos o que se espera intervenir. Estos conflictos enfrentan las 

valoraciones sobre los territorios, las perspectivas económicas globales sobre el medio 

ambiente como mercancía y “la naturaleza como contexto de vida y sus modos de vivir, 

en los que se reclama la integración social y la participación democrática, que les dé la 

posibilidad de intervenir y decidir sobre sus propios intereses y necesidades (Prada, 2016, 

p. 36). En este escenario los conflictos determinan como objeto de confrontación el medio 

ambiente y los territorial vinculado a este, en donde se involucran un sin número de 

actores. 

 

En el trabajo Extractivismo, conflictos y defensa por el territorio: El caso del corregimiento 
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La Toma (Cauca-Colombia), se muestra cómo la disputa de los actores locales, con el 

Estado y los interesados en ejecutar los proyectos, no solo buscan la defensa del territorio 

sino la posibilidad de construir formas alternativas de gestión, uso y control de este 

(Sañudo et al., 2016, p. 377). No obstante, por parte de los actores interesados en ejecutar 

los proyectos, se han ejercido diferentes tipos de violencia contra las comunidades. En 

un primer momento se encuentra la violencia directa, por medio de desplazamiento 

forzado, despojo violento de tierras, militarización de los territorios y la criminalización de 

la protesta social. Por el otro lado se encuentra la violencia simbólica, en donde por medio 

del uso del discurso se intenta incorporar a la sociedad la visión de la naturaleza como 

un factor productivo y de desarrollo, función que no solo puede ser ejercida desde las 

partes interesadas en ejecutar el proyecto, sino, además, por parte del mismo Estado 

como ente administrador y posibilitador de la extracción. 

 

Por su parte en el trabajo pequeñas centrales hidroeléctricas (PCH) en el Oriente del 

departamento de Caldas, Impactos ambientales y resistencias sociales en el posconflicto, 

sus autores refieren que los conflictos socioambientales, se presentan por la apropiación 

desigual de los recursos naturales, en donde quienes tienen el poder y el capital se 

benefician, mientras se afectan los territorios de manera deliberada (Osorio & Cifuentes, 

2020, p. 189). En su disputa contra el poder, la parte que no se beneficia con estas 

decisiones intenta traer al debate los referentes históricos de su permanencia en el 

territorio, para así crear sentidos y significados, en contra de quien se disputa la 

territorialidad. (Sañudo et al., 2016, p. 378). 

 

El territorio denota la lucha de poderes sobre este, poderes que no han sido ajenos a los 

actuales territorios, por el contrario, el lugar donde se buscan asentar estos nuevos 

proyectos, se caracterizan por estar poblados por comunidades víctimas del conflicto 

armado colombiano y que además de ello, tienen una baja presencia del Estado. Esta 

ausencia del Estado se evidencia en la falta de inversión social y proyectos que 

beneficien a las comunidades, dejando a estas mismas en un alto estado de vulneración 

de sus derechos (Prada, 2016, p. 38). Lo anterior tensa las relaciones sobre el territorio 

y los procesos que se llevan sobre estos, que llevan a cuestionar la labor del Estado. 

 

Los conflictos históricos sobre estos territorios se han dado en diferentes niveles, entre las 
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comunidades locales, las empresas y la institucionalidad, lo cual Sañudo, citando a Iscaro, 

refiere como una “complicada trama de producción, destrucción y reproducción de 

territorialidades” (Iscaro et al., 2010, p. 1), dado que los diversos actores encarnan 

diferentes perspectivas sobre el territorio y el uso que a este debe dársele (Sañudo et al., 

2016, p. 371). 

 

Este escenario de confrontación por el territorio no es ajeno al caso de estudio, por el 

contrario, el oriente del departamento de Antioquia ha sido un territorio en disputa 

constante. En esta zona de Antioquía, se ubican 3 grandes megaproyectos: el complejo 

hidroeléctrico, la autopista Medellín-Bogotá y el aeropuerto internacional José María 

Córdoba. Estos proyectos planeados desde diferentes niveles escalares han trazado la 

hoja de ruta de los territorios y las comunidades que se habitan en ellos. Hoja de ruta que 

no ha estado marcada propiamente por acontecimientos positivos para quien han tenido 

que convivir con sus impactos, por el contrario, la historia pasada y presente para estas 

comunidades ha estado marcado por constantes procesos de desterritorialización y 

territorialización. 

 

Uno de los procesos de desterritorialización que más ha marcado el acontecer histórico 

de las comunidades del oriente antioqueño, ha sido la destinación del territorio para la 

generación de energía. La riqueza hídrica del oriente ha posibilitado que sobre este en la 

actualidad se ubiquen seis embalses y cinco centrales hidroeléctricas, las cuales generan 

aproximadamente el 35% de la energía del país y que son operados por tres grandes 

empresas ISAGEN, EPM e ISA (Aristizábal, 2020). Todos estos proyectos no contaron con 

el consenso de las comunidades a pesar de que estos los impactaban de manera directa. 

Para la construcción de las grandes centrales, se generaron desplazamientos masivos 

de la población, con diferentes procesos de negociación que no implicaban un consenso 

entre las partes. 

 

Ante el anterior panorama las comunidades del oriente inician procesos organizativos en 

pro de la defensa de sus territorios y en la solicitud de compensaciones justas por los 

agravios cometidos contra el entorno y sus comunidades, organización social, que se 

consolida por medio del Movimiento Cívico por el Oriente. No obstante, en un país marcado 

por la violencia, no hubo otra respuesta: 
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“Entre 1978 y 1985, las razones del desplazamiento comenzaron a ser claramente 

asociables con las dinámicas de la guerra. Como consecuencia del proceso de 

exterminio al cual fue sometido el Movimiento Cívico del Oriente Antioqueño por 

parte de los grupos paramilitares, la tendencia de despoblamiento continuó 

presentándose con unas connotaciones de violencia selectiva. El nacimiento de los 

movimientos cívicos obedeció a las necesidades de la población en el sentido de 

encontrar escenarios de participación y defensa de sus intereses en la relación con 

la institucionalidad” (Aristizábal, 2020, p. 20). 

 

A la violencia sistémica contra los líderes sociales y el desplazamiento de las comunidades 

para el desarrollo del gran complejo hidroeléctrico, se suma la incidencia de grupos 

armados en el contexto del conflicto armado colombiano, el cual dejo estragos a su paso, 

marcando nuevamente la memoria de las comunidades, que una vez más sufren un 

proceso de desterritorialización. 

 

A pesar de los anteriores procesos, gran parte de las comunidades han permanecido en 

sus territorios, no obstante, estos no han dejado de ser disputados y ante el cambio del 

panorama nacional frente al conflicto armado, estos nuevamente han sido focalizados para 

la ejecución de proyectos que ya anteriormente los habían afectado, 

 

“Si se tiene en cuenta que lo que produce tantas víctimas es la lucha militar por el 

territorio de los diferentes grupos armados, en estas nuevas condiciones se 

empieza a dar un regreso de familias a los lugares de donde fueron desplazados, 

pero también regresó la realización de proyectos energéticos, con algunas 

diferencias, pero con las mismas características que se dieron en los 

megaproyectos de los 60, 70 y mediados de los 80” (Corporación Cocorná 

Consciente, n.d., p. 11).Este es el escenario actual sobre los territorios y los 

recursos del oriente de Antioquia, que nuevamente son disputados por actores 

ajenos a este y que desconocen los procesos de las comunidades, llevando a un 

nuevo ciclo de explotación a gran escala de los recursos, que puede propiciar la 

aparición de nuevos episodios de violencia (Olaya, 2015, p. 7). A pesar de la 

evolución de la norma, las comunidades no están siendo tenidas en cuenta en su 
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totalidad, no se consagran sobre estos territorios verdaderos procesos de 

participación que dignifiquen a sus poblaciones, “las intervenciones entonces, en los 

lugares donde se priorizan las construcciones, siguen estando justificadas a través 

del conocimiento científico y técnico que anula los conocimientos y dinámicas 

locales de las comunidades” (Aristizábal, 2020, p. 38).  

 

Con base en los cambios de tecnología, economía y los mismos conflictos ambientales 

que han surgido a través de la historia, los modelos de sustracción del recurso hídrico 

han cambiado. Es así, como desde el modelo neoliberal que adopta nuestro gobierno 

nacional, se acogen nuevas formas de hacer uso del recurso hídrico para la generación 

de energía, bajo el precepto de la disminución de los impactos sociales y ambientales. 

Para ello se generan los proyectos a menor escala que son las PCH, 

 

“Como consecuencia de esta crisis y ante la voracidad energética del modelo de 

desarrollo, consideramos que la matriz hidroenergética tiende a centrarse en 

Pequeñas Centrales Hidroeléctricas (PCH). En este punto cobra nuevamente 

importancia el Oriente antioqueño, una nueva forma de violencia corporativa, 

nuevas modalidades de despojo vinculadas a aprovechamientos hidroeléctricos, en 

su gran mayoría, de PCH” (Echeverri, n.d., p. 2).  

 

Ante una nueva invisibilización por parte del Estado, las comunidades del oriente y 

aledañas al Río Cocorná se han visto en la obligación de agruparse en la defensa de su 

territorio, de su economía, de su cultura, de sus familias, tradiciones y de los recursos 

naturales que se integran a cada una de estas. Lo ambiental, en la actualidad se convierte 

en un escenario social, político y económico, con diferentes puntos de valoración (Prada, 

2016, p. 38), que se contraponen claramente en los procesos de licenciamiento 

ambiental, donde claramente existe una condición de poder sobre las comunidades que, 

en este caso, no tienen la oportunidad de participar. Osorio y Cifuentes citando a 

Fontaine, refieren que “el modelo de desarrollo nunca es el objeto de un consenso 

general, porque los actores en oposición comparten distintas visiones del mundo y lógicas 

racionales, por este motivo el lugar deliberación de políticas energéticas, ambientales, 

sociales y económicas debería ser una esfera pública que privilegie la participación de la 

sociedad civil” (Osorio & Cifuentes, 2020, p. 182). 
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Estos instrumentos buscan la regulación de los recursos no renovables del país, sin 

embargo, aunque son considerados como un instrumento de planificación, en estos no 

concilian todas las partes involucradas dentro del proceso, dejando el acto administrativo 

en una relación unilateral entre el Estado y el interesado en ejecutar el proyecto:  

 

“La solución de conflictos por el uso del agua requiere que todos los actores 

involucrados estén propensos a conciliar, no es posible que exista un territorio de 

paz, cuando el Estado y las autoridades ambientales crean medidas que respaldan 

a las empresas a favor del desarrollo, mientras que las comunidades que buscan 

salir del conflicto armado tienen que resistir los impactos generados por este tipo 

de proyectos” (Osorio & Cifuentes, 2020, p. 196). 

 

Sin embargo, ante la falta de escenarios de participación, las comunidades se han visto 

en la obligación de generar sus propios escenarios, en ocasiones haciendo uso de los 

recursos que dispone la norma, pero en otras, acudiendo a la acción colectiva. Para el 

caso de estudio las comunidades han consolidado movimientos sociales, como MOVETE 

o Cocorná Consciente, que han permitido visibilizar la problemática ambiental y social de 

las licencias ambientales. Se destaca dentro de este proceso de recolección de 

información, la creación de construcción de memoria desde estos movimientos colectivos, 

algunos de estos, han sido referenciados en este texto. 
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2. Marco normativo 
 

 
2.1. La normatividad en los procesos de licenciamiento ambiental. 

 
 
Este capítulo realizará un breve recorrido por la normatividad ambiental en relación con las 

licencias ambientales y la forma en que es introducido el concepto de participación, en 

cada una de estas disposiciones legales. Para iniciar, retomaremos el decreto 2811 del 18 

de diciembre de 1974, por medio del cual, se dicta el Código Nacional de Recursos 

Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente. Este decreto cobra relevancia, 

gracias a su artículo 1, por medio del cual se dispone el ambiente como patrimonio común, 

en donde tanto el Estado como los particulares deben participar en su preservación y 

manejo (Decreto-Ley 2811, 1974, p. 1). Además, en el objeto 1 del artículo 2, este decreto 

dispone: 

 

“Lograr la preservación y restauración del ambiente y la conservación, 

mejoramiento y utilización racional de los recursos naturales renovables, según 

criterios de equidad que aseguren el desarrollo armónico del hombre y de dichos 

recursos, la disponibilidad permanente de estos y la máxima participación social, 

para beneficio de la salud y el bienestar de los presentes y futuros habitantes del 

territorio nacional” (Decreto-Ley 2811, 1974, p. 1). 

 

El anterior artículo, pone en un lugar de alta relevancia la participación como mecanismo 

para garantizar la existencia de las presentes y futuras generaciones en el territorio 

nacional, “en los artículos 1 y 2 establece el rol primordial que representan el Estado y los 

particulares en la participación, donde a su vez, el Estado debe garantizar el bienestar de 
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los presentes y futuros habitantes de la nación (Decreto 2811, 1974), (Cuesta Hinestroza 

et al., 2015, p. 68). Por su parte, Rodríguez, destaca de este decreto-ley que “la 

participación y la educación como elementos preponderantes”, además, refiere que en 

este “se establecieron algunos lineamientos para el tratamiento de la información 

ambiental” (Rodríguez, 2021). El acceso a la información ambiental, en este caso para los 

trámites de licenciamiento, se convierte en uno de los factores principales que garantizan 

la participación alrededor de estos. 

 

Posterior al decreto 2811, se tiene la constitución política de 1991, la cual consagra que 

Colombia es un Estado democrático, participativo y pluralista, además, establece el 

derecho a gozar de un ambiente sano y dispone la “obligación del Estado de garantizar el 

acceso a los procesos de participación, concertación y toma de decisiones, la cual se debe 

ejercer con enfoque proactivo, propositivo y sobre todo preventivo”. (Rodríguez, 2021, p. 

22). Es así, como la participación empieza a cobrar relevancia dentro de la gestión 

ambiental del país, otorgando deberes y derechos a la ciudadanía que vive y goza de estos 

entornos. 

 

Para el año 1993, el congreso de la república expide la Ley 99, por medio de la cual se 

crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el Sector Público encargado de la 

gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables y se 

organiza el Sistema Nacional Ambiental, SINA. Dentro de sus artículos, se destaca el 1, el 

cual dispone los principios generales, siendo importante para el presente estudio los 

siguientes: 

 

10.La acción para la protección y recuperación ambientales del país es una tarea 

conjunta y coordinada entre el Estado, la comunidad. las organizaciones no 

gubernamentales y el sector privado. El Estado apoyará e incentivará la 

conformación de organismos no gubernamentales para la protección ambiental y 

podrá delegar en ellos algunas de sus funciones. 

11.Los estudios de impacto ambiental serán el instrumento básico para la toma de 

decisiones respecto a la construcción de obras y actividades que afecten 

significativamente el medio ambiente natural o artificial. 
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12.El manejo ambiental del país, conforme a la Constitución Nacional, será 

descentralizado, democrático y participativo. 

14.Las instituciones ambientales del Estado se estructurarán teniendo como base 

criterios de manejo integral del medio ambiente y su interrelación con los procesos 

de planificación económica, social y física (Congreso de la República de Colombia, 

1993). 

En los anteriores principios del artículo 1, nuevamente se destaca la tarea conjunta de 

diferentes actores, entre ellos el comunitario para el cuidado y la preservación del medio 

ambiente, el cual deberá ser democrático, descentralizado y participativo. Además, la Ley 

99, dispone los estudios de impacto ambiental como el instrumento para la toma de 

decisiones frente a actividades que afecten el medio ambiente y determina que las 

decisiones ambientales deberán guardar interrelación con la planificación territorial a nivel 

económico, social y físico. 

En esta Ley, cobran relevancia algunos de sus artículos para el presente estudio. El artículo 

50, define la licencia ambiental como la autorización otorgada por la autoridad ambiental 

para la ejecución de una obra o actividad, el articulo 69 por su parte dispone el derecho de 

cualquier persona a intervenir en los procedimientos administrativos ambientales, 

permitiendo la integración de la ciudadanía en las decisiones sobre sus territorios. 

Al igual que la Ley-Decreto 2811, la Ley 99 de 1993, por medio de su artículo 74, determina 

el derecho de petición de información por parte de cualquier persona, en correlación con 

esta, se encuentra el artículo 72, por medio del cual se definen las Audiencias Públicas 

Administrativas sobre Decisiones Ambientales en Trámite. Estos artículos “facultan a 

cualquier persona o a la comunidad para tener conocimiento e intervenir directamente y sin 

necesidad de apoderado o representante, en el trámite de otorgamiento o modificación de 

una licencia o cualquier asunto en materia ambiental sobre proyectos o actividades que se 

pretendan realizar en sus territorios” (Cuesta Hinestroza et al., 2015, p. 77). 

Hoy en día estos artículos siguen siendo los recursos fundamentales para apelar a los 

tramites ambientales por parte de la ciudadanía, no obstante, a pesar de su importancia 

estos aún resultan insuficientes, más aún si consideramos que estos son recursos de 

apelación, es decir, estos son un mecanismo de defensa para la ciudadanía y las 

comunidades ante los tramites existentes y en ejecución. No existe aún un instrumento 
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legal que permita la participación en trámites ambientales desde sus inicios, y que 

impliquen un consenso o planeación con las comunidades impactadas. 

Por otro lado, posterior a la ley 99, la Presidencia de la República, expidió el decreto 2820 

del 5 de agosto de 2010, el cual reglamentaba el título VIII sobre las licencias ambientales, 

de la ya referenciada Ley 99, no obstante, este es derogado en el año 2014, por medio del 

decreto 2041, por medio del cual se “establece el procedimiento y las exigencias para 

otorgar autorización ambiental para la realización de proyectos, obras o actividades que 

causan un impacto considerable en el medio ambiente” (Cuesta Hinestroza et al., 2015, p. 

70) y se reglamenta el Título VIII ya mencionado. El Decreto 2041 además “establece el 

carácter de compensación obligante para llevar a cabo cualquier tipo de actividad 

económica que pueda incurrir en relevante menoscabo medio ambiental, importante 

afectación a los recursos naturales renovables o notables alteraciones paisajísticas” 

(Rojas, 2013) (Poveda Poveda, 2016, p. 5). 

Antes del decreto 2820 de 2010, se incluyó la obligación de contar con una licencia 

ambiental para la operación de pequeñas centrales hidroeléctricas -PCH- ya que antes, 

estos proyectos solo requerían de la concesión de aguas para entrar en funcionamiento, 

por lo que “hay un sinnúmero de PCH en Colombia que no cuentan actualmente con un 

plan de manejo ambiental y que no han sido requeridas para tal efecto por parte de la 

autoridad ambiental competente” (del Valle Mora, 2017, p. 156). 

Entre los documentos normativos con fuerte incidencia para este trabajo, se encuentra la 

Resolución No. 1503 del 2010, del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, 

por medio de la cual se adopta la Metodología General para la Presentación de Estudios 

Ambientales y se toman otras determinaciones, la cual, a su vez, es modificada por la 

Resolución 1415 de 2012 “por la cual se modifica y actualiza el modelo de almacenamiento 

geográfico (Geodatabase) contenido en la Metodología General para la Presentación de 

Estudios Ambientales” (Resolución 1415, 2012). Para el año 2018, el ya Ministerio de 

Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible, suscribe la Resolución 1402, por la cual se adopta 

la Metodología General para la Elaboración y Presentación de Estudios Ambientales y se 

toman otras disposiciones. Dicha metodología se convierte en el documento de consulta 

obligatorio para toda aquella persona que desee ejecutar obras, proyectos o actividades 

que requieran licencia ambiental. 
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La metodología ambiental contenida en la Resolución 1402, va dirigida tanto a los 

Diagnóstico Ambiental de Alternativas (DAA), como al Estudio de Impacto Ambiental (EIA) 

y el Plan de Manejo Ambiental (PMA), es mediante estos dos últimos documentos, que 

se decide la viabilidad para la ejecución de actividades, proyectos u obras que requieren 

de la licencia ambiental. Los documentos para entregar por las partes interesadas deben 

identificar y caracterizar las áreas de influencia, identificar y valorar los impactos, así, como 

definir las medidas de manejo acorde al impacto identificado, para ya sea, prevenirlo, 

mitigarlo, corregirlo o compensarlo. 

El EIA, consigna la información respecto a cada uno de los medios (abiótico, biótico y 

socioeconómico). Los cuales, a su vez, se encuentran integrados por diferentes 

componentes. Dentro del medio socioeconómico, cobra relevancia el capítulo que lleva por 

nombre Participación y socialización con las comunidades, ya que es en este, donde la 

parte interesada consignará los procesos de comunicación que se desarrollen en la 

elaboración del EIA. Según el documento metodológico, los lineamientos de participación 

“hacen referencia al proceso de socialización y retroalimentación del proyecto” (Ministerio 

de Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2018, p. 57) y refiere que estos se deben llevar 

a cabo con autoridades nacionales, regionales, departamentales, municipales, 

comunidad en general, organizaciones sociales e instituciones y actores, que se ubiquen 

en el área de influencia. 

Según este mismo escrito, el proceso debe garantizar que todos los actores, tengan 

acceso a información relevante y respecto a los procesos participativos, refiere que esta 

debe darse sin discriminación, de forma equitativa, significativa y transparente. En estos 

encuentros, la parte interesada deberá proporcionar información tanto del proyecto como 

del estudio a realizar. Aparte de la socialización el documento sugiere que el interesado 

deberá motivar en los espacios la identificación de otros impactos y, además, de la 

formulación de otras medidas de manejo que pueden ser tenidas en cuenta en los estudios. 

No obstante, la participación dentro del proceso de licenciamiento ambiental, referente a 

la Resolución 1402, se limita a los factores anteriormente descritos, a pesar de que este 

mismo documento, suscribe que: 

“El licenciamiento ambiental no se reduce únicamente al otorgamiento de un 

permiso, es un proceso integral que está dirigido a prevenir daños 

irreversibles, a optimizar la toma de decisiones y a garantizar, de acuerdo con 
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la Constitución Política, la participación de las comunidades que puedan ser 

afectadas por la toma de decisiones que tengan implicaciones ambientales” 

(Ministerio de Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2018, p. 8) 

No obstante, la participación alrededor de estos procesos se limita, como bien se enuncia 

en los mismos documentos, en socializar y hacer entrega de información a las 

comunidades, que, aunque son factores importantes y son bases para la participación, 

estos no implican poder de decisiones sobre los procesos ambientales que se despliegan 

sobre sus territorios. Que si bien, estos proyectos buscan hacer uso de un recurso natural, 

este uso implica alteraciones tanto ambientales, como sociales y económicas de los 

lugares de sustracciones. 

A pesar de los avances en la reglamentación y los instrumentos dispuestos para la 

participación en los temas ambientales, las relaciones en la toma de decisiones en los 

territorios continúan siendo desiguales, y una vez más, como un nuevo capítulo de la 

historia, las comunidades terminan siendo espectadores en la llegada de procesos ajenos 

a ellos, que, dentro de sus espacios, generan procesos de desterritorialización y 

reterritorialización. 

 
2.2. La ley a favor de las pequeñas centrales hidroeléctricas (PCH). 

 
 

Con respecto a la proliferación de pequeñas centrales hidroeléctricas (PCH), podemos 

evidenciar un marco normativo que busca estimular y promover este tipo de fuentes no 

convencionales de energía (FNCE) al considerar que estas generan una menor cantidad 

de impactos en comparación con los tradicionales proyectos hidroeléctricos con la 

construcción de represas o embalses. Dentro de este marco, para el presente estudio 

se destaca inicialmente, la ley 697 de 2001, “Mediante la cual se fomenta el uso racional 

y eficiente de la energía, se promueve la utilización de energías alternativas y se dictan 

otras disposiciones”, es esta ley, la que define que los pequeños aprovechamientos 

hidroenergéticos (PAH), son aquellos con un potencial hidroeléctrico que no supere los 

10 MW, además, define como fuentes no convencionales de energía: 

“Para efectos de la presente ley son fuentes no convencionales de energía, 

aquellas fuentes de energía disponibles a nivel mundial que son ambientalmente 
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sostenibles, pero que en el país no son empleadas o son utilizadas de manera 

marginal y no se comercializan ampliamente” (Congreso de la República de 

Colombia, 2001) 

Posterior a la disposición normativa 697, es creada la ley 1715 de 2014 “Por medio de 

la cual se regula la integración de las energías renovables no convencionales al Sistema 

Energético Nacional”, la cual tiene por objeto: 

 

“promover el desarrollo y la utilización de las fuentes no convencionales de energía, 

principalmente aquellas de carácter renovable, en el sistema energético nacional, 

mediante su integración al mercado eléctrico, su participación en las zonas no 

interconectadas y en otros usos energéticos como medio necesario para el 

desarrollo económico sostenible, la reducción de emisiones de gases de efecto 

invernadero y la seguridad del abastecimiento energético…” (Congreso de la 

República de Colombia, 2014). 

Es esta ley, la que incorpora aspectos importantes para la promoción de estas fuentes 

energéticas, en su artículo 10, numeral 5, define como energía de pequeños 

aprovechamientos hidroeléctricos, a la “energía obtenida a partir de aquella fuente no 

convencional de energía renovable que se basa en los cuerpos de agua a pequeña 

escala” (Congreso de la República de Colombia, 2014). Un factor importante dentro de esta 

ley, que apoyó la promoción de estos mecanismos de generación de energía, son los 

incentivos para los proyectos de fuentes no convencionales de energía (Capítulo III). Los 

cuales comprenden los artículos 11, 12, 13 y 14, que posteriormente son reglamentados 

por el decreto 829 de 2020. Las disposiciones de estos artículos en cuanto a beneficios 

tributarios son: 

 

- Reducir anualmente de su renta, por los 5 años siguientes al año gravable en que 

hayan realizado la inversión, el cincuenta por ciento (50%) del valor total de la 

inversión realizada” (este es aumentado a 15 años por medio del decreto citado). 

- Incentivos tributarios en IVA. los equipos, elementos, maquinaria y servicios 

nacionales o importados que se destinen a la preinversión e inversión, para la 

producción y utilización de energía a partir de las fuentes no convencionales, así 

como para la medición y evaluación de los potenciales recursos estarán excluidos 

de IVA. 
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- Incentivo arancelario. gozarán de exención del pago de los Derechos Arancelarios 

de Importación de maquinaria, equipos, materiales e insumos destinados 

exclusivamente para labores de preinversión y de inversión de proyectos con 

dichas fuentes. Lo anterior será aplicado para productos que no sean producidos 

por la industria nacional… (Congreso de la República de Colombia, 2014). 

 

De manera reciente, fue creada la ley 2099 de 2021 “por medio de la cual se dictan 

disposiciones para la transición energética, la dinamización del mercado energético, la 

reactivación económica del país y se dictan otras disposiciones”. Esta ley, tiene como 

objeto: 

 

“modernizar la legislación vigente y dictar otras disposiciones para la transición 

energética, dinamización del mercado energético a través de la utilización, 

desarrollo y promoción de fuentes no convencionales de energía, la reactivación 

económica del país y, en general dictar normas para el fortalecimiento de los 

servicios públicos de energía eléctrica y gas combustible” 

 

Esta ley genera algunas adiciones a los artículos que la integran, cobrando relevancia las 

siguientes disposiciones: 

 

- En el artículo 1. Incluye la promoción y utilización tanto de fuentes no 

convencionales de energía, como de sistemas de almacenamiento de tales 

fuentes y uso eficiente de la energía. 

- En el artículo 4. Declaratoria de utilidad pública e interés social. Se incluye la 

promoción, estimulo e incentivo al desarrollo de actividades tanto de producción 

y utilización, como de almacenamiento, administración, operación y 

mantenimiento. Además, se adiciona, la importancia estratégica, “El Gobierno 

Nacional reglamentará la metodología y requisitos para el estudio y evaluación 

de las solicitudes para la declaratoria de Proyectos de Interés Nacional y 

Estratégico (PINES) de los proyectos referidos en el artículo 4 de la presente ley” 

(Congreso de la República de Colombia, 2021). 

- Y, Por último, nuevamente son modificados los artículos 11, 12, 13 y 14, que son 

los que comprenden los beneficios tributarios para los proyectos de generación 
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con fuentes no convencionales de energía. 

 

Este último recorrido normativo, es importante para el presente estudio ya que evidencia 

la importancia que se le está otorgando desde el orden nacional a los proyectos con 

fuentes no convencionales de energía, dentro de los que se incluyen las pequeñas 

centrales hidroeléctricas. Estos proyectos de energía alternativa, se considera: 

 
- Aportan al mercado eléctrico del país. 

- Son importantes para zonas no interconectadas. 

- Aportan al desarrollo económico sostenible. 

- Aportan al sostenimiento energético. 

- Reducen los gases de efecto invernadero. 

 

Por ende, desde el gobierno nacional, dichos proyectos son promovidos por medio de 

incentivos tributarios a favor de las partes interesadas. No obstante, por la misma 

importancia y beneficios otorgados se pone en desventaja a los territorios focalizados para 

este tipo de intervenciones, como es el caso en términos generales del oriente de Antioquia 

y de nuestro caso puntual Cocorná. 
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3. Marco teórico conceptual 
 

3.1. Transformaciones territoriales: desterritorialización y 
territorialización 

Sin lugar a duda el concepto o noción de territorio se ha convertido en uno de los más 

usados, tanto en los ámbitos académicos que abordan temas sociales, económicos y 

ambientales, como también, su alusión se ha vuelto recurrente en los discursos de 

ciudadanos y comunidades que enfrentan algún proceso en los lugares que habitan. Por 

ello, definir el concepto de territorio y los que derivan de este, se convierte en uno de los 

pilares fundamentales de este trabajo investigativo. 

Desde el ámbito académico, el territorio ha sido un concepto fuertemente abordado y 

controvertido, se ha convertido en parte de la discusión en varias disciplinas, 

geográficas, sociológicas, económicas, políticas, antropológicas, entre otras. Su amplio 

abordaje Inter disciplinario ha derivado en la evolución del concepto, además del 

desarrollo de diferentes perspectivas, que van desde posiciones marxistas, neo 

marxistas, hasta visiones más humanistas del concepto, o del simple hecho de asumirlo 

como una división geográfica. 

Para el caso de estudio, abordaremos el concepto de territorio haciendo uso de los 

aportes teóricos de Saquet, Deleze y Guattari y Rogerio Hasbear, además, se 

presentarán las contribuciones de otros autores que han abordado el concepto en sus 

trabajos investigativos, a su vez, haciendo uso de otras perspectivas teóricas. Además del 

concepto de territorio, este trabajo abordará los conceptos que se derivan de este, como 

los son desterritorialización, territorialización y reterritorialización.  

Es así, como atendiendo a lo anterior, iniciaremos el abordaje teórico por el concepto 
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central, territorio, el cual, con el paso del tiempo, ha dejado de ser una simple delimitación 

geográfica, para convertirse en una construcción que involucra factores sociales, 

ambientales, económicos, políticos y culturales. El anterior cumulo de aspectos deriva 

en una connotación de poder en palabras de Lopes de Souza es «Un espacio definido y 

delimitado por y a partir de relaciones de poder” (Beraún & Beraún, n.d., p. 113). 

El territorio al ser el resultado de las relaciones sociales y de la apropiación histórica, 

involucra aspectos comunicacionales, de cooperación y de intercambio, formas de 

socialización, que, a su vez, se encuentran mediados por el Estado y el mercado, no 

obstante, el territorio también es concebido por Saquet como un espacio de 

organización, lucha, resistencia política y cultural, en la búsqueda de la conquista por la 

autonomía y el desarrollo con equidad (Saquet, 2015). 

Arturo Escobar, describe al territorio como una entidad multidimensional, resultado de 

todo tipo de prácticas y relaciones, y de la construcción de vínculos por medio de los 

sistemas simbólicos y culturales, pero, además, de las relaciones productivas que él 

refiere son complejas (Escobar, 2000, p. 72). La definición de Escobar del territorio 

entrelaza la construcción de este, a partir de las prácticas culturales y su externalización 

hacia el espacio que se habita y que es dotado de múltiples significados, acorde a los 

flujos de relaciones y prácticas que se crean al margen de este. Sin embargo, el autor 

va más allá y reconoce la existencia de relaciones productivas inmersas en el territorio, 

que en la mayoría de los casos derivan en la contraposición de intereses y a su vez la 

lucha de poderes y control sobre el territorio, como lo ha podido demostrar, en sus 

diferentes textos, que guardan una relación sumamente estrecha con las comunidades 

étnicas y afro en Colombia y su lucha por la defensa de los territorios ancestrales, 

convirtiéndose él, por medio de sus textos, en un retratador de estas condiciones, en las 

cuales se enfrentan los poderes tradicionales con los poderes globales. 

Continuando, Manuel Enrique Pérez, haciendo uso de los aportes teóricos de Haesbaert, 

Raffestin y Mançano, define tres aspectos importantes para la conceptualización del 

territorio: (I) El territorio es un espacio controlado y delimitado, en el cual se ejerce poder 

y se reproducen conflictos, en tanto redes de relaciones de control de flujos que regulan 

la circulación de las personas, bienes y recursos, (II) El territorio representa la 

integración explicativa entre aquellos elementos físicos, geográficos y sociales, le da 

vida a la territorialidad. Asunto que se reproduce mediante la acción social intencional 
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orientada a dirigir, influenciar o controlar las personas y (III) el territorio se asume desde 

una perspectiva integradora y contenedora del medio natural, el cual se reproduce 

históricamente con base en el conflicto y por la apropiación económica, cultural y política 

del espacio (Manuel Enrique Pérez, 2018, p. 34). Los anteriores aspectos, integran 

varias de las concepciones teóricas del territorio, en donde nuevamente se asume este 

como un espacio sujeto al control, al conflicto, a la lucha de poderes, del cual no solo es 

un espacio físico, sino además social y que agrupa diferentes dinámicas económicas, 

políticas y culturales, que, además, se integran y se desarrollan sobre un medio natural. 

Los anteriores aspectos descritos por Pérez permiten asumir al territorio como un 

escenario cambiante, en transformación y reconfiguración, más aún si consideramos, 

como menciona el autor, que las acciones sobre este pueden ser intencionadas, 

buscando ejercer el control sobre este. Lo anterior se refleja en los aportes teóricos de 

Hasbeart, Deleze y Guattari. Saquet, citando los anteriores autores, define al territorio 

como un “movimiento continuo que se objetiva-subjetiva pluridimensionalmente en el 

proceso de TDR: territorialización-desterritorialización-reterritorialización” (Saquet, 

2015, p. 90). 

Cercana a la descripción de Pérez, se encuentran los tres elementos aportados por 

Saquet para diferenciar al territorio del espacio: I) las relaciones de poder en una 

comprensión pluridimensional, constituyendo campos económicos, políticos y culturales; 

II) la construcción histórica y relacional de identidades; c) el movimiento de 

territorialización, desterritorialización y reterritorialización (TDR) (Saquet, 2015, p. 75). 

Es así, como asumiendo los anteriores aspectos teóricos, podemos entender que en el 

territorio coexisten diferentes procesos que como tal hacen parte de este y que se 

encargan de configurarlo y reconfigurarlo, estos procesos, son los que los autores 

citan como TDR, territorialización, desterritorialización y territorialización, procesos 

que se encargan que aportar la oscilación al territorio, por medio de los cambios que se 

dan con los procesos culturales, políticos y económicos que se disputan el control 

territorial. En palabras de Hasbeart: 

“El territorio debe ser concebido como producto del movimiento combinado de 

desterritorialización y de reterritorialización, es decir, de las relaciones de poder 

construidas en y con el espacio, considerando el espacio como un constituyente, 
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y no como algo que se pueda separar de las relaciones sociales” (Haesbaert, 

2016, p. 26). 

 

Atendiendo a lo anterior, se puede considerar el espacio como el escenario en el cual se 

producen las construcciones sociales que dan surgimiento al territorio, el cual, en su 

desarrollo puede sufrir modificaciones dependiendo de los actores y perspectivas que se 

plasmen en este. El cúmulo de acciones, procesos y actores sobre los territorios, 

producen una movilidad intensa sobre este mismo, que puede generar tanto procesos de 

desterritorialización, como de territorialización (Haesbaert, 2013, p. 32). 

 
Desde la geografía clásica, se consideraba al territorio como un espacio delimitado que 

obedecía a las necesidades soberanas del poder, no obstante, desde los desarrollos 

teóricos actuales, el territorio, se concibe más allá de una delimitación de este. Es así, 

como la relación o identidad con un territorio determinado, no implica necesariamente un 

proceso de ocupación o habitabilidad sobre este. Dichas identidades, pueden ser creadas 

por el fujo de redes que se crean en una sociedad globalizada como la nuestra, pero, 

además, pueden responder a procesos pasados en los cuales se habitó dicho espacio o 

por cercanía de quienes estuvieron en este, para Haesbaert, puede “existir una 

territorialidad sin territorio, es decir, puede existir un campo de representaciones 

territoriales que los actores sociales portan consigo, incluso por herencia histórica” 

(Haesbaert, 2013, p. 27). 

 
Reyes Tovar, citando a Gilberto Giménez, manifiesta que “se puede abandonar físicamente 

un territorio sin perder la referencia simbólica y subjetiva al mismo, a través de la memoria, 

el recuerdo, la nostalgia” (Reyes Tovar, 2011, p. 10) y es la movilidad generada por la 

salida del territorio, la que puede llevar a los procesos de re-territorialización en donde se 

mezclan las memorias movidas con las nuevas condiciones del territorio hacia el cual se 

transita. Lo anterior, puede relacionarse con los procesos de desplazamiento vividos por 

la sociedad colombiana, en donde se generó el traslado masivo de pobladores hacia 

condiciones territoriales distintas, muchas veces marcadas por el cambio de un espacio 

rural, hacia uno urbano, el cual es territorializado con las prácticas anteriores. Sin embargo, 

las memorias territoriales perviven en este escenario de movilidad y pueden ser 

nuevamente enraizadas o defendidas cuando se generan procesos de lucha sobre estos 

escenarios concebidos simbólicamente. 
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Citando a Deleze y Gautarri, Reyes manifiesta que el territorio genera agenciamientos, 

entendiendo estos, como una multiplicidad que abarca componentes diversos, es decir, 

“un territorio está compuesto de encuentros, que permiten establecer líneas de fuga” …” 

que puede desterritorializarse, para establecer posteriormente otro agenciamiento, un 

proceso de reterritorialización” (Reyes Tovar, 2011, p. 9). 

 

En resumen, el territorio para el presente estudio será entendido como una construcción, 

cimentada sobre un escenario integrado por aspectos biofísicos, naturales y ambientales, 

los cuales son dotados de significados, por medio de prácticas culturales, económicas, 

políticas y sociales, en la búsqueda de una soberanía e integración con  este, que permita 

construir una identidad en común, que albergue los valores que son importantes para 

quienes en este convergen de manera directa o indirecta, es decir, el territorio como el 

resultado de las relaciones sociales. 

 

 El territorio, además, será asumido bajo un escenario de movilidad, que lo configura y 

reconfiguran de manera constante, incidiendo en él diferentes hechos históricos y actores. 

Este trabajo contemplará los siguientes escenarios: (I) se partirá de la noción de un primer 

territorio creado, el cual, bajo un proceso histórico determinado por procesos propios o 

ajenos, sufrirá transformaciones, que posibilitarán la generación de (II) 

desterritorializaciones, las cuales llevarán a procesos de fuga, permitiendo la creación de 

nuevas (III) territorializaciones, que buscaran la creación de un nuevo (IV) territorio, el cual 

puedan dotar de las memorias colectivas o individuales, configuradas a través de las 

construcciones sociales vividas, es decir, la territorialización, la cual, como veremos más 

adelante, se da de manera simultánea a la desterritorialización.  

 

3.1.1. TDR: territorialización, desterritorialización y 
territorialización 

 

A partir de lo anterior, resulta importante definir las categorías conceptuales de 

desterritorialización y territorialización ya que son estas, las que acorde a los autores y 

textos abordados, permiten la movilidad y dinamismo del territorio. Para nuestra 

comprensión del territorio, iniciaremos por entender el proceso anterior, a la 

territorialización, la desterritorialización. Para Haesbaert, el efecto movilizador en el 
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territorio tiene un sentido desterritorializador, en especial cuando dicha movilidad, se 

encuentra asociada a la “precarización de las condiciones materiales de vida, lo que 

equivale a un menor control del territorio” (Haesbaert, 2013, p. 25)). Si consideramos la 

perspectiva de este autor, reflexionaríamos frente al proceso que han vivido las 

comunidades de Cocorná y del oriente de Antioquia, para entenderlo como un hecho 

desterritorializador, en el cual se irrumpió de manera abrupta las condiciones de vida de 

los pobladores, llevando a una pérdida de control total del territorio, que en la actualidad 

se busca recobrar. 

 

No obstante, Haesbaert, va más allá en el concepto y propone que los procesos de 

desterritorialización no necesariamente implican una condición de movimiento. Este nueva 

perspectiva propuesta por el autor, nos lleva a pensar en el hecho en el cual, muchos 

proyectos de diferentes índole, entre ellos el que abarca el presente estudio, PCH, no 

implican un proceso de migración o movimiento visible, no obstante, el hecho de que no 

se presenten, no implica que no se generen traumatismo o transformaciones sobre el 

espacio ocupado, por el contrario, la simple línea de fuga, que se produce hacia el territorio 

por medio de un proyecto, genera transformaciones a nivel cultural, económico, social y 

político, sobre este, y territorializaciones nuevas, generadas por el mismo proyecto.  

 

Reyes Tovar por su parte, refiere que los procesos migratorios no solo se tratan del 

desplazamiento de habitantes, de bienes reales y simbólicos, sino que, este movimiento 

implica transformaciones (individuales, colectivas y territoriales), pero también, produce 

desterritorializaciones y reterritorializaciones de “sentimientos y memorias, sobrepasando 

las fronteras físicas del Estado-Nación” (Reyes Tovar, 2011, p. 2). El territorio, es así, un 

cumulo de percepciones, simbolismos, culturas, costumbres e historias, que demuestran, 

que el territorio va más allá de lo físico, por ende, los procesos desterritorializadores no 

implican de manera directa un flujo o movilidad desde este, sino que se puede presentar 

desde la inserción, usurpación o trasgresión sobre el espacio construido territorialmente. 

 

Hay un factor importante a considerar en la desterritorialización, y es el hecho de la pérdida 

de poder o control sobre el territorio (Beraún & Beraún, n.d., p. 113). Este hecho, es una 

de las principales características del fenómeno, ya que quienes habitan y construyen de 

manera objetiva y subjetiva el territorio, no son los directamente llamados a ejercer la 
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planeación y el desarrollo de estos, por ende, las comunidades se ven inmersas en luchas 

con agentes externos, en la búsqueda de conservar la soberanía territorial. Es así como 

para Saquet, la desterritorialización implica procesos de separación, cambios, rupturas, 

transformaciones y movimientos (Saquet, 2015, p. 90). 

 

En resumen, podemos entender la desterritorialización como un proceso en el cual, por 

medio de factores de movilidad o inmovilidad, se transforman, alteran o irrumpen las 

construcciones individuales o colectivas sobre un espacio, alterando su percepción y los 

valores puestos, los cuales integran una cosmovisión sobre este, que comprende lo 

económico, lo cultural, social, lo político y lo natural, que lo hace ver como un todo, un 

todo en el cual se ejercen situaciones de poder y control, en aras de proteger aquellos 

valores fundados para Haesbaert: 

 

“La desterritorialización nunca puede disociarse de la reterritorialización, y puede 

tener tanto un sentido positivo cuanto negativo. Entendida como fragilización o 

pérdida de control territorial, ella tiene un sentido negativo más estricto —como 

precarización social—; pero el término puede tener también un sentido 

potencialmente positivo, porque en su acepción más general, la 

desterritorialización significa que todo proceso y toda relación social implican 

siempre simultáneamente una destrucción y una reconstrucción territorial. Por lo 

tanto, para construir un nuevo territorio hay que salir del territorio en que se está, 

o construir allí mismo otro distinto” (Haesbaert, 2013, p. 13). 

 

Considerando lo anterior, otro elemento importante a contemplar para la comprensión del 

territorio es la reterritorialización, como proceso simultaneo a la desterritorialización y 

previo a la consolidación de un nuevo territorio. Para Reyes Tovar, quien asume la 

desterritorialización desde la movilidad, la reterritorialización es: 

 

“una configuración de espacios (de los migrantes) que pueden ser vistos como 

procesos emergentes que nos hablarán de distintas versiones de la modernidad, 

en donde la configuración espacial, o propiamente territorial, está basada en el 

ordenador o moldeado que los sujetos realizan de los nuevos lugares en los que 

se posicionan, pero tomando como referencia su espacio de partida, o bien lo 
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que podríamos denominar como su espacio vivido” (Reyes Tovar, 2011, p. 3). 

 

Para Reyes, quienes se trasladan, para él los migrantes, llevan consigo una carga 

simbólica de un lugar previamente habitado las cuales, posiblemente serán impregnadas 

hacia ese nuevo lugar en el cual se transita. Para Beraún, la reterritorialización es el 

proceso de la posesión del espacio por un nuevo grupo social que impone sus reglas sobre 

otros, o por la recuperación del control por un grupo social anteriormente establecido” 

(Beraún & Beraún, n.d., p. 113), esta última definición, resulta importante, ya que, para 

el caso de estudio, la población fue desterritorializada, según la definición de Haesbaert.   

 

No obstante, actualmente se vive un proceso de retorno de las comunidades hacia el 

municipio y sus veredas, buscando no solo la recuperación de sus tierras y sus 

inmuebles, sino, además, la recuperación de sus tradiciones, economías campesinas y 

todo ese legado que, por las circunstancias de la violencia, se vieron en la obligación de 

abandonar. Es esta circunstancia, uno de los principales argumentos a la hora de la 

defensa de sus territorios ante los nuevos proyectos, las comunidades aluden a la 

producción de un nuevo proceso desterritorializador, el cual, en esta oportunidad, no está 

implicando un factor movilizador hacia afuera, sino que muestra la entrada de nuevos 

procesos que pueden alterar su cotidianidad, la cual ha vuelto por medio de la 

reterritorialización posterior al desplazamiento.  

 

En resumen y retomando a Haesbaert, este trabajo entenderá la reterritorialización como 

el proceso de reconfiguración del territorio, que se da en simultaneo con los procesos de 

desterritorialización, que en ocasiones pueden generar procesos traumáticos en la 

medida en que se pierde soberanía sobre el territorio, pero que también implican un 

proceso de reconstrucción, en donde serán parte fundamental las memorias pasadas del 

espacio habitado.  

 

Hay un factor importante para analizar, respecto a la pérdida de poder de las comunidades 

sobre los territorios, que no solo abarca la incidencia de los entes locales, nacionales sino, 

además, trasnacionales, que tienen injerencia sobre los territorios por medio de sus 

economías o modelos globales y del uso de los recursos humanos y naturales a una escala 

internacional, para Manuel Enrique Pérez, este es uno de los factores que “ determinan 
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la desterritorialización y reterritorialización de amplios sectores de las relaciones sociales 

a escala mundial que inciden en la escala local o, lo que es lo mismo, componen la 

multiplicación e intensificación de relaciones sociales expresadas a través de flujos, redes 

y transacciones” (Manuel Enrique Pérez, 2018, p. 33). 

 

Es innegable lo imperantes que son estos modelos económicos globales en las economías 

nacionales y estos a su vez en las economías locales. Esta economía jerarquizada ha 

invisibilizado las diferentes condiciones territoriales, promoviendo así constantes procesos 

desterritorializadores y reterritorializadores. Para Saquet, 

 

“Un proyecto de transformación del territorio pasa, necesariamente, por la 

comprensión de la sociedad y de la naturaleza, por la gestión participativa, por la 

reunión de los sujetos-objetos y por la construcción de nuevas territorialidades y 

nuevos territorios que posibiliten la sustentabilidad y la gobernabilidad colectiva 

en busca de la autonomía, redimensionando las relaciones de poder para 

valorizar a los sujetos de cada lugar, sus patrimonios y la planificación 

democrática en detrimento de las tecnologías inapropiadas y de la acumulación 

intensiva de capital (Saquet, 2015, p. 75). 

 

En términos de lo anterior, se puede pensar en una planeación sobre los territorios que 

considere sus condiciones sociales y naturales, pero, además, que implique un proceso 

de participación, que lleve a la planificación democrática. Ante un mundo globalizado, 

los procesos de desterritorialización y reterritorialización resultan inevitables, no 

obstante, los territorios no pueden ser obligados a transformarse y más aún desde 

factores y agentes exógenos a estos. Para Manuel Enrique Pérez, el cambio en la matriz 

productiva, 

 

“ha conducido del tránsito de economías tradicionales a prácticas extractivas, el 

efecto se hace notorio en tanto su manifestación en el campo de la 

desterritorialización de amplios sectores de la sociedad. Asunto que reproduce 

continuas alteraciones de las relaciones preexistentes en el juego del acceso, el 

uso y la regulación de recursos socio-ambientales” (Manuel Enrique Pérez, 2018, 

p. 55). 
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Como mencionábamos anteriormente es innegable la situación de desventaja en la que se 

encuentran las comunidades y sus territorios ante los modelos globales, llevando a 

tensiones entre los diferentes poderes que se ubican en distintas escalas. No obstante, 

estás tensiones podrían ser disipadas en la medida en que a los habitantes de los 

territorios se les permita ser parte integral en la planeación y desarrollo. La participación, 

es un factor fundamental en la planeación de los territorios y más aún en territorios, 

desterritorializados por acciones violentas y que actualmente se encuentran inmersos en 

un nuevo proceso de reterritorialización en búsqueda de recobrar lo perdido. 

 
3.2. Conflictos socioambientales 

 

Los modelos económicos en el transcurso de la historia han demandado una gran cantidad 

de recursos naturales, con el fin de atender las necesidades que se incrementan día a día 

en las grandes urbes. Ante la escasez de los recursos en los entornos urbanos, las 

necesidades son subsanadas por medio de la obtención de estos en entornos rurales. 

Estos espacios rurales dotados de una gran riqueza natural han sido ajenos a verdaderos 

procesos de planeación y desarrollo, que impliquen un beneficio directo para sus territorios 

y quienes los habitan. La anterior situación, sumada a la llegada de proyectos extractivistas 

a los territorios rurales, ha derivado en la generación de conflictos socioambientales. En 

palabras de Brand: 

“La lógica espacial abstracta de la acumulación capitalista global entra en choque 

con las racionalidades concretas de las regiones y lugares, y las historias 

tradicionales y configuraciones de poder en cada ciudad-región o localidad 

particular. En consecuencia, la globalización produce conflictos entre y dentro de 

niveles escalares: entre intereses nacionales, regionales, urbanos y locales, así 

como entre fracciones económicas, políticas y sociales a cada nivel” (Brand, 2009, 

p. 17) 

La defensa por el territorio busca su conservación y protección, no solo por parte de 

quienes lo habitan, sino de quienes esperan integrarse a este por medio de diferentes 

proyectos. Estos territorios creados y dotados de sentido posibilitan la creación de 

relaciones sociales más estrechas, en donde pueden conciliar visiones semejantes sobre 

el desarrollo y planeación de estos. La planeación sobre entornos rurales implica 
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necesariamente una posición sobre los recursos naturales que estos poseen, 

considerando que la vida natural, se integra a la vida social y cotidiana en estos territorios. 

Lo anterior, en palabras de Arturo Escobar, puede llevar a que la naturaleza sea vista como 

poseedora de una esencia más allá del control humano (2000) rompiendo con el modelo 

de mercantilización de los recursos naturales. 

En definitiva, los procesos de licenciamiento ambiental amparados por la norma han 

llevado a la generación de conflictos socioambientales, en donde por parte de las 

comunidades se busca la protección de sus entornos y como parte fundamental de estos, 

la protección y conservación de los recursos naturales. No obstante, estos territorios, que 

podemos decir, se encuentran en un nivel escalar menor dentro de un mundo globalizado, 

tienden a ser desdibujados e invisibilizados por los procesos económicos dominantes. Es 

así como las condiciones propias de los territorios y las visiones de quienes los ocupan no 

son tenidas en cuenta, ya que el mundo es asumido desde una totalidad semejante, como 

refiere Escobar: 

“El capitalismo ha sido investido de tal predominancia y hegemonía, que se ha 

hecho imposible pensar la realidad social de otra manera, mucho menos imaginar 

la supresión del capitalismo; todas las otras realidades (economías subsistentes, 

economías biodiversificadas, formas de resistencia del Tercer Mundo, 

cooperativas e iniciativas locales menores) son vistas como opuestas, 

subordinadas o complementarias al capitalismo, nunca como fuentes de una 

diferencia económica significativa” (Escobar, 2000, p. 9) 

A pesar de la visión de un mundo globalizado, las comunidades que habitan los 

territorios que buscan ser intervenidos por medio de diferentes proyectos, han 

empezado a alzar su voz de protesta y descontento frente a estos. Para el caso de 

estudio, la defensa por el territorio no solo contempla una defensa de su cultura y sus 

costumbres, sino, además, una fuerte visión de protección del medio ambiente y la 

relación que las comunidades han construido entorno a estos, para el caso de estudio 

la relación de los cocornenses con su río. 

Como se ha mencionado en el transcurso del texto los conflictos socioambientales en 

la actualidad ocupan uno de los primeros lugares dentro de la agenta mundial y nacional, 
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y como hemos visto no es ajena al contexto histórico del oriente antioqueño, el cual ha 

estado marcado por la defensa del territorio y el medio ambiente que lo integra, desde 

la llegada de los grandes proyectos hidroeléctricos, los cuales han propiciado una 

condición de defensa de las comunidades en la relación con sus ríos y naturaleza.  

Han sido los grandes proyectos hidroeléctricos y el conflicto armado, asociado en parte 

a la primera condición, los encargados de fortalecer y afianzar día a día los lazos de las 

comunidades, que se resisten a entregar sus territorios a los agentes externos que 

buscan ejercer un control sobre este, ya sea por medio del uso de las armas o por medio 

de la extracción de la riqueza ambiental que los ha condenado históricamente.  

Gran parte de esta lucha se consagró en el Movimiento Cívico por el Oriente 

Antioqueño, en donde sus miembros se encargaron de visibilizar los desequilibrios 

territoriales que se vivían en la región con la llegada de los grandes proyectos 

hidroeléctricos, destacándose el despojo de tierras en la zona de embalses y bosques 

a manos de los grupos paramilitares, quienes ante las denuncias se encargarían 

después de acallar las voces de los denunciantes. 

No obstante, la guerra no cesa con la entrada en operación de los proyectos, por el 

contrario, el oriente se vuelve un lugar estratégico, considerando que es en esta zona 

donde se produce gran parte de la energía que alimenta al país. Lo anterior propicia la 

incursión de las guerrillas en los años 90, con la llegada de las FARC con el frente 9, 

quienes ejercen control territorial en la zona, atentando no solo contra la población civil 

asentada allí, sino además contra la infraestructura energética, por medio de la 

constante voladura de torres de energía.  

Ha sido el anterior escenario el encargado de propiciar la configuración del conflicto en 

la región, por lo que resulta muy importante, el abordaje de este concepto a la luz de los 

conflictos socioambientales. Para la autora Claudia Munévar Quintero, no es posible 

hablar solo de un tipo de conflicto, ya que estos son definidos por el contexto en el cual 

se desarrollan, pudiendo “obedecer a diferentes tipologías, bien sea que por su carácter 

material puedan representarse en contextos físicos o por su carácter ideológico verse 

representados en sistemas de valoraciones o percepciones no sin antes alzar su voz de 

lucha” (C. A. Munévar Quintero et al., 2018, p. 25). 
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Para ella, al igual que para muchos otros autores el conflicto representa condiciones de 

poder, las cuales entran en confrontación en el momento en que una de estas se siente 

amenazada. Los conflictos suelen varían en relación en los contextos en los cuales se 

desarrollan, los actores y los objetivos en disputa, por lo cual, la solución también debe 

ser considerada y pactada acorde a estos escenarios. Para la autora la situación del 

conflicto es inherente a toda vida social, “todo puede llegar a ser objeto de conflicto, lo 

que quiere decir que éste puede eclosionar en cualquier relación social (…). Si todo 

puede ser objeto de conflicto, y si éste puede surgir en cualquier relación social, es que 

la conflictividad es inherente, consustancial a toda sociedad” (Freund,1995, p. 24) (C. A. 

Munévar Quintero et al., 2018, p. 27). 

Frente a los conflictos socioambientales, los patrones de configuración de estos también 

suelen ser muy diferentes, aunque entre ellos se guardan similitudes discursivas, en 

especial desde los discursos económicos globales, que se han promovido la 

homogenización del territorio, derivando a su vez, en la distribución de cargas 

inequitativas de los impactos generados por los proyectos de extracción ambiental.  

Cercano a la postura de Munévar, planteada anteriormente, para Sabatini, los conflictos 

ambientales van más allá de una disputa por el control de los recursos, para él, en el 

conflicto se encuentran “enfrentadas cosmovisiones ambientales y de vida. Por un lado, 

el medio ambiente es visto como ‘espacio económico’ en tanto sistema de recursos 

naturales; y por otro, como el ‘espacio vital’ donde se despliega la vida” (Sabatini, 1997, 

p. 54). Es decir, se genera una contraposición de intereses y poderes sobre los recursos, 

pero uno de ellos ve en este más una posibilidad económica, mientras que para quien 

desea conservarlo, se han depositado en ellos una serie de valores y tradiciones que 

trascienden lo económico. 

Un poco distante a la anterior perspectiva, se encuentra Pérez, quien refiere que los 

conflictos socioambientales, también pueden ser llamados “redistributivos”. Para él, los 

conflictos de este tipo se refieren a procesos sociales que se generan por desacuerdos 

“con respecto a las formas como se distribuyen los costos y beneficios de las dinámicas 

de apropiación, distribución, control y uso de los recursos naturales de un territorio” 

(Manuel Enrique Pérez, 2018, p. 35). Los conflictos socioambientales para el autor 
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visibilizan como los diferentes proyectos (mineros, hidroenergéticos, entre otros), 

pueden afectar los medios de vida de las comunidades (agua, bosque, pesca, suelo, 

fauna, flora, etc.), pero, además, muestran la forma en que los beneficios de este tipo de 

proyectos se externalizan de los territorios impactados, mientras que las comunidades 

tienen que convivir con los aspectos negativos de estos. La anterior perspectiva, desde 

la ecología política, habla acerca de los beneficios y los perjuicios, poniéndolo en un 

plano valorativo que no incluye las perspectivas culturales e históricas de los lugares 

impactados. 

Para la Asociación Ambiente y Sociedad, el conflicto es un escenario de disputa, 

oposición, protestas y controversias que involucran a actores opuestos y que se 

involucra con la perspectiva ambiental, cuando se genera una tensión en la relación 

entre la sociedad y la naturaleza, la cual se ha construido históricamente, para ellos, el 

conflicto socioambiental se produce cuando se intenta generar una ruptura entre la 

comunidad y su hábitat (Asociación Ambiente y Sociedad, 2017, p. 6). La asociación 

manifiesta que, ante la demanda de recursos naturales a nivel mundial, también han 

crecido las disputas entre los intereses sociales y económicos que buscan apropiarse de 

estos, que derivan en conflictos ambientales desde varias localidades que en muchas 

ocasiones tiene también participación ambiental (Asociación Ambiente y Sociedad, 

2017, p. 5). Y es que en la medida en que crecen este tipo de conflictos ambientales, 

aumenta el eco frente a la atención para estos, que como veíamos anteriormente 

involucra instituciones y organizaciones internacionales. 

La definición de conflicto abordada por la Asociación Ambiente y Sociedad comprende 

un carácter transformador en donde se definen posturas claras, se evidencian los 

desacuerdos, se marcan las identidades tanto individuales como colectivas, para así 

llegar a propuestas que “equilibren las diferencias de poder en la sociedad (Von Bertrab, 

2010, p. 56)” (Asociación Ambiente y Sociedad, 2017, p. 8). La anterior definición, refleja 

una postura muy cercana a la propuesta de la participación sinérgica, en donde más 

allá del conflicto, se llegue a la elaboración y abordaje de propuestas que están acordes 

al contexto en el cual se crean. 

Por su parte, Muñoz Ávila citando al Observatorio Latinoamericano de Conflictos 

Ambientales refiere que el conflicto puede cobrar un carácter individual o colectivo en 
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produciendo una contraposición de intereses que son opuestos, en donde quienes se 

consideran afectados por el daño ambiental, propician acciones para evitarlo o 

repararlo. Para el autor, para que exista un conflicto ambiental deben generarse 

acciones por parte de los afectados, las cuales: 

“pueden entenderse como manifestaciones del derecho a participar y permiten la 

calificación del conflicto, pues, si los grupos involucrados con sus gestiones logran 

captar la atención de la sociedad, el gobierno, los sectores industriales y los medios 

de comunicación, entre otros, este será un conflicto que adquirirá una gran 

trascendencia y tendrá mayores posibilidades de lograr una solución pacífica 

(Observatorio Latinoamericano de Conflictos Ambientales, 1998). (Muñoz Ávila, 

2012, p. 13). 

Esta posición resulta relevante para este estudio, ya que resalta el conflicto ante una 

necesidad de participación, que ante su inexistencia busca llamar la atención de los entes 

de control, de las organizaciones involucradas y de todo aquel que se sienta familiar a la 

causa ambiental, que como abordábamos anteriormente, no tiene que estar directamente 

involucrado con el contexto social en el cual se desarrolla la problemática.  

Frente a lo anterior Munévar Quintero, resalta que los movimientos sociales tienen un 

papel determinante como actores directos para la transformación de las crisis 

ambientales, ya que son ellos quienes pueden confrontar y transformar estos escenarios 

(C. A. Munévar Quintero et al., 2018, p. 18). Los conflictos socioambientales son de tipo 

colectivo, por lo que la titularidad de estos pertenece a la comunidad, considerando que 

afecta la calidad de vida y sus condiciones medioambientales. 

Mariana Walter, en su texto “Conflictos ambientales, socioambientales, ecológico 

distributivos, de contenido ambiental… Reflexionando sobre enfoques y definiciones” y 

citando a varios autores, define los conflictos ambientales como el resultado de la 

acumulación capitalista que ha intensificado la presión sobre los recursos naturales, lo cual 

ha provocado “degradación, escasez y privaciones sociales, todos factores propicios para 

el desarrollo de conflictos”, no obstante, refiere que las disputas actuales, van más allá de 

la lucha por la propiedad del recurso, cobrando gran relevancia las cosmovisiones 

ambientales y de vida sobre los recursos (Walter, 2009, p. 4). 
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Dentro del abordaje que realiza Walter del concepto, presenta la perspectiva de 

Christopher Moore, quien presenta los siguientes motivos que pueden dar origen al 

conflicto; (I) por información, es decir carencia, análisis, fuentes o interpretación de esta; 

(II), por relaciones, cuando estas surgen desde la desconfianza, la falta de credibilidad o 

la duda sobre el otro, para la autora “La confianza es un elemento central en los procesos 

de toma de decisión y participación” (Walter, 2009, p. 6). La tercera condición de origen 

es (III), por intereses, esta se expresa “como disputas sobre posiciones, pero por detrás 

de ellos se dirimen necesidades, temores y preocupaciones que podrían ser 

contrapuestos”, el autor resalta, que este tipo situaciones pueden llevar a hechos 

violentos. (IV) estructurales, “los conflictos en torno de las estructuras se producen 

cuando hay límites físicos, Institucionales o formales que impiden a los diferentes actores 

resolver sus demandas” y, por último, se encuentran los conflictos (V) por valores, en este 

se involucran los sistemas de creencias, percepciones culturales que no obedecen a un 

único sistema de valoración (Walter, 2009, p. 6). 

Es claro que muchos de estos orígenes inciden en la actualidad en la configuración de los 

conflictos socioambientales, aunque muchos de estos se pueden presentar en diferentes 

momentos y con diferente repercusión, pero es claro, que son todos ellos los que suscitan 

la situación de confrontación o lucha. En el caso de los procesos de licenciamiento, son 

claras las relaciones de desconfianza, que en la mayoría de casos están relacionadas por 

la falta de información desde los diferentes actores involucrados, incluidos el institucional, 

lo que genera una fractura en el proceso no solo con la parte interesada, sino con quien 

representa el Estado en la mediación. Por otro lado, también se presenta la contraposición 

de intereses sobre el recurso y la valoración sobre estos. 

Al ser los conflictos ambientales una de las principales problemáticas a nivel global, se 

encuentra un abordaje académico amplio, que involucra diferentes disciplinas y en estas, 

variedad de perspectivas frente a la definición del fenómeno, no obstante, en muchas se 

encuentran similitudes teóricas para su abordaje. Se debe destacar acorde al rastreo 

realizado, que se han dado avances en cuanto a la definición del concepto, abordándolo 

más allá de la perspectiva economicista y dando un papel preponderante a las 

comunidades en su relación con el medio ambiente, es decir, se incluye dentro del 

fenómeno la valoración social de los recursos naturales, que trasciende el tema del precio 

e incluso de la propiedad material de este. 
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En resumen, el conflicto se da como respuesta a las relaciones desiguales de poder, en 

este caso, de las relaciones de las comunidades con su entorno natural, las cuales se 

encuentran cargadas de historias y costumbres, es decir, están fundamentadas en 

territorialidades, en la forma en que se dota de significado el espacio que se habita.  

La defensa por el territorio ante los procesos de licenciamiento ambiental ha convocado 

a una defensa desde lo local, que, a su vez, busca vislumbrar los procesos de 

desterritorialización y territorialización, que han debido afrontar a lo largo de su historia. 

Estos procesos, han forjado modelos de desarrollo y planeación de los espacios que se 

habitan, en especial, en aquellos espacios, en los cuales se han sufrido los flagelos del 

conflicto armado, como es el caso de estudio. Estos modelos de planeación y desarrollo, 

concebidos desde lo local, hacen parte de los argumentos de la contraparte, para 

defenderse de los modelos económicos de extracción ambiental. A diferencia de los 

modelos extractivistas, los modelos económicos locales, buscan una relación armónica 

entre el desarrollo y los recursos naturales. 

Los proyectos derivados de las licencias ambientales no deben ser asumidos como simples 

proyectos que se integran a los territorios en busca de la extracción de recursos por medio 

de la regulación de las entidades a cargo. Los proyectos de extracción ambiental deben 

ser asumidos y entendidos como parte integral de los territorios y sus comunidades, que 

son quienes deben convivir con los impactos que estos generan, por ende, no deben ser 

ignorados e instrumentalizados en los procesos de socialización. Las licencias 

ambientales, más que un requisito para permitir la extracción del recurso debe ser 

concebido como un proceso de planeación, tanto del recurso ambiental como de los 

territorios que se espera intervenir, siendo fundamental, la visión de las comunidades. 

No promover una planeación participativa con las comunidades, en los procesos de 

licenciamiento ambiental en la actualidad ha facilitado la generación del conflicto, sin 

embargo, no tomar acciones frente a estos, puede derivar en el aumento de mayores 

tensiones territoriales entre todos los actores involucrados dentro de este proceso. 

 
3.3. La participación en los movimientos ambientales 

Uno de los aspectos fundamentales dentro de este trabajo investigativo es la defensa por 

los procesos de participación efectivos en los trámites de licenciamiento ambiental, en el 
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caso puntual, para la construcción de las PCH sobre el río Cocorná. Dentro de esta 

concepción, resulta fundamental, el valioso trabajo investigativo realizado por la profesora 

María Cecilia Múnera Álzate, el cual analiza de manera integrada los conceptos de 

desarrollo y participación, siendo este último un pilar importante para la consecución del 

primero, en donde se hace hincapié en la equidad al interior de los procesos de planeación, 

con una perspectiva incluyente de quienes habitan los territorios. 

Para iniciar, realizaremos un breve recorrido sobre la nación de desarrollo trabajada por 

la autora, en su texto, resignificar el desarrollo, en el cual se realiza un reconocimiento 

bibliográfico de tres nociones de este concepto, siendo el primero el enfoque tradicional 

o clásico, siguiendo con el enfoque de la modernidad y para finalizar en el tercer capítulo 

del libro expone dos enfoques del desarrollo que se construyen en medio de la ruptura 

de los anteriores, estos son, el Desarrollo a Escala Humana y el segundo, que es el 

resultado de su investigación y el cual cobra mayor relevancia para el trabajo actual, el 

desarrollo como construcción socio cultural múltiple, histórica y territorialmente 

determinada. 

Apoyada en varios autores entre ellos Arturo Escobar y Morin, destaca la importancia de 

la acción colectiva y de las prácticas sociales, culturales, económicas, ambientales 

ancestrales, pilares que pueden orientar la construcción de un nuevo enfoque de 

desarrollo. Es así, como el desarrollo como construcción socio cultural múltiple, histórica 

y territorialmente “se concibe como un proceso cuyo sentido radica en la realización de 

los sujetos, como seres individuales y colectivos. Se validan las entelequias como una 

definición conjunta de las finalidades del desarrollo” (Múnera López, 2007, p. 207). Como 

estrategia básica de este enfoque, se menciona la configuración de sujetos sociales a 

partir de proyectos educativos múltiples y la dinamización de procesos sociales 

incluyentes (democracia auténtica), la visión del mundo y proyecto de sociedad es la de 

múltiples proyectos de sociedad que se entrecruzan y coexisten, es decir, sujetos con 

pertenencias múltiples. 

Dentro de este enfoque, la autora propone varias concepciones que resultan importantes, 

como son, la del ser humano, que se plantea un sujeto del desarrollo tanto individual como 

colectivo; de la naturaleza como un sistema (sujeto) con el que se interactúa; el hábitat, 

como un ámbito de realización de los sujetos individuales y colectivos, es el lugar de 

partida, de confluencia y de realización de proyectos sociales; el desarrollo local, como 
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un proceso de definición, articulación y realización de múltiples proyectos sociales, 

contextualizados en un momento y lugar concreto; el bienestar, el cual se obtiene por la 

realización de los sujetos y por último, la concepción de la participación, como estrategia 

básica y determinante del desarrollo, prevaleciendo la de tipo sinérgica (Múnera López, 

2007). 

Para la autora, el desarrollo es vinculante, en la medida en que se garanticen procesos de 

participación y equidad, que se encuentren en armonía entre la sociedad y la naturaleza, 

su entorno. Para ello, Múnera propone la participación sinérgica, “como proceso 

permanente de construcción sociocultural que permite la proyección de las múltiples 

características del desarrollo” (Múnera López & Sánchez Mazo, 2012a, p. 202). Al igual 

que con el concepto de desarrollo, desde la participación también se asumen ciertas 

características individuales y de tipo colectivo. Para el caso de la participación individual, 

la autora refiere que inciden factores como: 

- Predisposición: refiere los condicionamientos positivos o negativos que 

los sujetos tienen previamente frente a los procesos participativos. 

- La posición: tiene que ver con las convicciones derivadas de 

experiencias, componentes ideológicos, creencias o imaginarios. 

- La motivación: se expresa en las razones que pueden 

encontrarse para involucrarse o no, en un proceso. 

- Los estímulos: son los incentivos que se encuentran para participar. 

- La afectación: por el asunto en el que se participa se expresa en la 

manera como estos asuntos implican a los involucrados. 

- Los intereses: los motivos específicos que llevan a los sujetos a 

involucrarse (Múnera López & Sánchez Mazo, 2012b). 

Los anteriores factores muestran que dentro de esta individualidad hay unas condiciones 

sociales preconcebidas y que son las que promueven la vinculación hacia un accionar 

colectivo, dentro de estas, no solo incide un factor territorial directo, si no que pueden ser 

agentes externos al entorno en el cual se desarrolla la problemática, pero, pueden tener 

posiciones frente a los impactos que se pretenden acentuar sobre este, extraídas de otros 

contextos, lo que, a su vez, permite asumir una posición frente a la situación. Para Múnera 

“los sujetos demuestran una predisposición y posición positiva, consciente, de 
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credibilidad crítica y reflexiva para comprometerse con el proceso de desarrollo; 

acompañada de motivaciones y estímulos para participar por intereses de carácter 

personal, social, humanitarios o altruista” (Múnera López & Sánchez Mazo, 2012a, p. 

203). 

Quienes participan, consideran que las acciones a desarrollarse los pueden afectar de 

igual manera, aún sin ser parte de un mismo contexto, lo cual lleva a la construcción de 

unos intereses comunes, que auspicia el accionar colectivo, en donde quienes intervienen 

trascienden su identidad individual hacia una identidad colectiva. Transitar de lo individual 

a lo colectivo propicia un sentido de pertenencia hacia a un grupo, o como indica la autora, 

hacia un territorio, un hábitat y una naturaleza, en donde la participación sinérgica, se 

caracteriza por la construcción de relaciones horizontales al interior de estos. 

Además de ser una relación horizontal, la participación sinérgica, también permite la 

materialización de “planes, programas y proyectos de largo alcance, integrales, articulados 

y vinculantes; en este caso se concibe la planeación como proceso social y político, que 

se dispone como medio y fin y, además, como opción renovada con grandes posibilidades 

de transformación social” (Múnera López et al., 2013, p. 26). Finalmente, este tipo de 

participación no restringe la vinculación de las personas al interior del proceso. 

Por su parte, las características de la participación desde lo colectivo, se encuentra 

fuertemente relacionado con la construcción de imaginarios colectivos entre quienes 

hacen parte del proceso “generándose un clima apropiado para la construcción de puntos 

de referencia comunes y, elementos de identificación y pertenencia” (Múnera López & 

Sánchez Mazo, 2012a, p. 203). 

Las condiciones contextuales dentro de este tipo de participación, como se había 

manifestado anteriormente en la noción de desarrollo, resaltan la identidad cultural, la 

conciencia que se adquiere por un transcurrir histórico determinado, por la valoración de 

los procesos sociales, de las capacidades, riquezas y potencialidades, todo ello posibilita 

la “pertenencia social y la solidaridad que apuntan a la construcción del ser y del hacer 

parte de un colectivo” (Múnera López & Sánchez Mazo, 2012b, p. 206). 

La aparición de nuevos escenarios demuestra la crisis que viven muchas de las 

instituciones encargadas de velar por los derechos de quienes habitan los territorios, 

evidenciando una preponderancia hacia factores económicos exógenos, llevando al 
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cuestionamiento social frente a su propio quehacer. Estos escenarios de participación, 

además de visibilizar las problemáticas, también han propiciado la consecución de 

derechos y en muchas ocasiones la modificación de la norma, incluso, la resonancia desde 

diferentes niveles, llevando a la intervención de organismos a nivel internacional en 

asuntos locales. No obstante, los esfuerzos en cuanto a la normatividad ambiental actual 

no resultan suficientes, en la medida en que aún no se conciban las licencias ambientales 

como un proceso transformador territorial, que exige la participación efectiva de quienes 

se consideran afectados por ello. Por lo anterior, resulta importante la perspectiva teórica 

de la participación sinérgica, ya que establece a los actores y colectivos como agentes 

vinculantes dentro de los procesos de planeación y desarrollo. 

Respecto al concepto de participación, como leímos anteriormente, se hizo uso del texto, 

Yo participo, tú participas, otros deciden: la participación ambiental en Colombia, de Gloria 

Amparo Rodríguez, quien define el concepto como “el derecho de todas las personas a 

conocer, intervenir e incidir en la decisión respecto de actividades, obras o proyectos que 

involucren sus intereses” (C. A. Munévar Quintero & Valencia Hernández, 2015, p. 53), 

mencionando que esta definición es reconocida en el artículo 4107 de la Constitución 

Política, al determinar la participación como un derecho fundamental. 

La autora, describe los tipos de participación pública y privada. En el caso de la primera, 

refiere que involucra tanto al individuo, como a la comunidad, un grupo social u otro sector 

y al Estado, y el objetivo de esta, es alcanzar un interés público. La partición pública, 

involucra tres tipos de participación, una de ellas es la política, la cual se puede ejercer 

cuando se tiene la calidad de ciudadano, es decir, cuando se es sujeto de derechos y 

deberes y te faculta para intervenir en la deliberación de las decisiones que involucran a 

la comunidad. Este tipo de participación permite el derecho a la elección por medio del 

voto y a ser elegido. 

El segundo tipo de participación pública es la administrativa, esta se manifiesta en dos 

escenarios, en el ejercicio de la administración, o estando por fuera de esta, pero haciendo 

intervención a la misma, esta “permite conocer e incidir en los procesos de planeación y 

gestión de la administración, así como acceder a información y elementos que influyen en 

las decisiones públicas, incidir en la toma de decisiones sociales, culturales, económicas, 

ambientales y de cualquier otro tipo” (Rodríguez, 2021, p. 64). Por último, la participación 
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judicial, es aquella en “la que se utilizan los mecanismos dados para la reivindicación de 

un derecho subjetivo o colectivo, en los eventos en los que ha sido amenazado o 

vulnerado, buscando con ello la solución de un conflicto” (Rodríguez, 2021, p. 64). 

Por otro lado, la participación privada, es aquella que involucra intereses tanto individuales 

como colectivos, “que guarda relación con los intereses particulares ante un actor privado, 

que puede ser una comunidad (barrio, comuna, etcétera), una empresa o una institución 

educativa” (Rodríguez, 2021, p. 64). Esta participación, se subdivide en dos tipos, el 

primero de ellos es, la social, la cual tiene como objetivo alcanzar logros sociales y el bien 

general, se da por medio de la asociatividad de personas de diferentes sectores en pro 

de la defensa de los intereses comunes, lo cual da como resultado la construcción del 

tejido social de organizaciones participativas. Este tipo de participación permite la 

identificación de las problemáticas, pero a su vez, posibilita la formulación de alternativas 

o soluciones. Por otro lado, tenemos la participación comunitaria, esta hace referencia a 

las acciones colectivas adelantadas por un grupo de ciudadanos desde cualquier nivel 

escalar en cual se puede ver también involucrado el Estado, que es quien deberá 

promover la solución a la problemática. 

Son los anteriores tipos de participación, los que se encuentran legitimados o reconocidos 

desde el espectro jurídico, todos ellos amparados bajo el orden constitucional, no 

obstante, son los de carácter público los que más incidencia representan, mientras, los de 

carácter privado han empezado a ganar cancha en las diferentes luchas sociales que los 

aquejan comunitariamente, entre ellas las derivadas de los conflictos socioambientales. 

La participación privada, es el paso de la democracia representativa hacia una 

democracia cada vez más participativa, por la cual se aboca en la actualidad, como una 

forma de solucionar los conflictos socioambientales. 

Respecto a lo anterior, la autora, introduce en su libro la perspectiva de participación 

ambiental, la cual refiere como una figura con propósito de protección, conservación y 

sostenibilidad del ambiente y la diversidad biológica, siendo esta, un derecho fundamental 

y colectivo, que 

“pretende la incidencia de los ciudadanos en los procesos de toma de decisiones, 

así como garantizar la intervención de la sociedad en todas las etapas de los 

planes, políticas, proyectos y obras ambientales. Con ello, la comunidad puede 
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defender los derechos ambientales por medio del ejercicio de los derechos de 

acceso a la información, del uso de los mecanismos de participación ambiental y 

del acceso a la justicia ambiental” (Rodríguez, 2021, p. 77). 

Rodríguez en el desarrollo de su texto, reconoce los avances que se han tenido en la 

consecución de derechos participativos en los procesos ambientales, no obstante, ante 

la importancia de los ya conseguidos, existen vacíos en los cuales las comunidades 

reclaman una mayor incidencia en las decisiones que los aquejan de manera ambiental 

y a su vez social, que permitan como ella lo refiere la construcción de una paz territorial 

legitima: 

“en el entendido en que garantiza una democracia ambiental efectiva en la que 

intervienen aquellos que conocen territorio, dependen de los recursos que este 

provee y viven de las consecuencias de su ordenamiento o falta de este. De no 

contarse con ella, la falta de injerencia en asuntos que los afectan puede generar 

tensiones entre la comunidad y la administración por la ausencia de calidad, 

credibilidad y legitimidad en la toma de decisiones, lo cual a la larga desencadena 

nuevas confrontaciones. Por lo que debe entenderse que la participación es una 

oportunidad para el desarrollo sostenible y equitativo en todos los niveles” 

(Londoño, 2015) (Rodríguez, 2021, p. 78). 

 

Lo anterior resulta de gran importancia, ya que muchos de los territorios, incluido el que 

comprende este estudio, se encuentran en el proceso de recuperación de los vestigios que 

dejó en sus suelos, sus memorias, sus imaginarios y sus costumbres, el conflicto armado 

colombiano. El no reconocer este pasado y su actual proceso de reconstrucción, puede 

derivar en “la generación de tensiones entre las autoridades y la ciudadanía, lo cual pone 

en riesgo la implementación del Acuerdo que consagró la participación como un eje central 

para el posconflicto (Rodríguez-Garavito et al., 2017) (Rodríguez, 2021, p. 78). 

 

Un elemento de gran incidencia dentro de la participación ambiental es la educación, la 

cual permite acercar los elementos de la participación pública, hacia la participación 

privada, que derivar hacia una participación de tipo sinérgica, en la cual las comunidades 

se empoderen de su territorio, y tengan incidencia dentro de su planeación, conociendo 
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cuáles son aquellos derechos y deberes que se ciernen sobre ellos y sus territorios, en 

palabra de Munévar y Valencia “la educación y la participación no solo significa un medio 

de acceso a la justicia, sino una herramienta de empoderamiento y conocimiento de 

aquello que se debe admitir como público, de aquello que es de todos" (C. A. Munévar 

Quintero & Valencia Hernández, 2015, p. 55). 

 

Desde la perspectiva de este estudio, se reconocen vacíos institucionales en relación con 

la educación ambiental, la cual debería estar en cabeza de las CAR, como entidad 

autónoma y neutrales en los procesos de licenciamiento ambiental. Entender los procesos 

de licenciamiento ambiental y a su vez los derechos y deberes de las partes involucradas, 

podría posibilitar mejores escenarios de discusión entre los actores, además, de una mejor 

incidencia desde lo público como desde lo privado. No obstante, la ausencia de educación 

por parte de las corporaciones ha sido subsanada por parte de las diferentes 

organizaciones y colectivos que se integran en la discusión de estos proyectos, 

permitiendo a su vez un fortalecimiento del tejido social alrededor de este, y en el cual cada 

vez más se integran diferentes actores, entre ellos el académico, permitiendo fortalecer 

y empoderar el discurso desde la territorialidad. 

 

La participación y como tal, para nuestro caso de estudio, la ambiental, representa una 

gran importancia, ya que permite que personas que no hacen parte de los procesos de 

la gestión y planificación ambiental, incidan en “la construcción de modelos de uso y 

manejo sostenible del medio y los recursos naturales, así como garantizar la preservación 

de los elementos del entorno en el que viven. Esto en el marco de un contexto de 

provecho desmesurado de los recursos para la satisfacción de fines económicos, sin 

atender a la finitud de estos” (Rodríguez y Muñoz, 2009) (Rodríguez, 2021, p. 104). 

Abordar la participación al interior de los procesos de licenciamiento, debe estar a su vez 

ligado con la intervención, 

 

“lo que comprende todos los procesos en los que las personas se involucran para 

motivar el cambio a partir de sus acciones, superando así la faceta de ser simples 

observadores, y donde se considera prioritario tener en cuenta las expectativas 

de los actores sociales como elemento fundamental para superar las 

problemáticas y contribuir en la defensa de lo público” (Rodríguez, 2021, p. 21). 
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Como se hacía referencia anteriormente, lo ambiental y lo social se encuentran 

estrechamente relacionados, en la medida en que bajo esta óptica integrada se han 

construido perspectivas de desarrollo, que no deberían estar siendo ignoradas, sino por 

el contrario deben ser tenidas en cuenta para generar procesos regionales en equilibrio y 

concordancia con la perspectiva social y ambiental de los territorios, que garanticen la 

calidad de vida de quienes ocupan estos espacios, como principio constitucional. 

 

La cercanía que genera el territorio, su connotación, simbolismo y la construcción social, 

posibilita la creación de redes, que hoy en día se visibilizan por medio de organizaciones, 

colectivos ambientales o simplemente encuentros comunitarios que manifiestan su 

oposición a los diferentes procesos de licenciamiento ambiental. Estas muestras de 

oposición y participación han visibilizado las perspectivas de desarrollo territorial, como 

integración de lo ambiental y lo social, desatacando su simbolismo y sus prácticas 

tradicionales, estos, se constituyen como los principales argumentos en la defensa de la 

explotación ambiental. 
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4. Diseño metodológico 
 
Históricamente los humanos hemos ocupado el espacio en busca de tener una relación 

directa con el agua, reconociéndola como la principal fuente de vida. Es así, como muchos 

de los poblamientos humanos, hoy grandes ciudades, se acentuaron en las riberas de 

grandes afluentes, como forma de proveerse del recurso hídrico, de alimento, pero, 

además, como dinamizadores de las economías, por medio de la navegabilidad y así, el 

tránsito de mercancías. Con el pasar de nuestra historia y del crecimiento como sociedad, 

en el agua, en sus diferentes afluentes, fueron encontrados cada vez más atributos para 

el servicio de nosotros, entre ellos, la minería, y claramente la generación de energía, hoy 

ya parte vital para nuestro modelo económico y nuestra vida social. 

Estos nuevos atributos, convirtieron a los ríos en algo más que fuente de vida, para pasar 

a ser una fuente de riqueza, atractiva para los grandes capitales, que con el pasar del 

tiempo, han generado fuertes explotaciones sobre estos, sin importar incluso la perdida 

de estos mismos. La mercantilización de los ríos, de sus aguas, ha llevado a restringir el 

uso colectivo de estos, limitando a su vez la participación de las comunidades, que han 

construido sus memorias en el trascurrir de sus aguas en los territorios. 

Los ríos son parte integral de los territorios, no solo como fuente de vida, sino, además, 

como condensador de recuerdos, de historias de sus pobladores, quienes han depositado 

en estos sus memorias, memorias que permanecen en sus aguas, es sus imaginarios, en 

sus relatos. A pesar de los beneficios económicos que pueden otorgar sus aguas, las 

comunidades aledañas a los ríos, los perciben como parte de ellos, como hilos que tejen 

su territorio y como poseedores de vida, vida amenazada por las intervenciones que se 

busca desarrollar en estos, generando en estas nuevas territorialidades. 

Es así, como la intervención de actores exógenos sobre el río, que no es más que la 
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intervención sobre el territorio mismo y sus comunidades, está generando, como hemos 

visto y continuaremos viendo, fuertes repercusiones en el territorio, abriendo paso a 

conflictos que involucran a los diferentes actores, avistando escenarios cada vez más 

complejos. 

Para el análisis del anterior fenómeno presentamos la propuesta metodológica que lleva 

por nombre los desequilibrios de la montaña, con la cual se busca de manera gráfica 

identificar el fenómeno, permitiendo reconocer los actores involucrados y la manera en que 

se escala el conflicto. Para lo anterior, proponemos inicialmente una base en forma de 

montaña en la cual, se ubican los actores en disputa por el río, llevando así, a la generación 

de conflictos socioambientales, que tendrían que ser mediados por la legislación 

ambiental, en cabeza de las CAR y la ANLA. En la cúspide de la montaña, donde se ubica 

la legislación ambiental, se ubica una balanza, la cual se inclina a favor de los capitales 

exógenos que se imponen sobre los territorios y las comunidades que en estos habitan, 

alejándolos cada vez más del uso democrático y colectivo del río. 

 

Figura 4-1 Los desequilibrios de la montaña 

 
Fuente: Elaboración propia 
 
 
En la base de la montaña, en donde se ubica su río, para nuestro caso el majestuoso río 
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Cocorná, se encuentra las memorias de las comunidades, sus historias, sus relatos, sus 

tradiciones, sus formas de ocupar el territorio y lamentablemente, los sucesos de 

desterritorialización que fueron obligados a vivir, en donde el río, ayudó a sopesar el dolor 

del destierro, como punto de encuentro de la comunidad, de las familias, como base de 

la relaciones sociales del municipio, que perduraron aún en la época del conflicto, como 

forma de resistencia ante los flagelos que eran obligados a vivir, en un territorio que les 

pertenece, pero que aún, a pesar de su historia se les niega a ser disfrutado a ser vivido 

en la paz que cualquier ciudadano tiene derecho a vivir. 

En la parte baja de la montaña, se ubica nuestro primer objetivo de investigación, 

“identificar las transformaciones territoriales y los conflictos socioambientales desde la 

participación comunitaria en el oriente antioqueño, caso río Cocorná” se llevó a cabo todo 

un proceso de rastreo documental que permitiera visibilizar los hechos históricos que han 

marcado el territorio, entre ellos, la fuerte incidencia del conflicto armado en la zona y los 

estragos de este mismo sobre el municipio. Este rastreo permitió el acercamiento a datos 

que visibilizan la dimensión del fenómeno del desplazamiento en Cocorná y del posterior 

proceso de retorno que aún se desarrolla en el municipio, y que hoy se convierte en uno 

de los principales argumentos para la defensa del territorio de quienes retornan a sus 

lugares de origen. 

Además del rastreo documental, también fue de gran ayuda el uso de imágenes 

cartográficas en diferentes temporalidades, pudiendo hacer un comparativo en la 

intensidad y forma de ocupación del territorio, donde se pudo evidenciar la fuerte incidencia 

del río como atributo paisajístico, para las nuevas territorialidades de Cocorná. El ejercicio 

cartográfico también permitió hacer el contraste entre la ocupación del territorio en la época 

del conflicto y en la actualidad, mostrando una recuperación del territorio desde lo 

habitacional. 

Identificar las transformaciones territoriales y los conflictos socioambientales, implica 

reconocer toda esa huella histórica que ha marcado el oriente de Antioquia y uno de sus 

hijos el municipio de Cocorná, reconocer los procesos de resistencia, de resiliencia, la 

fuerza colectiva, que hoy continúan en las venas de quienes permanecen o conservan 

algún tipo de vínculo con el territorio, desde la memoria, desde la desterritorialización y 

territorialización, todo ello contado a través de esas personas que decidieron compartir 

su historia.  
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El desarrollo de nuestro primer objetivo permitió reconocer la identidad del territorio en el 

cual se sitúa la problemática, pero a su vez, permitió identificar cuáles han sido los actores 

exógenos que de forma permanente han buscado usurpar el territorio, lo que, posibilitó 

el reconocimiento de los conflictos socioambientales, que es el intermedio de nuestra 

montaña. Los conflictos socioambientales, es donde se encuentran todos los actores en 

disputa y en donde se hace necesario reconocer la problemática y los procesos que se 

buscan desarrollar sobre el territorio y su río, es aquí, donde ubicamos nuestro segundo 

objetivo, relacionar los conflictos socioambientales que se han suscitado por los procesos 

de licenciamiento ambiental sobre el Río Cocorná. 

Para la ejecución de nuestro segundo objetivo, fue necesario acudir a Cornare, con el fin 

de rastrear cada uno de los casos de licenciamiento que se han presentado ante la 

corporación y a su vez conocer los procesos participativos sujetos a la norma (terceros 

intervinientes, audiencias públicas, actos administrativos, entre otros) que se han dado 

para cada proyecto. Lo anterior, buscaba reconocer el uso de las instancias de 

participación de la normatividad por parte de todo aquel que, de manera individual o 

colectiva, presentara una oposición al proyecto, además, de examinar la incidencia de 

estas actuaciones sobre el acto administrativo de otorgamiento o negación de la licencia. 

Además, para el desarrollo de este objetivo, también fue necesario el abordaje de cada 

uno de los documentos allegados a la corporación para el otorgamiento de la licencia 

ambiental. Esta revisión se hizo con el fin de conocer la manera en la cual la parte 

interesada ejecutó el proceso participativo con las comunidades en el EIA y la receptividad 

por parte de la gente frente a estas. De igual manera, el anterior ejercicio permitió identificar 

los discursos tanto desde la parte interesada en desarrollar el proyecto, como desde la 

misma entidad encargada de regular dichos procesos. 

Este seguimiento de la información oficial permitió a su vez evidenciar cómo históricamente 

se han configurado y desarrollado los conflictos socioambientales en el río Cocorná, siendo 

el punto de referencia y el hecho detonador, la ejecución y operación de la central El Popal, 

la cual hoy es el punto de referencia para justificas las luchas que lideran las comunidades, 

que aún, después de casi 10 años de haber entrado en operación el proyecto, se sienten 

afectadas por este. 
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Es así, como la central El Popal, se ha convertido en un espejo para las comunidades, que 

ven en este proyecto, las afectaciones que podrían generar el licenciamiento de los otros 

cinco, además, la existencia de este proyecto en el territorio también permite dar cuenta 

de los pocos beneficios que generan este tipo de intervenciones, en contraste con sus 

múltiples afectaciones. 

En la medida en que se lograron evidenciar los conflictos socioambientales desde los 

expedientes, también se pudo ver la fuerza que con el tiempo han adquirido las 

comunidades para contraponerse a estos proyectos, es decir, en la medida en que han 

llegado las intenciones de desarrollo de pequeñas centrales hidroeléctricas, las 

comunidades y las organizaciones, han adquirido herramientas sociales y jurídicas para 

contraponerse a estos, haciendo uso de todas las estrategias participativas que dispone 

la ley y las que se encuentran por fuera de estas, teniendo entre ellos los logros que 

veremos más adelante, pero también la visualización de la problemática y consiguiendo 

así, la vinculación de diferentes entidades. 

Al pasar de la mitad de nuestra montaña, se ubica en la cúspide de esta, en donde 

podemos ver el horizonte del territorio, la legislación ambiental, como aquella que se 

espera medie en los conflictos del territorio y a la cual acuden todos los actores. Por ellos, 

es sobre esta que se ubica la balanza socioambiental, en donde su desequilibrio, permite 

evidenciar como la fuerza del Estado, sustentado en la norma impide cualquier apropiación 

del río, democratización y uso colectivo de este, por lo que las comunidades reclaman su 

incidencia sobre las decisiones que se tomen lo cual tienden a agudizar los conflictos, al 

reclamar, lo que el Estado les ha negado en toda su historia. 

El desequilibrio en la balanza aleja a las comunidades de su río y minimiza la participación 

de las comunidades, mientras que entrega el poder del río a actores exógenos que solo 

buscan un uso económico del afluente, sin importar las tensiones sociales que esto pueda 

suscitar, ya que su principal socio es el Estado, quien a su vez deberá garantizar que su 

actividad se desarrolle aún por encima de las comunidades, de quienes habitan los 

territorios. Es aquí, en donde se ubica el último objetivo, determinar los mecanismos de 

participación implementados por las comunidades en la defensa del Río Cocorná, ante los 

procesos de licenciamiento ambiental, permitió dar voz a los actores que han hecho frente 

a la ejecución de estos proyectos sobre el río. Para ello se acudió a la realización de 

entrevistas con actores claves y representantes de los colectivos, que han sido quienes 
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han visibilizado la contraparte de la ejecución de este tipo proyectos y que, a su vez, han 

permitido la visibilización de sus voces y de sus luchas históricas de quienes habitan los 

territorios. Además de las entrevistas, el estudio acudió al rastreo de medios de 

comunicación y redes sociales, que permitieran identificar cada una de las acciones que 

se han llevado a cabo por la defensa no solo del río Cocorná, sino de todos aquellos 

afluentes significativos para las comunidades. 

Hablar con las personas directamente implicadas, permitió la identificación de sus 

posturas, conocer su lectura del territorio, las perspectivas de desarrollo que ellos como 

habitantes consideran para este, pero además posibilitó conocer la forma en que ellos han 

visto a través del tiempo cómo se han desarrollado los procesos de licenciamiento y las 

posturas que han adoptado cada uno desde su vivir diario, además, lo agravios, que estos 

actores han cometido con las comunidades. 

Esta metodología permitió abordar el fenómeno desde la perspectiva de diferentes actores, 

pero, además, reconociendo el legado histórico del territorio cocornense y la forma en que 

las comunidades se han apropiado de su territorio, lo que a su vez ha derivado en posturas 

concretas desde las perspectivas de desarrollo y planeación de estos, lo que incide de 

manera directa en sus posturas frente a los procesos de licenciamiento sobre su río. Los 

intereses varios, en este caso puntual sobre el río Cocorná, ha derivado en conflicto 

socioambientales, en donde las comunidades se han visto en la obligación de defender 

su afluente, por medio de herramientas tanto jurídicas como sociales, que visibilicen su 

lucha y pueden hacerle frente tanto a la parte interesada como al mismo Estado. La 

propuesta metodología del desequilibrio de la montaña permitirá el reconocimiento de las 

tensiones en el territorio frente a los procesos de licenciamiento ambiental y la forma en 

que las comunidades han decidió hacerle frente. 
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Tabla 4-1 Matriz metodológica 

Objetivo general Objetivos específicos Hipótesis 
Categorías 

conceptuales 
Variables 

Enfoque 
cualitativo 

Instrumento 

 

 

 

 

Identificar las 

transformaciones 

territoriales y los 

conflictos 

socioambientales 

desde la 

participación 

comunitaria en el 

oriente 

antioqueño, caso 

río Cocorná 

Identificar las 

transformaciones 

territoriales desde los 

conceptos de 

desterritorializaciones y 

reterritorializaciones 

Los procesos de 

licenciamiento ambiental, 

amparados en la 

normatividad que los 

rige, han llevado a 

transformaciones 

territoriales, en los 

municipios del oriente del 

departamento de 

Antioquia, 

trasformaciones que a su 

vez han derivado en la 

generación de conflictos 

ambientales, pero 

también 

en la consolidación o 

promoción de estructuras 

de participación y acción 

colectiva que buscan 

hacerle frente a la 

intensificación de estos 

procesos en sus 

territorios. 

 

 

Desterritorialización 

y territorialización 

Población 

 

 

 

 

Estudio de 

caso 

Entrevistas 

Ocupación 

del suelo 

Revisión de 

medios 

Relacionar los conflictos 

socioambientales que 

se han suscitado por los 

procesos de 

licenciamiento 

ambiental sobre el Río 

Cocorná 

 

 

Conflictos 

socioambientales 

Licencias 

ambientales 

 

Cartografía 

Acciones 

sociales 

 

 

 

 

Los 

desequilibrios 

de la montaña 

Revisión 

bibliográfica 

Determinar los 

mecanismos de 

participación 

implementados por las 

comunidades en la 

defensa del Río 

Cocorná, ante los 

procesos de 

licenciamiento 

ambiental. 

 

 

 

 

La participación 

 

Participación 

 

Recorridos de 

campo 

 

 

Organizacio

nes 

 

Revisión 

documental 

Fuente: Elaboración propia 



73 Configuraciones territoriales, conflictos ambientales y participación en el oriente 
antioqueño, caso Río Cocorná, durante el período 2010-2021.  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

5. Del desarrollo a la desterritorialización 
 

Para iniciar este capítulo es importante destacar los esfuerzos que se han hecho desde 

diferentes ámbitos del conocimiento por visibilizar y conservar la memoria de los procesos 

territoriales vividos en el oriente del departamento de Antioquia, la mayoría de estos 

relacionados con la riqueza del recurso hídrico que posee la zona. A pesar de los anterior, 

estos esfuerzos se han abordado en su mayoría desde el ámbito regional, pocos son los 

trabajos que se centran en las particularidades de cada municipio, no obstante, en el 

rastreo realizado se recogen algunos ejercicios académicos recientes, que buscan dar 

unos primos acercamientos para nuestro caso puntual, Cocorná. 

 

El presente capitulo dará cuenta de los procesos de desterritorialización y territorialización 

vividos por los pobladores del municipio de Cocorná, en donde jugará un papel 

fundamental, la consolidación de los procesos sociales, que permitieron el afianzamiento 

y reafirmación del tejido social que hoy integra a los habitantes de Cocorná, en el cual, se 

erige como vertebra principal, su rio Cocorná. 

 

La riqueza hídrica, su belleza y conservación, pareciera ha sido la condena histórica de 

esos municipios de oriente de Antioquia, así, coinciden varios de los autores que han 

abordado el estudio de este territorio. En el texto Procesos de reparación, entre la 

reparación estatal y la recuperación comunitaria, refieren que “fue en medio del proceso 

de industrialización y de la puesta en marcha de proyectos hidroeléctricos, en la década 

de 1980, que aparecieron las guerrillas en esta subregión tratando de obtener un control 

territorial” (Cardona Berrio et al., 2019, p. 393), es decir, la llegada de los actores al margen 

de la ley se asocia de forma directa con la construcción de los megaproyectos. Esta 

riqueza hídrica y ubicación estratégica convirtió a esta región en una zona de disputa 

territorial (Molina González, 2019, p. 90), con la confluencia de diferentes actores al 
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margen de la ley, quienes ejercieron una violencia abrupta contra sus pobladores, que llevó 

a masivos procesos de desplazamiento. 

 

Por su parte el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo -PNUD-, en su texto 

Oriente antioqueño: Análisis de la conflictividad, mencionan que los proyectos que 

impactaron la región fueron concertados desde la ciudad central, Medellín, “sin tener en 

cuenta a los pobladores de los municipios en los cuales se desarrollarían” (PNUD, 2010, 

p. 8). El mismo texto refiere que los campesinos, habitantes del territorio se vieron 

afectados por los procesos de industrialización, la construcción de las hidroeléctricas y de 

la autopista que conecta las dos ciudades más importantes del país, no solo rompieron las 

economías campesinas sino además rompieron “su identidad, su cultura y sus formas de 

socialización” (PNUD, 2010, p. 8). 

 

Para Sofía García Jaramillo en su texto Recuerdos que atraviesan, memorias que 

construyen, se hace alusión a que la cercanía de estas comunidades con este importante 

corredor vial convierte a la población en blanco de ataque y haciendo uso de las palabras 

de quienes en su momento sufrieron los flagelos de la guerra, manifiesta que “se vivía un 

“estado de alerta permanente” para tratar de reaccionar a tiempo, “corriéndonos un poco 

hacia adentro”, pero esto no fue suficiente para evitar que llegaran a donde fuera, “para 

sacar a la gente de las casas y asesinarla ahí mismo” (García Jaramillo, 2017, p. 163). 

 

La líder social Flor Gallego, integrante de MOVETE, de la Corporación Conciudadanía, de 

la mesa nacional de desaparición forzada, entre otras organizaciones, además, 

desplazada de La Esperanza, una de las veredas del área de influencia de Cocorná I, 

refiere que todos los actores que se involucran en este tipo de proyectos, llámese Cornare, 

EPM y las demás empresas “son depredadores” ya que llegan con sus proyectos y 

modelos de desarrollo al territorio y lo destruyen, “despojan a las comunidades, acaban 

con la fauna, la flora, con el recurso más preciado que es el agua”.. además, manifiesta 

que los proyectos hidroeléctricos destruyen las culturas de los lugares a los que llegan 

porque los territorios donde llegan a hacer estos proyectos, es donde la gente anda 

tranquila” (2018). 

 

La llegada de estos proyectos, posibilitarían la visibilización de esta zona del país, 

lamentablemente no para aspectos positivos como se esperaría, por el contrario, los 
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municipios impactados por los proyectos y que fueron cruzados por la autopista Medellín- 

Bogotá, se convierten en lugares de disputa territorial. Es así, como las comunidades 

quedan inmersas en una lucha ajena a ellos, pero que los impacta de manera directa, 

rompiendo su relación directa con el territorio, ese territorio construido socialmente, 

económicamente, simbólicamente y en una estrecha relación con el medio ambiente. 

 
5.1. El desarrollo de la mano de los actores armados 

¿Y los actores? El primer actor en esta disputa territorial es el Estado que impactó más 

no compensó a estas comunidades. De ahí en adelante, ingresan aquellos actores que 

se han encargado de desangrar al territorio durante décadas. En la lectura del territorio 

realizada en el texto Geografías de la guerra, el poder y la resistencia: oriente y Urabá 

antioqueño 1990-2008 (2011), por Clara Inés García de la Torre y Clara Inés Aramburo, 

citado a su vez por Sara García Jaramillo, se describen tres fases del conflicto para el 

caso puntual del oriente antioqueño. 

En un primer momento las autoras definen el periodo de 1997 y 2000, como aquel, en el 

cual se aumentan las acciones militares de los grupos armados en la zona, además, se 

presenta un aumento de las guerrillas, lo que, a su vez, aumenta la respuesta estatal y 

lleva a la injerencia de los llamados grupos paramilitares. La llegada de los paramilitares 

y el acrecentamiento de las acciones estatales, llevan al aumento de las acciones del 

ELN sobre la autopista Medellín-Bogotá, afectando de forma directa a las poblaciones 

aledañas a este corredor vial. El segundo momento referenciado por las autoras, 

corresponde al periodo entre el año 2000 y 2004, en el cual, disminuyen las ofensivas 

militares por parte del ELN y Paramilitares, pero aumentan las de las FARC y las fuerzas 

militares. Para este momento las autodefensas (paramilitares) tienen el control territorial 

de muchos de los cascos urbanos, disipando las acciones del ELN, que tiende a 

desaparecer, mientras que las FARC, intentan tomar protagonismo. El último momento, 

corresponde al vivido entre el periodo 2005-2008 en donde disminuyen los eventos 

violentos, retomándose el control por parte del Estado, pero con protagonismo aun de las 

FARC en el territorio (García Jaramillo, 2017, p. 17). 

Como veíamos anteriormente, el primer grupo al margen de la ley en entrar al territorio, 

fueron los paramilitares del Magdalena Medio al mando de Ramón Isaza, quienes 

buscaron el exterminio del movimiento cívico por el oriente antioqueño, importante 

referente de la lucha civil en la región. Posterior a este grupo, ingresa a la zona el ELN 
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con  los frentes Carlos Alirio Buitrago y Bernardo López Arroyave, mientras que las FARC, 

estuvieron en la zona con los frentes 9 y 47. Por su parte, las Autodefensas Unidas de 

Colombia, hicieron presencia en la zona con el Bloque Cacique Nutibara, según el 

Observatorio del Programa Presidencial de Derechos Humanos los grupos paramilitares 

que ingresaron a la zona, provenían del Magdalena Medio, el Valle de Aburrá y el 

nordeste y occidente de Antioquia (Bustamante Otalvaro et al., 2020, p. 14). 

Las características geográficas y ambientales del territorio convirtieron al oriente en un 

escenario ideal para el resguardo de los grupos al margen de la ley; para el caso de las 

guerrillas se menciona que estas se ubicaban en la cuenca del río Calderas “debido a la 

cantidad de bosques colindantes, la facilidad de acceso y de alimentos, y la confluencia 

de los municipios de Granada, San Luis, San Carlos y Cocorná, los cuales controlaban 

desde la zona” según el Centro Nacional de Memoria Histórica (García Jaramillo, 2017, p. 

16).  

Para el caso puntual de Cocorná, los textos abordados refieren que la primera incursión 

de los grupos al margen de la ley se presenta a inicios de los 80, con la llegada del frente 

47, de las FARC-EP (Fuerza Armadas Revolucionarias de Colombia Ejercito de Pueblo), 

posteriormente ingresa al municipio el ELN (Ejército de Liberación Nacional) y en 

concordancia con el texto el texto Geografías de la guerra, el poder y la resistencia: oriente 

y Urabá antioqueño 1990-2008 (2011), para el año 2000 ingresan al municipio las AUCA 

(Autodefensas Unidas de Colombia) (Cardona & Naranjo Giraldo, 2019, p. 12), aunque 

algunos otros autores refieren la llegada de los paramilitares se dio antes del año 2000, 

incluso antes que las mismas guerrillas.  

 
Acorde a lo anterior, esta zona del departamento de Antioquia adquiere importancia con la 

llegada de los proyectos mencionados, que generan las condiciones para la circulación de 

grandes recursos económicos en la zona, lo cual pone al territorio en el radar de los grupos 

al margen de la ley. A pesar de la presencia de las fuerzas militares, las guerrillas 

adquieren fuerza y poderío sobre el territorio, al punto de ejercer control casi que total 

sobre la autopista Medellín-Bogotá, este escenario, posibilita la llegada de un nuevo grupo 

al margen de la ley, con un enemigo en común, las guerrillas. La confluencia de estos 

actores lleva a, 
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“una sangrienta confrontación que se extendió desde los territorios rurales más 

lejanos hasta lo más central del casco urbano, vinculando así de manera 

indiscriminada a la población en una zozobra constante, el desplazamiento de miles 

de habitantes y la persecución y aniquilación de otros tantos (Bustamante Otalvaro 

et al., 2020, p. 14). 

 

Dicha confrontación entre los diferentes actores se da en el marco de la “Política de 

Seguridad Democrática, impulsada por el gobierno nacional de entonces, se intensificaron 

los combates, generando una masiva violación de los derechos humanos por parte de 

todos los actores armados” (Cardona Berrio et al., 2019, p. 393). Más allá de retomar el 

control territorial, el principal escenario en disputa era el control sobre la autopista Medellín- 

Bogotá, lo que lleva a que las comunidades aledañas a este se vean impactadas de 

manera directa, por el accionar bélico de los grupos delictivos sobre ellos, llevando a 

procesos de desplazamiento masivos de los pobladores de las veredas aledañas a la vía 

(Cardona & Naranjo Giraldo, 2019, p. 14). 

 

El discurrir de estos actores por la región del oriente antiqueño, genero fuertes y graves 

repercusiones sobre el territorio y sus habitantes. Según el Registro Único de Victimas, 

con fecha de corte del 31 de septiembre de 2021, en el municipio de Cocorná, se registran 

un total de 33.502 casos de desplazados, de estos 19.952 son víctimas con declaración y 

solo 12.751 son sujeto de atención. La disputa territorial genero una fuerte disminución 

población en el municipio, según el censo de 1993, Cocorná registraba 22.999 habitantes, 

4.715 ubicados en la cabecera municipal y 18. 284 en el resto, para esta fecha, el municipio 

ya había iniciado los procesos de desplazamiento, para el quinquenio de 1990 a 1994, el 

municipio registraba 1.091 desplazados (Praming, 2020).  

 

Es para el quinquenio del periodo entre el 2000-20004 donde más se agudiza la situación 

de desplazamiento en el municipio con la salida de 25.958 pobladores, siendo el 2000 el 

año más álgido, con la expulsión de 7.831 habitantes, que salen de diferentes veredas del 

municipio, incluidas aquellas del área de influencia del proyecto PCH Cocorná III (Praming, 

2020). Este periodo, coincide con la confluencia de todos los actores en confrontación, con 

la llegada y aumento de acciones militares en contra de la guerrilla, es así, como el 

territorio cocornense es para ese entonces solo un escenario más del conflicto armado 

colombiano. Los resultados de este ejercicio bélico sobre el territorio generaron procesos 
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de desterritorialización, de quienes dentro del terreno de lucha no contaban con las 

mismas condiciones para permanecer allí y aun siendo poseedores de estos, se vieron en 

la obligación de salir. 

 

Por medio de las entrevistas realizadas, se pueden identificar aquellos cambios producidos 

por el conflicto armado en Cocorná, uno de los más significativos, fue la pérdida de la 

vocación agrícola, el Señor Hernando Gómez, víctima de secuestro y desplazamiento, 

refiere que “antes del conflicto el municipio producía mucha comida, era una agricultura a 

gran escala, pero se fue acabando porque la gente se desplazó y conoció otras alternativas 

de vida, los que retornaron, volvieron con remesas que les entran de afuera. Antes había 

cultivos de plátano, igual los hay, pero no como antes” (2022). Además, refiere que, 

 

“Mucha gente se quiere ir a vivir al municipio, no solo los desplazados, también hay 

foráneos, la mayoría que llegan son desplazados. Un fenómeno que se dio fue que 

la gente que tuvo que migrar y en medio de esto, tuvieron un negocio en Cali o en 

Bogotá, a la mayoría les fue bien, entonces ya llegan las familias y con el negocio 

siguen inyectándole plata a la finca… es como la parte amable del conflicto” (2022). 

 

Para Alejandro Giraldo nativo de Cocorná y exconsultor social de dos de los procesos de 

licenciamiento (Cocorná I y III), el desplazamiento forzado, cambió por completo la vida de 

los pobladores, lo cual a su vez incidió en el cambio en la perspectiva de desarrollo y de 

futuro. Manifiesta en concordancia con el Señor Hernando que Cocorná, 

 

“era un territorio muy ligado a lo campesino, a la producción de panela, de café, de 

frutales, todo eso, una economía campesina, por decirlo así, de pequeña propiedad, 

entonces yo creo que, al salir esa gran cantidad de población, cambio por completo 

la perspectiva de desarrollo que había, la perspectiva de desarrollo que tenía cada 

una de las familias del desarrollo de la finca. Ahora hay como varias cosas, hay 

unos que deciden no regresar y guardan dos perspectivas, una mantener su 

propiedad así, que se llene de monte, por decirlo de alguna manera, y otros que la 

empiezan a utilizar para cultivos, para otras cosas o para venderlas” (2022). 

 

Acorde a los textos abordados y los testimonios de las personas entrevistadas, se puede 

leer la fractura económica, social y cultural que sufrió el territorio cocornense, del cual, a 
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pesar de haber pasado más de 15 años, desde la disminución del conflicto, aún se intenta 

recuperar. La fractura que se produce dese la salida forzada, hasta la nueva llegada, 

genera nuevas condiciones de ocupación del lugar, en el cual empiezan a cobrar 

relevancia las perspectivas adoptadas en los lugares de tránsito y que ahora se buscan 

integrar a los territorios nuevamente adoptados, reconociendo a su vez, la difícil situación 

que atraviesa el campo colombiano, que fácilmente puede ser absorbido por una actividad 

económica de mayor rentabilidad. 

 

Volviendo al desplazamiento forzado, se evidencia a partir de los censos nacionales, que, 

para el reporte del año 2005, se registró un abrupto descenso, del cual el municipio aún 

no se recupera, en relación con la población que registraba para el censo de 1993. A pesar 

de la disminución en la confrontación armada, el municipio aún no se recupera de los 

estragos demográficos del conflicto sobre su territorio, con relación a la población del censo 

del año 2005, para el censo del 2018, solo se ha presentado un aumento de 325 

pobladores (Gráfico 5-1), es decir, Cocorná para el último censo, registra 15.444 

habitantes, en donde aún, a diferencia del censo nacional, se cuenta con predominancia 

de la población rural. 

 
Gráfico 5-1 Población Cocorná censos desde 1964 a 2018. 

 
Fuente: (Gobernación de Antioquia, 2018) 

 
En el contexto regional es el periodo entre 1998 y 2004 el que mayor número de 

desplazados presenta, especialmente en las subregiones de páramo y bosques (Jaramillo, 
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2007, p. 161), a esta última pertenece Cocorná. Muchos de estos pobladores se dirigen 

hacia las cabeceras municipales, pero otros, se dirigen hacia municipios cercanos con 

mejores condiciones de orden público, como es Rionegro o la capital del departamento, 

Medellín. Para el contexto nacional, es Antioquia el departamento con mayor número de 

desplazados: 

 

“con un 16% del total de la población expulsada y un 14,3% de recepción de 

población, fenómeno que afecta no solo a las personas que han tenido que 

movilizarse forzadamente, sino también a los territorios, pues el total de los 

municipios antioqueños se han convertido en lugares de expulsión, de recepción o 

de una combinación de ambos procesos (Gobernación de Antioquia, 2006) 

(Jaramillo, 2007, p. 149). 

 

A pesar de que el desplazamiento es el que genera las cifras más altas con relación al 

conflicto armado, existen otras acciones ejercidas por parte de los actores armadas que 

llevan o resultan en la movilización de los pobladores de los territorios en disputa. En 

palabras de Jaramillo: 

 

“El riesgo de morir en medio del fuego cruzado, por pisar una mina o por el estallido 

de carros bomba que dejaron en ruinas a varios pueblos, lo cual, según testimonio 

de una mujer desplazada de Cocorná, “llevó a que muchas personas tuvieran que 

cerrar sus negocios y se marcharan a la ciudad y a que sus municipios fueran 

estigmatizados como violentos y no visitantes” (Jaramillo, 2007, p. 162). 

 

Citando las cifras del Registro Único de Victimas -RUV-, el municipio de Cocorná registra 

138 víctimas directas por desaparición forzada, 251 casos de secuestro y 765 casos de 

homicidio (Unidad para la Atención y la Reparación Integral a las Víctimas, 2021). 

Respecto a las cifras de homicidio Bustamante, haciendo uso de datos del Observatorio 

del Programa Presidencial de Derechos Humanos y DIH (2005) y del boletín del diario del 

DAS, refiere que “el municipio de Cocorná superó entre el año 2000 y 2003 en más del 

triple la tasa nacional de homicidios” (Bustamante Otalvaro et al., 2020, p. 15). Por su parte,
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el periódico El Tiempo para el año 2017, publicaba el texto “Cocorná, el pueblo en el que 

casi todos son víctimas”, en el cual se referencia que el 95% de la población del municipio 

ha sido víctima del conflicto armado. 

Además de los anteriores hechos victimizantes, hay uno que interfiere de manera directa 

sobre la movilidad libre de los pobladores sobre el territorio, y es la instalación de las minas 

antipersonales. Según la Oficina del Alto Comisionado para la Paz, en Cocorná se 

registraron entre el año 1995-2007, 48 accidentes por minas antipersona, presentándose 

la mayor incidencia en el año 2002 con un total de 12 casos. Coincide la instalación de las 

minas antipersona con la llegada al municipio de los grupos paramilitares, ya que esta 

acción era ejecutada en la búsqueda de disminuir la avanzada de las AUC, sobre los 

territorios anteriormente ganados por las guerrillas, es así, como la fuente ya referenciada, 

atribuye muchos de estos artefactos a las FARC y al ELN (Oficina del Alto Comisionado 

Para La Paz, 2021). El 17 de agosto de 2017, por medio de evento gubernamental llevado 

a cabo en el municipio de Cocorná, el presidente de Colombia, para ese entonces, declara 

a este municipio junto con otros 13, entre ellos San Luis, El Peñol y Medellín, territorios 

libres de minas antipersona. 

 

Adicional a los anteriores flagelos cometidos en contra de los pobladores, existen otros 

hechos que marcaron la memoria colectiva, como lo es el recuerdo del 30 de julio de 1998, 

día en el que la guerrilla del ELN se toma la cabecera municipal e incinera las instalaciones 

de la casa de la cultura, la alcaldía, la estación de policía, el banco Caja Agraria y algunas 

viviendas aledañas a estas edificaciones. Además, se presentaron otros hechos de 

intimidación, como las amenazas a miembros o candidatos al concejo municipal, líderes 

sociales y cualquier figura pública que alzara su voz en contra de los actores de la guerra, 

esta situación no solo se vivió en Cocorná, sino en todos los municipios vecinos del oriente 

antioqueño, con una gran trayectoria de solidaridad fundada desde la llegada de los 

grandes proyectos hidroeléctricos. 

 

El contexto del conflicto armado en Colombia ha marcado la historia de los territorios y los 

pobladores que se vieron inmersos dentro de este contexto de guerra. La gran cantidad de 

hechos violentos, generaron varios tipos de daños, en palabras de la filósofa Liliana Molina, 

se encuentran los daños de tipo individual, que comprenden afectaciones psicológicas, 

emocionales, morales y que, además, afectan su identidad y sus posibles proyectos de 
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vida. Otro de los datos identificados son los comunitarios, también llamado daños 

colectivos, es decir afectaciones a los rasgos sociales, culturales, a la identidad de grupo 

y la capacidad de asociatividad para desarrollar proyectos conjuntos. El tercer tipo de daño, 

son los de tipo cultural, que inciden en la perdida de cosmovisión, de sus rituales y 

costumbres. Por último, la autora, referencia los daños sobre el medio ambiente, que se 

relaciona a su vez con los daños colectivos (Molina González, 2019, p. 92). Los anteriores 

daños, dan cuenta de los procesos de desterritorialización colectivos e individuales en los 

cuales se han visto inmersos los actores forzados del conflicto armado, las comunidades. 

 
5.2. La resistencia desde lo organizativo 

 
A pesar de lo anterior, aunque se han presentado procesos de desterritorialización, 

asociados con la pérdida de permanencia en el lugar, se dan nuevos procesos de 

territorialización en los cuales, permanece el vínculo con esos lugares habitados o 

transitados en algún momento de nuestras vidas, la concepción del territorio permanece 

en la memoria y permite consolidar procesos de recuperación y defensa de estos, como 

ha sido el caso de los procesos organizativos en los municipios del oriente antioqueño y 

en nuestro caso particular Cocorná. Muchos de los textos abordados para esta 

investigación, como ya se ha mostrado, resaltan la capacidad de integración de los 

pobladores de estos territorios. 

 

Estos procesos organizativos han permitido el afianzamiento de nuevos procesos de 

territorialización en los cuales ha cobrado una gran resonancia la defensa del territorio y 

asociada a esto la defensa del medio ambiente que lo integra, además de ello, la gran 

mayoría de quienes se vinculan a estos procesos de defensa tienen historias en común 

que permiten la consolidación de memorias y visiones colectivas, que buscan territorializar 

esos espacios, lugares e historias de los que fueron despojados en una guerra en la cual 

fueron forzados a participar. 

 

Para Sofía García, estas acciones organizativas o de resistencia de la comunidad de 

Cocorná no se reducen únicamente al pasado del conflicto armado, si no que en la 

actualidad se mantienen, en la búsqueda de defender los valores y las prácticas colectivas, 

en la búsqueda de un futuro mejor, por medio de una ciudadanía participativa, con el fin 

de prevenir nuevas formas de violencia y promoviendo otras formas para la resolución de 

conflictos (García Jaramillo, 2017, p. 85). La tradición organizativa de la región del oriente 
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se plasma en el informe ya citado de las Naciones Unidas para el Desarrollo -PNUD- en el 

cual se menciona que en la región existían para el año 2010, alrededor de 1576 

organizaciones sociales, además, para el año 2000 surge el proyecto del laboratorio de 

paz, como parte del accionar colectivo de la sociedad civil en vinculación con otras 

entidades del orden local, nacional e internacional (García Jaramillo, 2017, p. 18). 

 

Por su parte, el Estado siendo consiente de los procesos de desterritorialzación sufridos 

en el marco del conflicto armado, ha promovido la reincorporación de los pobladores con 

los lugares de los cuales fueron desplazados, sin embargo, los procesos de reparación 

han estado orientados a medidas de compensación familiar o individual y no se enfatiza 

en proyectos que propicien la construcción de un nuevo tejido social que recoja las 

expectativas de quienes vuelven al territorio. Para Cardona Berrio, la reparación: 

 

“no debe ser entendida como un acto o una acción, sino un proceso que involucra 

múltiples formas de intervención que busca el reconocimiento individual y colectivo 

de los derechos ciudadanos de las víctimas, así como el restablecimiento del lazo 

comunitario o la cohesión social que permita que los sujetos desarrollen estilos de 

vida de acuerdo con sus intereses y tradiciones” (Cardona Berrio et al., 2019, p. 388). 

 

En el marco del conflicto armado, la reparación debe ser entendida más allá de las 

compensaciones económicas, el volver al territorio debe estar acompañado de procesos 

que permiten restablecer los lazos comunitarios, de recuperar la confianza en el otro y de 

recobrar el poder de decisión que les fue usurpado por los actores de la guerra. Para Liliana 

Molina la reparación moral debe entenderse de manera contextualizada, como un proceso 

en el cual se intenta retomar la vida, los espacios cotidianos, “en medio de un esfuerzo 

común por sostener la esperanza y la confianza, así como la unión, pese a las secuelas 

del daño; se trata, por tanto, de un intento constante por defender y articular, 

cotidianamente, una forma de vida compartida después del daño” (Molina González, 2019, 

p. 94). Por su parte, Cardona Berrio y otros, citando la Ley 1448 de 2011, refieren que el 

Estado busca los derechos de las víctimas del conflicto, los cuales fueron afectados de 

forma individual, social, patrimonial, ambiental y simbólica (Cardona Berrio et al., 2019, p. 

388). Es así, como la reparación a las víctimas del conflicto debe ser entendida más allá 

de retornar, lo cual es importante, pero se deben reestablecer los vínculos con el territorio, 

entre ellos la relación con el medio ambiente y las decisiones que se tomen sobre este y 
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otros aspectos. 

 

Ante la carencia de procesos participativos en la reincorporación con el territorio, las 

comunidades han echado mano de su tradición organizativa, para así recobrar y entretejer 

nuevamente los lazos sociales; para el caso de la comunidad de Cocorná se “evidencian 

procesos comunitarios que dan cuenta de las capacidades de los actores locales para 

sobreponerse y hacerles frente a los daños padecidos” (Cardona Berrio et al., 2019, p. 

401). Una muestra de lo anterior, son las llamadas Fiestas del retorno, las cuales se 

celebran todos los años, y que buscan la reintegración de todas aquellas personas y 

familias que se vieron forzadas a salir del municipio, por lo cual, las festividades se 

convierten en esa posibilidad para el reencuentro. Además de lo anterior, cada vereda 

cuenta con su junta de acción comunal por medio de la cual se realizan torneos deportivos, 

bingos y las tradiciones convites que buscan solucionar problemáticas en común. A nivel 

municipal, existen otra variedad de organizaciones que hacen presencia en el territorio, 

entre las que se destaca para nuestro trabajo investigativo MOVETE y Cocorná 

Consciente. 

 

El volver al territorio ha implicado para las comunidades encontrarse con nuevos desafíos, 

como es el caso de los proyectos de generación de energía a menor escala, en 

comparación con los grandes proyectos hidroeléctricos que se asentaron en el municipio 

en la década de los 70. Molina, en su trabajo académico señala que en las comunidades 

“la gran mayoría señala la necesidad de defender el territorio de la implementación de 

proyectos que quieren arrebatarles lo poco que tienen, como el recurso hídrico” (Molina 

González, 2019, p. 97), es así, como una vez más los pobladores de las zonas rivereñas 

a los ríos se encuentran inmersos en una lucha tanto por el uso del recurso como por la 

cosmovisión de los territorios que han vuelto a ocupar. 

 

Para algunas de las personas entrevistadas estos nuevos proyectos abren una ventana 

hacia el pasado violento del municipio de Cocorná, y hacen alusión a las acciones 

cometidas contra la población en los proyectos del pasado, que llevaron a los procesos de 

desterritorialización que marcaron su territorio, su historia y su memoria, como ya lo hemos 

referenciado en este texto. La líder Flor Gallego manifiesta que: 

 

“no puede ser que en un territorio de esos, que ha sufrido todo el factor de la guerra 
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y que una de las moralidades grandes que eso ya lo tenían planeado, con la oleada 

de violencia que hubo, para despojar el territorio, para ellos irse haciendo dueños 

y para que las personas y los campesinos se vayan despegando de su territorio 

o vayan sintiendo que acá no voy a poder entrar, acá no voy a poder estar, 

entonces voy a tener que buscar otro lado, entonces me están ofreciendo este 

dinero y ellos van a aprovechar el territorio para ir a comprar, que es la única 

manera que ahí si le podemos comprar a la gente, porque baja el precio, porque 

es una zona de violencia. Ósea estas son todas unas estrategias que ya venían 

pensadas, construidas y planeadas” (2022). 

En el artículo Metropolización del oriente antioqueño: más allá de la disputa por 

esquemas asociativos, los autores citando a Cornare, refieren que, en comparación con 

Rionegro, El Retiro, La Ceja y Marinilla, municipios pertenecientes a la subregión Valles 

de San Nicolas y con un porcentaje de pobreza del 12%, los municipios de San Francisco, 

Argelia y Cocorná tienen necesidades básicas insatisfechas -NBI- superiores al 50% y 

70%, y añaden: 

“No puede perderse de vista que los mismos municipios con los índices más bajos 

de calidad de vida (zonas de bosques y páramo) son, a su vez, los que sufren la 

paradoja de habitar en la subregión capaz de aportar el 68 % de la energía total 

para el departamento y el 26 % de la energía nacional, y pese a ello tener déficit 

de cobertura en la prestación del servicio público de energía eléctrica, mientras 

que el resto de municipios de la subregión se sostiene sobre el 90 % de cobertura” 

(Muñoz Quintero & Botero Mesa, 2018, p. 51). 

El anterior escenario permite evidenciar, que si bien desde el orden nacional y 

departamental se ha propiciado el desarrollo de esta región por medio del aprovechamiento 

de su recurso hídrico, este desarrollo, no se ha visto reflejado en las condiciones sociales 

de los municipios y sus comunidades, por el contrario con la llegada de estos se alteran 

los procesos de desarrollo, culturales, económicos y sociales, gestados desde las 

comunidades, en un proceso histórico de territorialización que nuevamente se ve 

amenazado. Lo anterior ha propiciado el rechazo de las comunidades que ven 

amenazado nuevamente sus modos de vida, por ende se movilizan en la búsqueda de 

la defensa del territorio, la cual, en palabras de Molina para el municipio de Cocorná, no 

alude solo al control social territorial, sino a la defensa de los modos de vida sobre este, 
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la defensa de las subjetividades y de la experiencia en el mundo; de la posibilidad de una 

vida en común, del acceso a la tierra, del cultivo de esta, así como el cuidado y la defensa 

del río (Molina González, 2019, p. 96). 

Todas las personas entrevistadas, coincidieron en que estos proyectos no están dejando 

ningún beneficio para las comunidades, más allá de unas compensaciones mínimas 

sujetas al plan de manejo ambiental y a las contribuciones que de manera voluntaria quiera 

hacer el operador de la pequeña central hidroeléctrica. El Sociólogo y consultor social 

Alejandro Giraldo, de forma personal, refiere que: 

“Los beneficios son pocos y muy puntualizados y tienen que ver con el desarrollo 

de los proyectos, no con la perspectiva de desarrollo de la comunidad, creo que 

eso debería cambiar, también. Hay la obligatoriedad de cumplir algunos trámites 

de ley, la compensación forestal, el arreglo de vías y caminos que deteriore el 

propio proyecto, la compra de predios, una serie de cosas, pero que están muy 

concentradas en el proyecto como tal, pero que no se van más allá de lo que el 

propio proyecto genera. Me parece que la ejecución de ese tipo de proyectos sería, 

a pesar de ese tipo de conflictos, un escenario para potenciar algunas de las 

iniciativas que tienen las comunidades con la misma administración municipal, que 

en ese escenario de mediación se podrían llegar a acuerdos, sin que, con ello, 

las comunidades, la institucionalidad tuvieran que estar de acuerdo con el 

proyecto. Pero en el escenario en el que están las cosas actualmente es casi que 

irreconciliable” (2022). 

Considerando el anterior legado del municipio de Cocorná y las repercusiones que ha 

tenido sobre su territorio, resulta necesario que los entes territoriales, propicien 

escenarios de planeación y desarrollo en conjunto con sus habitantes, quienes por 

condiciones ajenas a ellos se han visto inmersos en diferentes procesos de 

desterritorialización y territorialización, que no solo han afectado el derecho a la tierra, sino 

que además, han afectado su memoria, su tejido individual, familiar y colectivo y que en 

la actualidad orientan sus esfuerzos para la recuperación de estos. 

 

5.3. La huella de las comunidades sobre el territorio 

Anteriormente mencionábamos que en términos demográficos Cocorná, aún no se había 



87 Configuraciones territoriales, conflictos ambientales y participación en el oriente 
antioqueño, caso Río Cocorná, durante el período 2010-2021.  

podido recuperar de las secuelas del conflicto armado, no obstante, en los últimos años 

se ha visto una ocupación del territorio de manera intensificado para la construcción de 

vivienda. A continuación, se presentan algunas imágenes satelitales de las veredas del 

área de influencia de los proyectos, con diferentes temporalidades. Es importante aclarar 

que no fue posible conseguir la misma temporalidad para todas las veredas, ya que existe 

ausencia de la información. Para el caso de las veredas La Esperanza y San Vicente de 

El Carmen de Viboral, área de influencia directa del proyecto Cocorná I, el cual ya cuenta 

con licencia ambiental; se puede evidenciar como para el año 2005 (Imagen 5-1) hay poca 

ocupación de los suelos, respecto a construcciones, ubicándose algunas pocas, cerca de 

la autopista Medellín-Bogotá y otras dispersas en el territorio. 

Imagen 5-1:Imágenes satelitales de las veredas San Vicente y La Esperanza, El Carmen 
de Viboral (2005) 

 

Fuente: (Google LLC, 2022) 
 

Para el año 2014, las veredas ya referenciadas empiezan a tener una ocupación más 

intensa de los suelos y se evidencia una mayor confluencia de viviendas, principalmente 

sobre el corredor vial nacional, que en algún momento fracturo el territorio (Imagen 5-2). 

Esta ocupación acrecentada de los suelos coincide con lo que se considera, según los 

textos abordados y la historia de los pobladores, la disminución del conflicto armado en el 

territorio, lo cual posibilito la llegada de todos aquellos habitantes que se vieron en la 

obligación de salir de sus veredas en la época de la violencia. 
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Imagen 5-2 Imágenes satelitales de las veredas San Vicente y La Esperanza, El 

Carmen de Viboral (2014). 

 
Fuente: (Google LLC, 2022) 
 
Para el año 2021, en contraste con la imagen del 2014, se puede evidenciar una alta 

concentración de construcciones, que no solo se ubican sobre los costados de la vía, sino 

que también, se despliegan hacia las partes altas de las veredas. Incluso, se evidencia 

un aumento de caminos hacia las partes altas de la montaña, que, de igual forma, 

concentran gran número de viviendas, por lo que ya dejan de ser una tipología de 

ocupación dispersa, para pasar a pequeños conglomerados de viviendas, en torno a los 

caminos (Imagen 5-3). Es importante también destacar, como ya lo hemos dicho, que 

esta ocupación intensificada no solo corresponde a población desplazada que retorna, 

sino que también, se ha evidenciado un aumento en la demanda de vivienda recreativa 

para esta zona. 
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Imagen 5-3 Imágenes satelitales de las veredas San Vicente y La Esperanza, El Carmen 

de Viboral (2021). 

 

Fuente: (Google LLC, 2022) 
 

El anterior fenómeno, se repite para las veredas del área de influencia de Cocorná II y III, 

ambas archivadas según la información suministrada por Cornare. Las veredas El Tesoro 

y San Vicente del municipio de Cocorná, para el año 2005, registra una muy baja ocupación 

de los suelos, como se puede evidenciar en la Imagen 5-4, y las pocas viviendas que se 

visualizan, se ubican en zonas cercanas a la autopista, mientras que las zonas cercanas 

al río presentan características más boscosas. Para este caso, nuevamente se destaca la 

ocupación del suelo de tipo disperso, en donde no se evidencian ningún tipo de centros 

nucleados. 
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Imagen 5-4 Imágenes satelitales de las veredas San Vicente y El Tesoro, Cocorná (2005). 

 
Fuente: (Google LLC, 2022). 
 
Para el año 2014, tanto la vereda El Tesoro como San Vicente, empiezan a presentar un 

aumento en la construcción de viviendas, aunque en el caso de la segunda, se acentúa 

más sobre la margen oriental de la vía. En el caso de la vereda El Tesoro, se evidencia 

la construcción de carreteables, que empiezan a conectar con el río Cocorná, en los 

cuales se empieza a ubicar la construcción de viviendas (Imagen 5-5). 

 
Imagen 5-5 Imágenes satelitales de las veredas San Vicente y El Tesoro, Cocorná (2014). 

 
Fuente: (Google LLC, 2022). 
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Ya para el año 2021, se evidencia una alta concentración de construcciones, que se 

despliegan desde la autopista Medellín-Bogotá hacia la parte baja de las veredas, es decir 

el río, esto principalmente en la vereda El tesoro, ya que en el caso de San Vicente, muchas 

de las construcciones se ubican en cercanía a la vía, la cual con el pasar del tiempo y por 

los estragos en el territorio, se convierte en una de las principales fuentes de ingreso para 

el territorio cocornense, ya que es allí donde se ubica un alto número establecimientos 

para la prestación de servicios ya sea de hospedaje para conductores, restaurantes o los 

lavaderos de carros. Esta última actividad económica, fue reconocida por algunos de los 

entrevistados como una fuente de contaminación para el río, y que no tiene ningún tipo de 

control por parte de las entidades a cargo. 

 

Además de las anteriores actividades económicas, en los últimos años se ha evidenciado 

un aumento en la oferta turística sobre la autopista Medellín Bogotá, que buscan atender 

un público distinto al de conductores y el cual se ubica más en una economía de servicios 

para turistas. El anterior fenómeno se puede evidenciar con facilidad al cruzar el territorio 

de Cocorná por la autopista Medellín-Bogotá, en donde se observan tantos estaderos en 

lugares colindantes a los cuerpos hídricos, como hoteles con temáticas ecoturísticas, que 

promueven el uso responsable del territorio. 

 
Imagen 5-6 Imágenes satelitales de las veredas San Vicente y El Tesoro, Cocorná (2021). 

 
Fuente: (Google LLC, 2022). 
 

En el imaginario de los habitantes del oriente de Antioquia, Cocorná, al igual que 
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municipios como San Carlos y San Rafael, han sido reconocidos como lugares 

para el disfrute en torno a su riqueza hídrica, esto especialmente para los habitantes 

de municipios vecinos del Altiplano y del mismo Valle de Aburra. No obstante, el 

miedo generado por el conflicto armado, condeno a la ausencia de visitantes en 

estos municipios, que hoy empiezan a resurgir y que para quienes ya los 

conocíamos, no dejan de ser un referente de riqueza natural que nos hace querer 

volver a visitar. 

 

El fenómeno de aumento de ocupación del territorio posterior al conflicto armado se 

repite a lo largo y ancho del río Cocorná, en todas aquellas veredas que hoy hacen 

parte de las áreas de influencia de los proyectos que se buscan licenciar. A 

continuación, se presentan algunas fotografías áreas que evidencian el fenómeno. 

 

Imagen 5-7: Imágenes satelitales de las veredas La Milagrosa y La Placeta, 

Cocorná (2014-2021). 
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Fuente: (Google LLC, 2022). 
 
Imagen 5-8: Imágenes satelitales de las veredas Mazotes y Montañita, Cocorná (2014- 

2021). 
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Fuente: (Google LLC, 2022). 
 

No se lograron obtener imágenes anteriores al 2021 para La Aurora, La Inmaculada y La 

Piñuela, veredas del área de influencia del único proyecto en operación El Popal, por lo 

tanto, no se pueden evidenciar las variaciones respecto a la ocupación antes de y posterior 

a la construcción. No obstante, por medio de los recorridos de campo, si se pudo evidenciar 

un alto número de viviendas, muchas de estas recreativas, ubicadas sobre el corredor vial 

que conecta la cabecera municipal con el sector El Ocho o la PCH El popal, que, a su vez, 

conduce hacía en caserío La Piñuela.  

 

Mediante el análisis realizado para evidenciar la ocupación del territorio, se pudo constatar 

el aumento de carreteables en las veredas del área de influencia de los proyectos 

hidroeléctricos. Estos carreteables suelen desprenderse desde la vía hacía el municipio de 

Cocorná, o desde la autopista Medellín – Bogotá, hacia el río Cocorná, evidenciando 

nuevamente una alta ocupación del territorio, con aras a tener acceso sobre la riqueza 

hídrica del afluente, considerado por la líder social Flor, como la arteria principal del 

municipio. Para el año 2012, sobre el área de influencia de los 5 proyectos de pequeñas 

centrales, se lograron ubicar un total de 61 carreteables (Imagen 5-8Imagen 5-9), 

mientras que para el año 2021, se evidencia un aumento de 31 de estos, es decir, para 

el año 2021, esta zona ya contaba con 97 vías (Imagen 5-9). 
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 Imagen 5-9 Imágenes satelitales vías área de influencia de los proyectos (2012). 

 

Fuente: (Google LLC, 2022). 
 

Imagen 5-10: Imágenes satelitales vías área de influencia de los proyectos (2021). 

 

Fuente: (Google LLC, 2022). 
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El anterior ejercicio, se hizo con el fin de reconocer como con el paso del tiempo el 

municipio de Cocorná, propiamente las áreas de influencia de los proyectos han empezado 

a generar una mayor ocupación de los suelos, las cuelas han permitido nuevas 

territorializaciones, las cuales no solo se ubican en las actividades propias del 

campesinado, sino que han abierto las puertas a las llegadas de otro tipo de actividades, 

al igual que habitantes. El Señor Alexander Rojas Reyes, habitante de la vereda Mazotes, 

dueño de proyecto turístico y afectado por el proyecto Cocorná III, manifiesta que la zona 

que habita actualmente es agrícola, principalmente para productos cítricos, no obstante, 

refiere que desde ya hay un loteo excesivo de grandes propiedades para vivienda 

campestre, por lo que menciona que, 

 

“La tendencia es que desaparece la agrícola, hay tierras, pero los hijos de los 

campesinos ya no quieren vivir en el campo, se dieron cuenta que el trabajo en el 

campo es muy sacrificado, hay mucho esfuerzo y deja poca rentabilidad. Quienes 

laboran las tierras hoy, tiene un promedio hoy de 45 años hacia arriba, de esas 

edades hacia abajo nadie está laborando, entonces al cabo de 10 a 15 años, ya 

no hay quien trabaje la tierra” Alexander Rojas Reyes (2022). 

 

En relación con lo anterior, Alejandro Giraldo refiere frente a las veredas del área de 

influencia de Cocorná I, San Vicente y La Esperanza, que cuando entran con las labores 

de consultoría (2018), aún eran veredas muy despobladas, como habitante pasado del 

municipio, el reconoce que antes a la época del conflicto la actividad económica era la 

agricultura, no obstante, para la actualidad menciona que hay un desarrollo económico 

muy pobre, en donde aún hay una gran cantidad de lotes en abandono, y donde no se 

llevan a cabo ningún tipo de actividades. Para el concejal de Cocorná Juan Guillermo Ríos 

Cogollo, opositor a la llegada de más PCH al municipio, el loteo de las fincas se está 

volviendo un problema, para el desarrollo de la agricultura y menciona que Cocorná ya no 

es la despensa agrícola del oriente antioqueño. 

 

Dos de los entrevistados el Señor Alexander y Hernando coindicen en que la época del 

conflicto armado, dejo grandes secuelas para el territorio, provocando un atraso de varios 

años para el municipio, en relación con otros municipios vecinos. Sin embargo, el resurgir 

del municipio integra varias perspectivas de desarrollo, dentro de las que se destaca la 

recuperación y potenciación de la vocación turística del municipio, en esto coincidieron 
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varios de los entrevistados, entre ellos el exalcalde del municipio (periodo 2016-2019) el 

Señor Johan Ramírez Mejía, quien manifestó que “Cocorná es un pueblo turístico, que vive 

del turismo y es un tema transversal. Pero para hacer un pueblo turístico, también necesita 

proyectarse como tal, se necesitan vías, deporte” la misma opinión guarda el concejal Juan 

Guillermo, quien menciona que a “la larga vamos a ser turistas y fincas de recreo y no 

agrícolas” y menciona que para ello el municipio y sus pobladores deben prepararse para 

ser prestadores de servicios. La misma perspectiva de desarrollo la contempla el señor 

Alexander, quien cree que para “al cabo de 5 años, Cocorná, va a perder su vocación 

agrícola, para pasar a una vocación netamente de turismo”, no obstante, refiere que el 

municipio no se encuentra preparado para ello, que a la fecha no existe una organización 

que los agremio como operadores turísticos y que cada uno desempeña su actividad, de 

alguna manera, como mejor le parezca. 

 

Por su parte Juan Sebastián Giraldo Villegas, abogado, ex miembro de Cocorná 

Consciente, miembro actual de la mesa de agenda ambiental del municipio, dueño de 

proyecto ecoturístico Expedición Cocorná y uno de los principales defensores de la 

defensa del territorio ante la llegada de más PCH, menciona que: 

 

“Cocorná se plantea como una potencia agroturística, agro no solo es la producción 

de alimentos, sino por ejemplo el turismo rural, recorridos por fincas campesinas, 

eso se mueve bastante. También temas de reserva, para aviturismo, turismo de 

vestigios indígenas y para desarrollo de proyectos de vivienda. El tema de veraneo 

en Cocorná es complejo, porque se busca por la riqueza natural, pero a la vez se 

tiene que contar con muchos espacios y digamos la forma de tener subsanadas 

las necesidades básicas de las personas que van a veranear. Y Turismo extremo, 

rafting, tubing, kayak, parapente que ya está, turismo cultural, caminata” (2022). 

 

Frente a lo anterior también coincide el sociólogo y consultor social de algunos de los 

proyectos, Alejandro Giraldo, él acorde a los trabajos realizados para los estudios de 

impacto ambiental (EAI) manifiesta la ocupación para vivienda recreativa es común a todas 

las veredas del área de influencia ”Lo que era una finca para producción agrícola, la dividen 

y se han empezado a hacer varios núcleos de población de personas que no se dedican 

ni a la agricultura ni a los servicios, sino que vienen los fines de semana o personas 

retiradas” y añade que, en los estudios realizados, “tuvieron la oportunidad de acercase 



  Del desarrollo a la desterritorialización  98  

a la nueva población, quienes de igual manera a los pobladores nativos, manifestaban 

su oposición a los proyectos, argumentando que compraron esas tierras para poder 

disfrutar del paisaje, de la tranquilidad, de la naturaleza y consideraban que la 

implementación de proyectos de este tipo no conciliaba con los intereses sobre ese 

territorio en el que compraron esas propiedades” (2022). 

Alejandro a su vez hace alusión a que en los documentos que ellos consultaron de carácter 

municipal, Cocorná se planea como municipio turístico, pero agrega, que este es un tema 

que las entidades territoriales deben revisar, ya que el turismo es una actividad que puede 

generar afectaciones tanto al territorio como a sus recursos, además, que, desde su 

perspectiva personal, no produce ingresos suficientes para el municipio, a pesar de lo 

anterior, destaca muchas de las iniciativas turísticas que actualmente se proyectan en el 

municipio de Cocorná “turismo comunitario, de aprovechamiento de algunos sitios que no 

se habían evidenciado hasta ahora, como charcos, áreas de bosque, zonas para hacer 

caminatas y han empezado a utilizarlas y a darles un aprovechamiento que desde su 

perspectiva es más adecuado que la realización de proyecto hidroeléctricos” (2022). 

Es de destacar con relación a los estudios de impacto ambiental (EIA) requisito para 

conseguir la licencia ambiental y que abordaremos a mayor detalle más adelante, que en 

todos estos, se reconoce la vocación turística del municipio, no obstante, no se considera 

que los proyectos de generación puedan tener una incidencia negativa sobre estos, o que 

en el caso de presentarse, se buscaría la manera de minimizarlos o compensarlos, una 

figura permitida en los planes de manejo ambiental, ante posibles afectaciones ya sea de 

tipo biótico, abiótico o socioeconómico.  

Todo lo anterior, coincide con las proyecciones de desarrollo que constantemente las 

comunidades, las organizaciones y los lideres manifiestan en los diferentes espacios de 

socialización de los proyectos hidroeléctricos. Muchas de las personas proyectan un 

escenario muy positivo respecto al turismo, otras no tanto, pero todos reconocen que esta 

es la perspectiva de desarrollo para el municipio, que no solo se vislumbra desde los entes 

gubernamentales, sino desde las mismas comunidades quien a su vez la defiende. 

El municipio de Cocorná ha sufrido un proceso fuerte de reconfiguración territorial, que 

inició desde que se fractura el territorio y la región con diferentes proyectos y que se 

agudiza con la llegada de los actores al margen de la ley, que desangraron esta zona del 

país. Hoy los cocornenses buscan sanar sus heridas, habitando ese lugar del cual se 
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vieron obligados a salir y en el cual, hoy esperan que pueda prevalecer el querer y la lucha 

de las comunidades. En este capítulo se pudo evidenciar, como, aunque las heridas han 

ido sanando, en la memoria aún permanecen las secuelas de la guerra, que lleva a pensar 

a sus pobladores, que la llegada de estos proyectos puede llevar a abrir ese capítulo 

doloroso, por el cual fueron despojados de su territorio, además, de afectar esas nuevas 

visiones de planeación y desarrollo direccionadas desde ellos y para ellos. 
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6. Conflictos socioambientales y procesos 
de licenciamiento 

 
Como se ha mencionado en el desarrollo del documento en la actualidad sobre el río 

Cocorná, en aproximadamente 14 kilómetros, se sitúan un total de 5 procesos de 

licenciamiento ambiental, 1 en operación, 2 licenciados y los demás en diferentes 

condiciones del trámite. Considerando lo anterior, a continuación, encontraremos que 

muchos de los tramites de licenciamiento, cuentan con varios expedientes, ya que, en 

varios de estos, se ha negado la licencia ambiental, pero se han vuelto a iniciar, como 

mostraremos en el rastreo de cada uno de estos. 

Tabla 6-1 Procesos de licenciamiento ambiental sobre la cuenca del río Cocorná 

Expediente Proyecto Resolución Estado 

51971005063 PCH POPAL 112-5076-2010 Otorgado-Operando 

51481023252 PCH Cocorná I 112-0115-2017 Archivada 

51481024888 PCH Cocorná II 112-2710-2017 Archivada 

51971024867 PCH Cocorná III 112-2777-2017 Archivada 

51481030217 PCH Cocorná I 112-0506-2020 Otorgado-Sin construir 

51971029043 Pantágoras 112-1461-2020 Archivada 

51971039112 Pantágoras AU-03513-2021 Otorgado-Sin construir 

51971037321 PCH Cocorná Ill RE-05031-2021 Archivada 

Fuente: Cornare (2022) 

 

Con el fin de conocer el desarrollo de cada uno de estos procesos de licenciamiento 

ambiental, se solicitó a la corporación a cargo, Cornare, todos los expedientes de procesos 

sobre el río Cocorná, con el fin de reconocer particularidades, los conflictos que han 

suscitado y el desarrollo de la participación tanto por parte del desarrollador como de 
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quienes se oponen a estos, o, por el contrario, consideran se pueden desarrollar de otra 

manera. 

Es importante destacar que en cada uno de los expedientes se exponen varios argumentos 

de tipo social y ambiental para archivar, otorgar o requerir información adicional a cada 

uno de los tramites, no obstante, el presente ejercicio concentrara sus esfuerzos en 

identificar los procesos participativos al interior de estos, además de la identificación de 

impactos socioeconómicos. 

 
6.1. PCH El Popal 

 

La Pequeña Central Hidroeléctrica Popal, acorde a la información entregada por la 

corporación, es el primer trámite de licenciamiento ambiental de generación de energía 

que se da sobre la cuenca del río Cocorná, y a su vez, es el primer proyecto licenciado 

y en operación. Este proyecto, como hemos evidenciado en el desarrollo del documento, 

fue uno de los encargados de marcar la pauta en la defensa del territorio y su río, al 

reconocerse por parte de las comunidades los diferentes impactos que pueden generar 

este tipo de obras. 

El proceso de licenciamiento para este proyecto inicia el 17 de noviembre de 2009, por 

parte de la empresa HMV Ingenieros LTDA y se otorga licencia el 31 de agosto de 2010. 

La resolución 112-5076 de 2010, por medio de la cual se otorga la licencia, especifica 

que el proyecto a desarrollar se ubica en jurisdicción del municipio de Cocorná en las 

veredas La Inmaculada, La Aurora, La Piñuela y San Lorenzo. 

Además, la resolución ya mencionada, refiere que El Popal tendrá una capacidad 

instalada de 21,0 MW, contará con obras de conducción de aproximadamente 3,2 Km 

de longitud total y tendrá obras, como un azud de 4 metros, un desarenador para 

retención de sedimentos grueso, un boxcoulvert, un túnel de conducción, una casa de 

válvulas, casa de máquinas superficial, un canal de descargue, entre otras obras 

(Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos Negro y Nare, 2022e). A 

diferencia de los demás proyectos licenciados o en proceso de licenciamiento, la PCH 

El Popal es la que tiene mayor capacidad instalada para generación de energía, por 

ende, las cargas de compensación son diferentes a las demás, que se ubican por debajo 

de los 10MW. 
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Para el mismo año en que es otorgada la licencia, la empresa que la adquirió, solicita ante 

la corporación la cesión de esta para la empresa Popal S.A.S. ESP, la cual es cedida 

por medio de la resolución 112-7848 del 6 de diciembre de 2010. De forma reciente, el 

proyecto tuvo una nueva cesión del proyecto, esta vez, la empresa Popal S.A.S. E.S.P 

cede sus derechos a la empresa ISAGEN S.A. E.S.P. por medio de la resolución 00255-

2022 del 24 de enero de 2022. Posterior al anterior acto administrativo el expediente 

51971005063, correspondiente a la PCH El Popal, no registra más actuaciones. 

En relación con la información entregada por Cornare, se pudo evidenciar el seguimiento 

que ha realizado la entidad, desde el otorgamiento de la licencia, es decir, toda la fase 

de construcción y operación. El acceso al expediente permitió revisar los diferentes 

informes técnicos realizados por la corporación, y las respectivas solicitudes frente al 

desarrollo de las obras y el cumplimiento del Plan de Manejo Ambiental. 

Desde el inicio del proyecto, acorde a los informes técnicos, se pudieron evidenciar 

diferentes impactos socioeconómicos identificados tanto por la Corporación, como 

denunciados por las comunidades del área de influencia directa. En un primer momento, 

asociado a la fase constructiva del proyecto, las comunidades elevan denuncias frente 

a Cornare por condiciones de deslizamiento en los suelos, además, del secamiento de 

algunos nacimientos. No obstante, tras el seguimiento a la situación la Corporación 

refiere que estos hechos no se asocian a la construcción de las obras para la PCH, sino 

que acorde a los análisis, corresponden a condiciones preexistentes, que se pudieron 

agudizar por obras propias de la obra, como es el caso de la voladura de rocas para la 

construcción del túnel de desviación. Por lo anterior, la corporación, solicita modificar la 

licencia para que la anterior situación sea incluida como nuevo impacto que, a su vez, 

requiere atención dentro del plan de manejo ambiental. El anterior, se convierte en el 

primer escenario en el cual se evidencian impactos que afectan de manera directa a las 

comunidades, no obstante, estos serán reiterativos en el desarrollo del proyecto. 

En las entrevistas realizadas para el presente trabajo, se pudo evidenciar que estos 

impactos generados por la PCH El Popal, sobresalen en la memoria de las comunidades 

como las principales afectaciones de los proyectos hidroeléctricos; para el señor Andrés 

Gómez, afectado por el proyecto Cocorná III, estos proyectos han generado movimientos 

de tierra por el cruce de tuberías, aunque manifiesta que se ha dicho que no, pero que 

los casos se han visto. 
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Dentro de las obligaciones que dispone la norma para este tipo de proyectos, se encuentra 

el plan de inversión del 1% de la construcción, el cual, para el presente caso, contempló 

medidas como la construcción de estufas eficientes, sistema de tratamiento (pozos 

sépticos), mantenimiento del acueducto de las veredas San lorenzo y el alcantarillado de 

la vereda La Piñuela. Para las anteriores obligaciones, Cornare realiza seguimiento 

permanente, evidenciando atrasos en varias de las inversiones planteadas, principalmente 

en la construcción de los acueductos veredales, para lo cual refiere que las dilataciones se 

dan por condiciones de conflicto social y técnico en la zona para la adquisición de terrenos 

para las obras. 

La empresa El Popal plantea como medida de compensación la construcción de un 

acueducto multiveredal de 25 km, para las veredas La Aurora, Campo Alegre y Los 

Mangos, el cual según el informe técnico 112-0081-2020, se encuentra en funcionamiento 

con un total de 125 viviendas conectadas, 44 en Campo Alegre, 56 en La Aurora, 18 en 

Los Mangos y 7 El Choco. Además, de la anterior, según los informes técnicos allegados 

por la corporación, El Popal, genera otras intervenciones en las veredas del área de 

influencia, como son la construcción de placa huellas hacia las escuelas veredales, 

dotación y adecuación de trapiches paneleros, además de los proyectos de 

emprendimiento rural, como es el caso del proyecto de confección y los proyectos de 

producción de huevos y estampación, sin embargo, estos dos últimos, no tuvieron 

estabilidad financiera, por lo que no tuvieron continuidad. Las anteriores acciones, 

corresponden a formas de territorialización del proyecto energético sobre las áreas de 

influencia de este mismo.  

De igual forma, frente a algunas demandas puntuales de dueños de inmuebles colindantes 

al proyecto, la corporación ha realizado seguimiento a cada una de las PQRS, verificando 

la atención oportuna a estas. No obstante, se debe destacar que muchas de estas 

compensaciones o medidas por parte del desarrollador, comprende la compra de los 

inmuebles afectados, por lo que la comunidad se ha visto en la obligación de salir de sus 

predios, generando procesos de desterritorialización. Además de lo anterior, en los 

diferentes informes del expediente correspondiente a El Popal, se menciona, algo que se 

denomina inversión social voluntaria, que corresponde a todas aquellas acciones, que se 

encuentran por fuera de los establecido por la norma y que se han concentrado 

básicamente en la vinculación a actividades navideñas, entrega de materiales para 
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mejoramientos de vivienda o de escuelas, o dotación para estas últimas. Frente a las 

anteriores actividades, Andrés Gómez refiere que: 

“todos los proyectos que han montado las PCH han fracasado en temas sociales, 

de mujeres en temas de costura, de gallinas, todo eso ha fracasado, porque no hay 

la cultura como total para manejar eso y no se da acompañamiento, llegan y hacen 

el proyecto y hasta luego. Ellos dicen que han tenido la oportunidad de manejar 

esos proyectos, en donde les dan la plata las comunidades para proyectos de 

avicultura, pero es muy complejo, porque las personas no están preparadas para 

trabajar en comunidad” (2022) 

En relación con la empleabilidad, en los diferentes informes técnicos se menciona la 

contratación de entre 12 y 14 personas para el proyecto, no obstante, muchos de estos 

empleos no tienen una relación directa con la operación de la PCH, sino que algunos de 

estos, se encuentran vinculados a actividades propias del plan de manejo ambiental. La 

empleabilidad, no es un factor que se considera de gran incidencia en los procesos de 

licenciamiento ambiental, estos no son vistos como un factor de compensación positivo, 

ya que su mayor demanda se genera durante la fase constructiva, en la cual, se corre el 

riesgo de que muchas personas abandonen sus actividades económicas tradicionales, por 

empleos transitorios en la construcción. 

Frente a la empleabilidad en la etapa de construcción, varios de los entrevistados coinciden 

en que, en vez de ser un beneficio, se convierte en un riesgo para las actividades 

tradicionales de las comunidades, en palabras del exalcalde del municipio, Johan Ramírez 

Jiménez: 

“La hidroeléctrica entra a una comunidad y da empleo, los del área de influencia 

terminan trabajando en la construcción de esta, abandonan de alguna forma, sus 

tierras, su finca, sus cultivos y cuando se acaba la construcción la hidroeléctrica 

queda operando con una o dos personas, vuelven a recuperar su vida productiva 

y ya no la tienen. Entonces ahí hay que poner mucho cuidado” (2022). 

Respecto al relacionamiento comunitario de la PCH que integran tanto socializaciones 

propias del proyecto, como avances del PMA o las transferencias del proyecto, Cornare 

destaca que, en la mayoría de los casos, estos se han dado de manera oportuna, a 

excepción de la etapa de construcción, para lo cual, la corporación refiere que: 
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“a pesar de que se realizaron concertaciones con la administración municipal, 

diferentes líderes y personal del proyecto PCH El Popal, la mesa de trabajo con los 

diferentes representantes de cada una de las veredas del área de influencia directa 

del proyecto se inicia en una fase final del proyecto, generando la poca participación 

e inclusión de la comunidad en la toma de decisiones para las diferentes 

actividades y programas, donde sus opiniones tienen un valor importante y 

orientan los proyectos desde sus verdaderas necesidades” (Corporación 

Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos Negro y Nare, 2022e, p. 167) 

Dentro de este escenario, se incluyen los procesos de capacitaciones, los cuales se han 

enfocado en diferentes temáticas que integran tanto temas ambientales, como talleres de 

lecto escritura, matemáticas básicas y ciencias sociales, entre otros temas. En el informe 

técnico número 5 se informa que la Corporación Vida, Justicia y Paz, de la Diócesis de 

Sonsón Rionegro, será la encargada del comité de participación ciudadana en el área de 

influencia del proyecto, además de lo anterior, para estos procesos de capacitación 

ingresan además otras entidades que son representativas en la región, como es el caso 

de Coredi. Las dos anteriores entidades, han sido importantes tanto para Cocorná como 

para la región del oriente antioqueño, ya que estas se han vinculado de manera positiva 

en los procesos de reparación con el territorio posterior al conflicto armado. 

Frente a los procesos de socialización para esta PCH Sebastián Giraldo, manifiesta que 

no se dieron procesos de socialización, “en su momento el actual secretario del municipio, 

que para ese entonces era concejal realizo con las comunidades varias charlas en 

oposición al proyecto manifestando que Cocorná podía ser socio del proyecto, 

considerando que iban a poner el activo principal” (2022), él invitaba a las comunidades 

a negociar con la empresa y a buscar beneficios para el municipio, no obstante, para 

ese entonces el conocimiento de los impactos para este tipo de actividades era limitado, lo 

cual incidía en el interés sobre estas mismas. 

Uno de los impactos negativos que más preocupa a las comunidades con respecto a la 

construcción de los pequeños proyectos hidro energéticos, es la afectación a la vocación 

turística del municipio, y es la PCH El Popal, el principal referente a este tipo de impactos. 

 
Uno de los acontecimientos que más incidencia tuvo en la ejecución de la PCH Popal, fue 

la afectación al uso recreativo del tradicional y conocido por la comunidad, el charco El 
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Ocho, el cual, aparece por primera vez en el expediente en el informe técnico número 10 

del 11 de enero de 2017, es decir 4 años aproximadamente desde el inicio de operaciones 

de la PCH. La primera solicitud frente a la situación se lleva a cabo el (radicado 131-2369 

del 28 de marzo de 2017) en donde se expone que el charco ha perdido su atributo y se 

ha convertido en un lodazal, lo que la comunidad reporta es que se ha perdido por completo 

la profundidad de la fuente en ese tramo (sector El Ocho) debido al asentamiento severo 

de sedimentos en este tramo la cual históricamente ha sido un balneario de la región. 

Frente a la anterior situación, Cornare informa a la comunidad del sector El Ocho, por 

medio del tercer interviniente que en el momento en que se tengan los resultados de los 

estudios sobre la afectación al charco y se consideren las medidas de manejo, se 

convocara a la comunidad para compartir dicha información (Corporación Autónoma 

Regional de las Cuencas de los Ríos Negro y Nare, 2022e, p. 374). Respecto a los 

requerimientos realizados por la entidad a la empresa operadora del proyecto, esta 

responde: 

"Como se presentó en la clasificación morfológica del cauce en el sitio de captación 

de la central hidroeléctrica Popal, este es de lecho piano, es decir corrientes 

limitadas por capacidad, zonas donde se favorece la depositación y resuspensión 

natural de sedimentos, así que en esta zona se esperaba la acumulación y posterior 

lavado de sedimentos, pero al incorporar la barrera del azud, esta acumulación 

se ve acelerada con posibilidades mínimas a la resuspensión, razón por la cual 

se espera que el "charco" el ocho no pueda volver a funcionar como sitio 

de recreación, pues reactivarlo requeriría un vaciado casi cuatrimestral o 

semestral de los sedimentos del azud, lo cual traería grandes repercusiones en el 

régimen de sedimentos en la corriente, o la construcción de obras autolimpiantes 

aguas arriba del charco, las cuales trasladarían la retención hacia aguas arriba y 

requeriría de construcción de obras conexas de protección de taludes" 

(Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos Negro y Nare, 

2022e, p. 401). 

Considerando la anterior afectación, la entidad solicita a la empresa dueña del proyecto, 

implementar las respectivas medidas de manejo de compensación por las afectaciones 

producidas a la comunidad del área de influencia, con relación al uso recreativo del río, 

puntualmente de la pérdida del charco el Ocho. Ante el anterior requerimiento, la empresa 
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presenta el 28 de febrero de 2019, la propuesta de compensación, para cual se informa, 

que ya fue abordada con la comunidad, quienes según los desarrolladores la avalan para 

ese momento. 

La medida de compensación comprende el desarrollo de un proyecto ecoturístico que 

permita la recuperación de caminos, el mejoramiento de instalaciones y fomentar el 

avistamiento de aves en la zona, puntualmente en las veredas La Aurora y La Inmaculada. 

Para la ejecución del proyecto se propone: 

• Construcción de dos miradores en el trayecto del sendero. 

• Adecuación del camino en los sectores que lo requieran. 

• Señalización en puntos estratégicos. 

• Adecuación de zonas de parqueo en zonas aledañas a la Capilla de La Aurora. 

• Aporte de mano de obra para terminar el tramo de Ia placa huella de acceso a la 

escuela La Aurora. 

• Dotación de puntos ecológicos para manejo de residuos pro-parte de los visitantes. 

 
A pesar de que la empresa manifiesta que las comunidades se encuentran de acuerdo con 

la compensación, por medio del informe técnico de control y seguimiento (112-0364-2020) 

de la corporación, se informa que, en la visita de campo, la junta de acción comunal de la 

vereda La Aurora, expone que la población no está muy de acuerdo con el proyecto, por 

lo que se están considerando otras medidas de compensación. Posterior a la anterior 

información, el expediente no presenta más información en relación con la compensación 

de dicha afectación, en donde es importante considerar, que de manera reciente el 

proyecto cambio de propietarios, lo cual puede generar un reproceso en los procesos de 

negociación y conciliación con las comunidades. 

 

La afectación al uso recreativo del río es uno de los principales argumentos para la defensa 

del territorio, y el caso de la PCH El Popal, permite pasar del imaginario a una realidad, ya 

que efectivamente este proyecto, el único en operación sobre el río Cocorná, genero dicha 

afectación, la cual es reconocida ampliamente por todas las personas en relación con los 

proyectos hidro energéticos y a la cual hicieron alusión varias de las personas 

entrevistadas. 

 

Como se mencionó anteriormente en el momento del licenciamiento de este proyecto, no 
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se conocía la incidencia de los proyectos hidro energéticos sobre los territorios y los 

afluentes, por lo cual, este ha sido el referente principal para muchos de los argumentos 

que se exponen en los procesos de socialización de los demás procesos. Para el momento 

de licenciar El Popal, no se generaron proceso de resistencia, estos se fueron ejerciendo, 

acorde se desarrollaba del proyecto, haciendo uso de los mecanismos que dispone la ley 

como es el caso del tercer interviniente, figura, que como veremos en los siguientes 

expedientes ha sido transversal en todos los proyectos y se ha convertido en una de las 

estrategias fundamentales de las comunidades para poder conseguir la información de 

cada uno de los tramites y sus diferentes actuaciones administrativas. 

 

En el caso de la central el Popal, los esfuerzos de las comunidades han estado orientados 

hacia el reconocimiento, visibilización y denuncia ante las entidades competentes de los 

impactos que ha generado el proyecto, tanto en su construcción como en la operación de 

este mismo, como es el caso del charco El Ocho, el cual tuvo una incidencia directa en los 

imaginarios de las comunidades sobre su río. 

 
6.2. PCH Pantágoras 

Este proyecto inicia con la presentación de un Diagnóstico Ambiental de Alternativas -DAA- 

radicado de 23 de octubre de 2017, el cual es reconocido por medio del Auto 112-1266 del 

3 de noviembre del año en mención, iniciando la evaluación de dicho documento a nombre 

de la empresa Anguloa S.A.S. Para el Diagnostico Ambiental de Alternativas el cual 

llamaremos en adelante DAA, se realizan reuniones de socialización con las 

administraciones municipales de Cocorná y El Carmen de Viboral en octubre de 2017. Para 

este momento según se indica en informe entregado por la empresa, los asistentes a 

dichas socializaciones se niegan a firmar el acta de reunión y la toma de registro 

fotográfico. 

Además de las reuniones con las administraciones municipales se generaron encuentros 

con las comunidades la cual estuvo acompañada por funcionarios de la administración, 

quienes nuevamente se niegan a firmar, al igual que el presidente de la junta de acción 

comunal de la vereda La Aurora, ya impactada por el proyecto El Popal; para esta fecha 

ya se reconocían los impactos sobre el charco el Ocho y los demás movimientos de tierra 

con afectación a viviendas y actividades económicas que expusimos anteriormente. 
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En oficio entregado por el desarrollador, se manifiesta que previo al inicio de la reunión, 

los asistentes por parte la administración municipal refiere no estar de acuerdo con la 

realización de este proyecto en el municipio de Cocorná, además, se menciona, que las 

comunidades tuvieron la misma posición. Entre los argumentos expuestos, el alcalde para 

ese momento, quien brindo entrevista para el presente estudio, refiere el poco o nulo 

beneficio que generan los proyectos a las áreas de influencia. 

Respecto a la elección de la alternativa, por medio del acto administrativo 112-1733-2018 

del 18 de abril de 2018, la corporación selecciona la alternativa número 1, lo cual da inicio 

al trámite de licenciamiento ambiental para el proyecto denominado Pantágoras (N°112- 

0695). El Estudio de Impacto Ambiental – EIA- es radicado el 22 de julio de 2019 y para 

el 9 de septiembre la entidad entrega el primer informe técnico (112-0978-2019). Para 

este momento, como se expuso anteriormente, ya eran ampliamente conocidos los 

impactos de la PCH El Popal. Cornare reconoce la posición de las comunidades a los 

nuevos proyectos, no obstante, reitera dentro del informe la importancia de que la 

población y los diferentes actores puedan estar informados del proyecto, las 

implicaciones y las medidas de manejo. 

Además, a lo anterior, el informe técnico menciona que la Corporación ha sido reiterativa 

en que son los municipios los que establecen los usos del suelo y en ninguno de los dos 

planes de ordenamiento, se está limitando el uso para proyectos de generación de energía. 

Respecto al plan de inversión del 1%, el informe presenta que, al igual que en los otros 

proyectos, este se propone para saneamiento básico en las diferentes veredas del área 

de influencia. 

Posterior a los primeros requerimientos del informe técnico, se realiza la primera solicitud 

al proceso para tercer interviniente, el cual es reconocido por medio del acto administrativo 

112-3235-2019 del 11 de septiembre de 2019, esta persona, para ese momento, hacía 

parte de la Corporación Cocorná Consciente. Otro de los terceros intervinientes para el 

proyecto, y que llama la atención, es el señor Luis Fernando Novoa Lozano, representante 

legal de la sociedad POPAL S.A.S. E.S.P., quien en su solicitud argumenta “que, de 

manera preliminar, y sin perjuicio que durante el Trámite de la Licencia Ambiental de 

Pantágoras se evidencia la existencia de afectaciones adicionales para el medio ambiente, 

las comunidades aledañas al proyecto Pantágoras, la compañía y la central Popal” 
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(Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos Negro y Nare, 2022c, p. 

337).Respecto a impactos socioeconómicos, citan los siguientes: 

- Aumento de tránsito vehicular y maquinaria de construcción 

- Afectaciones puente de acceso a captación Popal (Río Cocorná). 

- Afectaciones charcos o zonas de balnearios turísticos, les preocupa que 

se asocien a la central 

 
La empresa es reconocida como tercer interviniente el 10 de diciembre de 2019 por medio 

del acto administrativo 112-1157-2019. Para el año 2020, antes del segundo concepto por 

parte de la corporación se recibe una tercera solicitud para la figura de tercer interviniente 

en el proceso, el cual es reconocido por medio del acto administrativo 112-0491-2020. En 

este último caso, también se destaca que es una persona con amplio reconocimiento 

comunitario y su actuar está ligado a la oposición a los procesos de licenciamiento 

ambiental. 

 

El 05 de mayo de 2020, Cornare emite el segundo informe técnico para evaluación de 

licencia ambiental o de información complementaria del proyecto hidroeléctrico 

Pantágoras (112-0562-2020), en este, respecto a las socializaciones, un tema que en el 

informe técnico anterior se había solicitado reforzar, se informa que los habitantes de las 

veredas Montañitas, San Antonio, Santa Barbara, Los Cedros, El Coco y El Jordán, área 

de influencia del proyecto, manifiestan que no participaran en más procesos de 

socialización del proyecto, por lo que la empresa usa como mecanismo de socialización 

la distribución de plegables y se logra llevar a cabo una reunión de socialización en la 

vereda La Piñuela, la cual es validada por la corporación ambiental. 

 

La empresa consultora atiende varios de los requerimientos solicitados, no obstante, no 

atiende la superposición de los diferentes proyectos para evidenciar así, los impactos 

acumulativos de los proyectos, tema que fue expuesto, además, por el tercer interviniente 

en representación de la PCH El Popal, por lo que, para el 20 de mayo del año 2020, la 

Corporación emite el acto administrativo 112-1461-2020 del 20 de mayo de 2020 por medio 

del cual se archiva la solicitud de licenciamiento. 

 

El 10 de septiembre de 2020, la Sociedad Anguloa S.A.S, interponen recurso de reposición 

en contra de la resolución 112-1461-2020 del 20 de mayo de 2020, donde se argumenta 
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que no se revisó toda la información allegada a la corporación, sin embargo, el 13 de 

noviembre de 2020 Cornare, resuelve el recurso de reposición confirmando la negación de 

la licencia ambiental (112-3734-2020). 

 

El trámite inicia por segunda vez el 22 de octubre de 2021, por medio del auto AU-3513- 

2021, en esta oportunidad la entidad informa a los alcaldes de El Carmen de Viboral y 

Cocorná, junto con sus personerías, además, se informa al director de la agencia nacional 

de tierras del reinicio del trámite ambiental, el cual al ser previamente archivado se inicia 

con un nuevo expediente. 

 

El primer informe técnico al EIA entregado por la parte interesada, se expide el 23 de 

noviembre de 2021 (IT-07434-2021). Frente a la participación y socialización con las 

comunidades, la entidad hace referencia a las actividades realizadas en el proceso inicial, 

no obstante, no dan cuenta de nuevos procesos, que den cuenta de que las comunidades 

se encuentran informadas de la reactivación del proceso de licenciamiento. A pesar de lo 

anterior, se presenta en el informe técnico visita de campo del 04 de noviembre de 2021, 

donde se refiere que las comunidades tienen conocimiento del proyecto, por lo que los 

profesionales de la entidad indagaron acerca de los impactos, obteniendo los siguientes 

resultados: 

Impactos negativos: 
 

“Afectación de 39 predios que requieren ser intervenidos por la empresa, escases 

de agua, el pago de regalías del proyecto es “insignificante” y no llega a las veredas 

afectadas, sienten temor que con las obras de captación en la vereda La Arenosa 

se afecte el trapiche que tiene historia y servicio a 150 años y que de acuerdo con 

datos suministrados por el hijo del dueño en el año 2020 pese a la pandemia el 

trapiche molió 1263 toneladas de panela beneficio a 118 productores de la zona 

incluida veredas El Chocó y municipio de San Francisco, otros temores expresados 

son la afectación a los cultivos especialmente de caña, afectación a los potreros 

donde se cuidan las mulas, contaminación por paso de volquetas, ingreso de 

personas extrañas a las veredas que pueden generar prostitución y tráfico de 

diferentes insumos, mano de obra que genere el proyecto puede desincentivar la 

cultura panelera y la producción y mano de obra agrícola, otros temores tienen que 
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ver con la afectación a sitios turísticos reconocidos en la zona como “Casa el 

Armadillo, Hotel Océanos, deportes extremos y otros proyectos de atractivo 

turístico, en la vereda La Aurora se observaron varias actividades económicas y 

turísticas (sitios de camping, charcos, estanques piscícolas y aprovechamiento de 

material de la playa)” (Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos 

Negro y Nare, 2022d, p. 93). 

 

Impactos positivos: 

 

“Con el proyecto hidroeléctrico ven posibilidades de ingresos directos a sus 

veredas, mejoramiento de las vías, especialmente ven la oportunidad de ampliar 

la cantidad de cobertura y calidad en la molienda de la caña porque con buenas 

vías cambiarían de transporte mular y tractor por camiones, además, para el 

turismo ven la posibilidad de organizar “paquetes turísticos” donde se integran los 

charcos, el puente de la vereda La Arenosa de 150 años de existencia, el trapiche, 

la molienda, caminos ancestrales, visitas y educación ambiental a yacimientos y 

sitios donde ha habido hallazgos arqueológicos, recorrido en mula, visita a cultivos 

de caña y visitas guiadas a la hidroeléctrica Pantágoras, en general ven la 

posibilidad de aprender con la empresa la formulación de proyectos turísticos 

integrados y articulados con la cultura del agua, la caña y la idiosincrasia de las 

veredas” (Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos Negro y 

Nare, 2022b, p. 93. 

 

Respecto al abordaje de las personas en la visita de campo, en el informe se genera la 

siguiente nota aclaratoria “Las personas que suministran información de posibles 

afectaciones, solicitaron no tomar fotos ni anotar sus nombres porque sienten presión con 

población de las veredas y grupos ambientales que realizan campañas promoviendo “no 

más hidroeléctricas” (Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos Negro 

y Nare, 2022b, p. 93). 

 

El contraste entre los dos tipos de impactos demuestra falta de claridad frente a los 

beneficios y afectaciones de los proyectos, porque más allá de un creer, el desarrollador 

debe generar claridad frente a esto, si ya los reconoce como temores de la comunidad. 

Además, la afirmación de la CAR genera un nivel alto de exposición alto para las personas 
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que lideran este tipo de proyectos. 

 

Frente a la participación de las comunidades, en este informe al igual que en el anterior, 

se reitera la importancia de que las comunidades estén informados, además, nuevamente 

se cita que, en los instrumentos de ordenamiento territorial del municipio de Cocorná, no 

existe constancia de usos restringidos para los proyectos que se están licenciando. 

 

Y, por último, el informe destaca que, dentro de la información presentada por el usuario, 

no se evidencian nuevos procesos de socialización del nuevo tramite ambiental del 

proyecto hidroeléctrico Pantágoras, el cual debió realizarse con la comunidad, funcionarios 

de la administración, concejo municipal y demás actores del territorio, utilizando los medios 

de información necesarios y anexando las respectivas evidencias. 

 

Frente a los hallazgos en este nuevo trámite de licenciamiento, se solicita información 

adicional el 7 de diciembre de 2021, con plazo de entrega del 11 de enero de 2022 (AC- 

04082-2021). No obstante, el 04 de enero de 2022 la empresa solicita una prórroga para 

la entrega de los requerimientos, la cual es concedida por 1 mes. En el expediente 

entregado por la entidad, no se encuentra más información en relación con el proyecto, 

por lo que no hay un acto concluyente frente a este. No obstante, previo a la entrega 

del presente documento, el 8 de abril se conoce que la entidad Cornare, otorga licencia 

ambiental para la ejecución del proyecto. 

En este nuevo proceso de licenciamiento se tiene como tercer interviniente a la empresa 

ISAGEN S.A. E.S.P. nueva propietaria del proyecto hidroeléctrico El Popal, quienes 

manifiestan posibles afectaciones para su proyecto y las comunidades del área de 

influencia. 

 
6.3. PCH Cocorná I 

 

Por medio del Auto 112-0029 del 15 de enero de 2016, se da inicio al primer intento de 

licenciamiento del proyecto Cocorná I, a nombre de la empresa Taborda Vélez y CIA quien 

a su vez contrata la empresa consultora Elemental. El área de influencia para este proyecto 

son las veredas La Placeta, La Milagrosa, Mazotes y El Tesoro (Cocorná) y San Vicente, 

La Esperanza (Carmen de Viboral), es decir, este proceso involucra dos municipios. El 
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primer informe técnico para la licencia se expide casi dos meses después de iniciar el 

proceso de licenciamiento, es decir, el 2 de marzo de 2016. 

Se destaca que, en el primer documento, -EIA- entregado a la entidad, la empresa 

consultora refiere que las comunidades tienen una buena percepción frente al proyecto, 

por la dinamización socioeconómica, generación de empleo y el apoyo a iniciativas 

productivas locales. Frente a lo anterior, es importante referenciar, que para ese entonces 

apenas se estaban evidenciando los impactos por el único proyecto en funcionamiento en 

el río Cocorná, impactos que finalmente son los que aumenta el proceso de oposición 

frente a estos procesos de licenciamiento. 

Respecto al primer informe técnico, la entidad otorga un plazo de 75 días calendario, para 

la subsanación de los requerimientos, a cumplirse el 15 de junio del año 2016, entregada 

la información, para el 23 de enero del año 2017, se cuenta con un segundo informe técnico 

(112-0070-2017) en el cual, respecto al tema de la participación se señala que no se 

generan nuevos escenarios con las comunidades, además, solicita que dentro del PMA 

se incluya la construcción de un acueducto para la vereda San Vicente del municipio de 

El Carmen de Viboral, argumentando un eventual desabastecimiento del recurso hídrico, 

esta propuesta, como veremos más adelante, será retomada para el proyecto licenciado. 

Respecto a la inversión del 1% (Decreto 1900 del 2006), el interesado es decir la empresa 

Taborda Vélez y CIA, considera la destinación completa del recurso en la recuperación y 

conservación de la cuenca, a través del proyecto de pago por servicios ambientales 

comunitarios-Banco 2. 

No obstante, este primer proceso de licenciamiento finaliza el 31 de enero de 2017, por 

medio del Auto. 112-0115-2017 el cual archiva la solicitud de licencia ambiental, 

argumentando el no cumplimiento de los requisitos solicitados en el informe número 1. 

El segundo trámite de licencia ambiental inicia el 10 de mayo de 2018 por medio del Auto 

112-0489-2018, por el cual se inicia al trámite de licenciamiento ambiental. Para el 15 de 

junio de 2018 la entidad emite el primer informe técnico, por medio del cual hace solicitud 

de información adicional dentro del trámite de licencia ambiental, a partir de la anterior 

fecha el interesado tiene 4 meses para hacer entrega de la información. El 13 de 

septiembre de este mismo año, la empresa encargada de desarrollar los estudios, 

Praming, solicita prórroga para atención de requerimientos, solicitud que obtiene respuesta 
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al día siguiente (14 de septiembre de 2018), otorgando 4 meses adicionales, contados a 

partir del 15 de octubre, fecha de vencimiento del primer plazo. Para este mismo mes, el 

proceso reconoce el primer tercer interviniente, que también hace parte de todos los 

procesos de licenciamiento del presente estudio, el nombre no es referenciado en este 

estudio, ya que esta persona recibió amenazas, por lo que se vio obligado a distanciarse 

de los procesos que lideraba. 

El 04 de febrero de 2019, se radica una nueva solicitud de prorroga adicional para atención 

de los requerimientos. Para el 12 de febrero del mismo año la corporación emite la 

resolución 112-0383-2019 por la cual se otorgan 6 meses adicionales para la entrega de 

la información, es decir, se extiende la fecha hasta el 15 de julio de 2019. 

El 16 de mayo de 2019 se radica por parte del Concejo municipal de Cocorná invitación 

a Cornare, para sesión del 28 de mayo en relación con proyectos hidroeléctricos en 

jurisdicción del municipio. Solicitud que es aceptada por la corporación. 

 

El 15 de septiembre de 2019, la empresa consultora Praming realiza la entrega de los 

requerimientos del comunicado 112-0617-2018 del 15 de junio de 2018, es decir poco más 

de un año. El 23 de septiembre de 2019, Cornare emite el informe técnico de evaluación 

de impacto ambiental, en donde se concluye para ese momento que el estudio allegado 

a la corporación no cumple con los términos de referencias. Por lo anterior, el 7 de 

noviembre del mismo año, Cornare emite la resolución 112-4226-2019, por medio de la 

cual se archiva solicitud de licencia ambiental y se exponen los diferentes argumentos 

desde cada uno de los componentes que ya habían sido previamente expuestos desde 

el informe técnico. 

Respecto a la inversión del 1% se propone la destinación de estos recursos para la 

protección y recuperación del recurso hídrico para el proyecto hidroeléctrico Cocorná I, se 

propone instrumentación de la cuenca y saneamiento básico, 142 sistema de tratamiento 

de aguas residuales domésticas, distribuidas de la siguiente manera: vereda El Tesoro 34, 

vereda San Vicente 77 y vereda La Esperanza 31, del área de influencia del proyecto. 

El 12 de diciembre de 2019, la empresa Taborda y Vélez y CIA presenta recurso de 

reposición en contra de la resolución 112-4226-2019, argumentando cada uno de los ítems 

expuestos en el informe técnico. Además, expone lo que ellos llaman, alcance y carácter 
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vinculante de los términos de referencia para licencias ambientales, en donde citan 

documento del BID del año 2002, con relación a los términos de referencia, mencionando 

que: 

“son instrumentos destinados a orientar al solicitante de una licencia, en los 

aspectos mínimos que debe tener un EIA; contiene una guía metodológica que le 

permite al solicitante, tener en consideración todos los aspectos que están 

estrechamente relacionados con los impactos de un proyecto o actividad, sin que 

se convierta en una única forma o una norma estricta, dado que las condiciones y 

características del área de localización del proyecto y su mínimo diseño, 

condicionan la forma en que el EIA debe ser realizado y presentado” (Corporación 

Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos Negro y Nare, 2022a, p. 380). 

Acorde a lo anterior, la empresa de manera clara expone que los términos de referencia 

son únicamente lineamientos que orientan los estudios de impacto, más no implican un 

uso restringido de estos o sus metodologías, abriendo la posibilidad a incluir otros procesos 

que la misma empresa considere pertinentes. Por lo anterior, para el 27 de diciembre, la 

corporación emite el auto administrativo 112-1222-2019, por medio del cual se abre a 

pruebas en recurso de reposición. 

Para el 4 de febrero del año 2020, la entidad presenta informe técnico en el cual se aborda 

los puntos y respuesta expuesta en el recurso de reposición y se destaca que a muchos 

de los requerimientos se les deberá dar cumplimiento previo al inicio de la etapa 

constructiva, información que deberá ser entregada a la corporación para su verificación. 

El 13 de febrero del mismo año, la corporación expide la resolución 112-0506-2020, por 

medio de la cual se resuelve recurso de reposición y se toman otras determinaciones, en 

la cual se decide, otorgar la licencia ambiental a la sociedad Taborda Vélez y CIA. 

El 02 de marzo de 2020, Cornare da respuesta a varios derechos de petición interpuesto 

por el tercer interviniente del proyecto, en el cual el solicitante realizaba las siguientes 

preguntas ¿cuál es la importancia que le da Cornare a las comunidades para aprobar o no 

un proyecto hidroeléctrico? ¿Qué importancia tiene que las comunidades no estén de 

acuerdo con estos proyectos?, a lo cual la entidad responde: 

“Es importante aclarar que si bien, nuestra legislación en materia de 

licenciamiento ambiental contempla diferentes mecanismos de 
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participación, la misma no tiene por alcance que las comunidades definan 

si el proyecto de debe desarrollar o no, según el artículo 15 del decreto 2041 

de 2014, los interesados en desarrollar un proyecto, deben informar a la 

comunidad cuales son los impactos que el proyecto puede contener y 

recoger y plasmar las preocupaciones de las comunidades en los 

diferentes planes de manejo sociales, ambientales y económicos….. 

mesas de participación al iniciar la fase constructiva” (Corporación 

Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos Negro y Nare, 2022a, p. 

587). 

Por su parte la Red de Acción frente al extractivismo, presenta documento donde expone 

elementos y aportes para tener en cuenta para archivar el proyecto PCH Cocorná I, 

solicitando que se mantenga en firme la decisión de archivar el proceso de licenciamiento. 

Dentro de sus argumentos se encuentra: 

 

- La memoria como un tema fundamental para las comunidades de las 

veredas San Vicente, El Tesoro y La Esperanza en donde se hace alusión 

al conflicto armado vivido por las comunidades del área de influencia, 

refiriendo que el río es memoria viva, además manifiesta que: “las 

comunidades en esta zona sufrieron el despojo, desarraigo, desarraigo del 

territorio y el tejido social a la fecha ha sido poco reparado” (Corporación 

Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos Negro y Nare, 2022a, p. 

613). 

- También manifiestan que los ríos son patrimonio natural, cultural e 

inmaterial de las comunidades. 

 

Además, en la solicitud se presenta mapa realizado por jóvenes del a junta de acción 

comunal de la vereda San Vicente en donde se ubican los charcos del río Cocorná, con 

la ejecución del proyecto (Imagen 6-1). 
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Imagen 6-1 Mapa charcos con posible afectación por la PCH Cocorná I 
 

 
Fuente: (Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos Negro y 

Nare, 2022a, p. 611). 

 
A pesar de los argumentos en favor de las comunidades, la corporación por medio de la 

resolución 112-2943-2020 del 18 de septiembre de 2020, determina no acceder a la 

revocatoria directa de la resolución 112-0506 del 13 de febrero de 2020, en donde se da 

respuesta a cada uno de los argumentos expuestos por el solicitante de la revocatoria. 

Respecto a la generación de agravios injustificados, la corporación responde que el plan 
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de manejo ambiental -PMA-, contempla la prevención, mitigación y compensación de las 

afectaciones ambientales que se puedan presentar en la ejecución del proyecto. Refiriendo 

que este es el instrumento jurídico que se otorga para este tipo de proyectos en caso de 

que existan anomalías. 

En cuanto a la participación de las comunidades se presenta la misma respuesta dada en 

derechos de petición anteriores adicionando que no desconoce las expectativas de 

desarrollo de la población, sus preocupaciones y temores por el desarrollo del proyecto, 

por lo que realizo una revisión minuciosa al PMA, solicitando se adicione la construcción 

de un acueducto para la vereda San Vicente, además de una ficha de turismo para el 

manejo de las afectaciones que se puedan presentar por la reducción del caudal. Acorde 

a lo anterior y lo ya expuesto en el desarrollo de la PCH El Popal, es importante recordar 

que aún no se generan compensación frente a las afectaciones del charco el Ocho y que, 

de forma indirecta, se reconocen por parte de los procesos en licenciamiento o licenciados 

los riegos frente a la vocación turística, pero que estos no tienen una incidencia relevante 

frente al otorgamiento o no del permiso ambiental. 

Frente al conflicto armado, Cornare refiere reconocer las afectaciones a las comunidades, 

sin embargo, manifiesta que el proyecto no contempla procesos de reasentamiento, 

además, de que muchos de los predios necesarios para la ejecución del proyecto ya 

pertenecen al desarrollador del proyecto, es decir la empresa Taborda y Vélez. Además, 

que las preocupaciones de las comunidades se continuaran atendiendo por medio de una 

mesa de participación, la cual se debe convocar antes de la fase constructiva. 

Posterior a informar a las partes interesadas del anterior acto administrativo, no existen 

más documentos en el expediente. No obstante, en la entrevista con el abogado Sebastián 

Giraldo, se informó que en la actualidad el proceso de Cocorná 1 se encuentra 

demandado ante el tribunal administrativo de Antioquia. Esta misma persona además 

referencia que algunas personas de la comunidad han manifestado que ellos se hacen 

matar, pero que no dejan entrar ninguna máquina al territorio. 

Con relación a lo anterior Alejandro Giraldo, consultor social de la empresa Praming, 

manifiesta que en la realización de los estudios la reacción de las comunidades fue 

bastante airosa”, expresándose en que muchas veces se opusieron a la realización de 

ciertas actividades, confrontando a las comisiones de campo. Además, en los escenarios 
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de socialización, no permitieron que se llevaran a cabo acorde a la metodología de la 

empresa consultora. Para la socialización final de Cocorná I, se planeó encuentro en la 

vereda San Vicente, sin embargo, acorde a la información aportada por Alejandro, las 

comunidades hicieron actividad paralela en el mismo espacio, impidiendo que se 

desarrollará con total normalidad el encuentro del consultor. Lo anterior, refleja una clara 

oposición y descontento de las comunidades frente a la llegada de estos nuevos proyectos 

hidro energéticos. 

Al indagar por los actores en oposición al proceso, referencia las juntas de acción comunal, 

que para él tenían dos posiciones, unas de decirle no a ese tipo de proyectos y otros que 

consideraban que era un escenario para escuchar y hacer propuestas también. También 

referencia las organizaciones del municipio de Cocorná, como Cocorná Consciente y otras 

iniciativas como asociación vida Chaquiro. Manifiesta que, en los escenarios de 

socialización, se hizo presente también la personería municipal, la defensoría del pueblo 

y organizaciones de víctimas. Con respecto a la asistencia de personería y defensoría se 

informa que en el primer momento de socializaciones fueron convocados por las 

comunidades, pero que para el segundo encuentro los invito la empresa consultora por 

medio de oficios. 

Para Alejandro los principales argumentos de oposición al proyecto son: 

 
1. Pasivo ambiental en el territorio asociado a otros proyectos que ya se 

desarrollaron y en el cual se pudo verificar que generó algunos impactos en el territorio. 

Refiere que este es el principal argumento. 

2. La pérdida de la posibilidad de usar el río con fines recreativos. 

 
3. Posibles riesgos que consideraban podían generar el túnel a pesar de que no eran 

proyectos que tuviesen túnel. 

4. Y otros ya relacionados a afectaciones de actividades productivas a 

desplazamientos de campesinos, aunque aclara que ninguno de los proyectos en los que 

él trabajo, genera desplazamiento o reasentamiento de población, y complementa 

informando que se solicitó a la Unidad de Restitución de Tierras, claridad frente a si los 

predios requeridos para la ejecución del proyecto se encontraban en procesos en la 

entidad. 
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Con Alejandro se indaga acerca de las contraprestaciones del proyecto a lo que responde, 

“siempre se fue muy claro en que no había contraprestaciones específicas por el desarrollo 

del proyecto, más allá de las cargas impositivas que por ley tienen los proyectos mayores 

a 10 MW. Ahí hay como una variedad interesante, Cocorná I, es un proyecto de 7 punto 

algo MW, entonces no tenía ni siquiera la carga impositiva de las transferencias” y como 

manifestábamos anteriormente se retoma la propuesta del acueducto de la vereda San 

Vicente, pero se enfatiza en que se fue claro con las comunidades en que la posibilidad de 

desarrollo de algún proceso social se haría en el marco de obtener la licencia ambiental. 

El anterior escenario, permite ver, el fortalecimiento de los procesos participativos de las 

comunidades y las organizaciones en el transcurrir del tiempo, y en la medida en que se 

desarrollan y reactivan cada uno de los proyectos que hoy concentran su atención en el 

río Cocorná. El desarrollo de los procesos de licenciamiento no solo ha implicado un 

esfuerzo para los actores en oposición, sino, además, para las empresas consultoras 

encargadas de desarrollar los estudios, considerando que en el territorio se vive una 

tensión constante que puede ser expresada de varias maneras, cobrando una fuerte 

incidencia en los estudios, el no permitir el acceso a predios para la consecución de la 

información. 

 
6.4. PCH Cocorná II 

El proyecto Cocorná II es para del que menos reposa información en el expediente y uno 

de los más cortos, ya que, a diferencia de los anteriores, a la fecha, solo cuenta con un 

intento para su licenciamiento. A este proceso de licenciamiento se da inicio el 29 de junio 

de 2016, por medio del auto 112-0823-2016, a nombre de la empresa Sociedad Técnica 

Consultora Soteco S.A, quien contrata a la empresa Elemental para el desarrollo del EIA. 

El primer informe técnico en relación con la información entregada por la empresa 

consultora se genera para el 11 de agosto de 2016 (112-1842-2016). 

Respecto a la socialización con las comunidades, la empresa hace entrega de dos 

procesos de socialización ambos realizados en la vereda La Milagrosa, pero la corporación 

no los considera suficientes ya que no se extienden a las veredas Mazotes, San Vicente 

y La Esperanza del área de influencia, además, refiere que, por medio de las labores en 

campo, se pudo constatar que las comunidades tienen poca información respecto al 

proyecto. En relación con la inversión del 1%, el proyecto propone destinarlo para 
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restauración, conservación y protección de la cobertura vegetal, enriquecimientos 

vegetales y asilamiento de áreas para facilitar la sucesión natural (Banco2).  

Después de los requerimientos del informe técnico, el solicitante tiene 6 meses para la 

entrega de la información adicional del EIA, sin embargo, próximo a los tiempos de 

vencimiento del plazo el 16 de febrero de 2017, se hace solicitud de prórroga de 2 meses, 

la cual es otorgada el 22 del mismo mes por medio del auto 112-0241-2017. El 28 de abril, 

el interesado realiza una nueva solicitud de ampliación para la entrega de la información 

adicional, en el expediente entregado por la entidad, no se encuentra el acto administrativo 

en respuesta a este, sin embargo, por medio de recurso de reposición del 17 de mayo 

2017 se encuentra que este fue negado. Este recurso de reposición por parte de la 

empresa Sociedad Técnica Constructora, SOTECO, es negado el 26 de mayo de 2017 por 

medio de la resolución 112-2512-2017 argumentando que la corporación brindo las 

garantías para el proceso de licenciamiento. 

Posterior a la negación de este recurso, se expide la resolución 112-2710-2017 por medio 

de la cual se archiva la solicitud de licencia ambiental por presentarse la información por 

fuera de los plazos establecidos. Este proceso al igual que en los anteriores que contó con 

un tercere interviniente, el cual también participo en los demás tramites de licenciamiento. 

Posterior a la resolución ya mencionada, en el expediente no reposa más información. 

 
6.5. PCH Cocorná III 

El primer trámite de licenciamiento ambiental para el proyecto Cocorná III inicia el 29 de 

junio del año 2016, es decir, el mismo día que inicia el del proyecto Cocorná II, referenciado 

anteriormente. La presente licencia es solicitada por 5 empresas, entre ellas Taborda 

Vélez y CIA S.A., que es quien más adelante presentara un nuevo proyecto de 

licenciamiento, además, es la dueña del proyecto licenciado Cocorná 1. 

 

El primer informe técnico para evaluación de licencias ambientales o de información 

adicional, se expide el 11 de agosto de 2016 (112-1844-2016). En este informe se estipula 

que la inversión del 1% será para saneamiento básico, recuperación y conservación de 

la cuenca a través del pago de servicios ambientales BANCO 2, instrumentación de la 

cuenca y educación ambiental. 

Por su parte frente a la participación de las comunidades el informe técnico destaca que 

solo se llevó a cabo una reunión de socialización, la cual, según la información recolectada 
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por los funcionarios no conto con una buena estrategia de divulgación. 

Al igual que en algunos de los procesos de licenciamiento, se otorgan 6 meses para 

subsanar los requerimientos, sin embargo, al igual que en los anteriores tramites, se expide 

una prórroga de 2 meses por medio del auto (112-0240-2017), para finalmente, el 14 de 

junio de 2017, archivar el trámite de licenciamiento por medio de la resolución 112-2777- 

2017, al considerar que no se presentó la información completa dentro de los términos 

exigidos. Al igual que en los anteriores procesos, este conto con la solicitud del mismo 

tercer interviniente. 

El segundo intento para el licenciamiento del proyecto se inicia el 29 de enero del año 2021 

por medio del auto 00263-2021, esta vez, como se mencionó anteriormente, únicamente 

es solicitado por la empresa Taborda Vélez y CIA. Para este momento, el proyecto ya 

cuenta con dos terceros intervinientes, los cuales son informados del reinicio del proyecto. 

El primer informe técnico para la evaluación de estudio de impacto ambiental se genera 

para el 25 de febrero de 2021. Se debe destacar que la entidad, para este caso, no entrego 

el EIA ni sus respectivos anexos. 

Respecto a la participación y socialización con las comunidades, este trámite ambiental, 

acorde a informe técnico, hizo uso de diferentes estrategias con las comunidades, ya que, 

para este momento, había aumentado el descontento de las comunidades y a su vez su 

movilización social en contra de los pequeños proyectos de generación de energía sobre 

el territorio. El informe de la entidad presenta las diferentes estrategias implementadas 

como fue la socialización puerta a puerta y algunas otras reuniones desarrolladas, en un 

momento donde, podemos decir, la movilización social no era tan fuerte, como si lo es en 

la actualidad. Es de desatacar que en la información entregada por la empresa consultora 

Praming, se menciona el descontento tanto de las entidades públicas como de las 

comunidades, incluso presentando registro fotográfico de las piezas de divulgación 

instaladas por las comunidades en contra de los proyectos. 

Posterior a la entrega del informe técnico la corporación concede 1 mes para subsanar la 

información faltante (11 de abril de 2021). El 9 de abril de 2021 la empresa consultora 

radica solicitud de prórroga para la entrega de la información, por medio de la resolución 

02362-2021 Cornare acoge dicha solicitud, más no se otorga por tres meses como se 

había solicitado, sino por 1 mes. 
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En relación con los proyectos referenciados anteriormente, este es el único que a la fecha 

cuenta con audiencia pública ambiental, la cual inicialmente es solicitada por la parte 

interesada, argumentando que es necesaria para que “se socialice y facilite la participación 

de las personas interesadas en conocer el proyecto, sus impactos positivos y negativos, 

así como planes de manejo para evitar, mitigar, compensar o corregirlo” (Corporación 

Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos Negro y Nare, 2022b, p. 388). Según el 

documento, el artículo 2.2.2.4.1.5. del decreto 1076 de 2015, consagra que la celebración 

de una audiencia pública ambiental puede ser solicitada, por medio de 100 personas 

firmantes y revisada la solicitud, la corporación evidencia el cumplimiento de dicho 

requerimiento, por lo que se resuelve convocar a todas las personas naturales y jurídicas 

interesadas, a audiencia pública de carácter ambiental, la cual se programa según la 

resolución para el 23 de julio del año 2021. 

Dos días después de la solicitud por parte de la empresa, se hace la misma solicitud por 

parte de uno de los terceros intervinientes del proyecto, quien, además, anexa la firma 

1041 personas interesadas en que se realice el trámite, además, de la firma de 22 

representantes legales de entidades. La respuesta para esta solicitud es que esta ya había 

sido previamente convocada. 

El 1 de junio de 2021, la corporación recibe solicitud por uno de los terceros intervinientes 

en el proceso, el cual consulta, si la empresa interesada en desarrollar el proyecto entregó 

la información faltante o requerida para completar el EIA, ya que tenían plazo final para 

el 11 de mayo. La respuesta a la anterior pregunta se da el 03 de junio de 2021, por 

medio del oficio 04796-2021 en el cual se expone: 

“En virtud de las inquietudes formuladas acerca del trámite administrativo para la 

central hidroeléctrica Cocorná III; se procede a informar que, se solicitó la 

realización de una audiencia pública ambiental, situación que a la luz de lo 

dispuesto en el decreto 1076 de 2015, suspende todos los términos de evaluación 

del trámite” (Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos Negro 

y Nare, 2022b, p. 427). 

Posterior a la anterior respuesta, el 11 de junio de 2021, se presenta una petición de 

revocatoria directa de la resolución con radicado RE-02867-2021 de mayo 10 de 2021 por 

medio de la cual se convoca a una audiencia pública de carácter ambiental. En los hechos 

expuestos para el requerimiento, se expresa que en la resolución ya mencionada: 
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“no se haya hecho referencia al estudio de impacto ambiental y a la información 

adicional que debía allegar al solicitante por requerimiento efectuado por la 

autoridad ambiental. Esto es de suma importancia, pues durante el procedimiento 

para la expedición o modificación de una licencia ambiental, solamente podrá 

celebrarse la audiencia pública a partir de la entrega de los estudios ambientales 

y/o documentos que se requieran y de la información adicional solicitada” 

(Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos Negro y Nare, 2022b, 

p. 420). 

Además de lo anterior, exponen que el 3 de junio la entidad dio respuesta a derecho de 

petición del 1 de junio, referenciado anteriormente y en el cual se indagaba por la entrega 

de la documentación faltante. La respuesta acorde al texto es: “la suspensión de los 

términos de referencia de evaluación ambiental del trámite hasta que se realice la 

audiencia pública” (Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos Negro y 

Nare, 2022b, p. 430). Por lo anterior, los solicitantes expresan que se presentó una 

actuación irregular por parte de la autoridad ambiental: 

“pues no se ha brindado garantía para la disponibilidad del estudio de impacto 

ambiental y su complemento, lo cual atenta contra los derechos de acceso a la 

Información, participación y debido proceso en las actuaciones administrativas”. 

Más adelante respecto a los motivos de inconformidad con el acto administrativos, 

se expone que “es reprochable que Cornare proceda a convocar a audiencia 

pública ambiental sin verificar antes que estuviera reunida la información 

correspondiente al estudio de impacto ambiental” (Corporación Autónoma 

Regional de las Cuencas de los Ríos Negro y Nare, 2022b, p. 431).  

Para la anterior argumentación citan el artículo 2.2.2.4.1.8. Disponibilidad de los estudios 

ambientales: 

“El solicitante de la licencia o permiso ambiental pondrá los estudios ambientales 

o los documentos que se requieran para el efecto, a disposición de los interesados 

para su consulta a partir de la fijación del edicto y por lo menos veinte (20) días 

calendario antes de la celebración de la audiencia pública, en la secretaría general 

o la dependencia que haga sus veces en las autoridades ambientales, alcaldías 

o personerías municipales en cuya jurisdicción se pretenda adelantar o se 
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adelante el proyecto, obra o actividad y en la página web de la autoridad 

ambiental. Al finalizar este término se podrá celebrar la audiencia pública 

ambiental” (Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos Negro y 

Nare, 2022b, p. 432). 

Además de lo anterior, se presenta el artículo 2.2.2.3.6.3. del decreto 1076 de 2015, en 

el cual se contempla que “en caso de que se solicite la realización de una audiencia 

pública, se suspenderán los términos de que tiene la autoridad – Cornare - para decidir, 

pero nunca se contempla que se suspendan los términos a favor de la empresa solicitante 

de licenciamiento ambiental” (Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los 

Ríos Negro y Nare, 2022b, p. 434). 

Bajo los anteriores argumentos, es que se solicita la revocatoria directa, al considerar una 

conducta injustificada contraria a la ley, además, de perjudicar el debido proceso y a su 

vez el derecho a la participación ciudadana. Esta importante solicitud, que evidencia fallas 

en las determinaciones de la entidad, cuenta con el apoyo de profesionales de la 

Corporación Jurídica Libertad, la mesa de agenda ambiental de la Secretaría de Agricultura 

de Cocorná y Corporación Cocorná Consciente. 

El 09 de julio de 2021, Cornare expide la resolución 04480-2021 por medio de la cual se 

adoptan la determinación de no acceder la revocatoria directa y de no acceder al archivo 

del trámite de licenciamiento ambiental y se da continuidad a la realización de la audiencia 

pública argumentando que “se evidencia que son más de mil personas las interesadas en 

que esta se lleve a cabo, derechos de quienes se verían conculcados realmente, si esta 

no se llevara a cabo por considerarse que el Estudio de Impacto Ambiental presentado, no 

se encuentra completo” (Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos 

Negro y Nare, 2022b, p. 464). 

Ante la anterior determinación el 13 de julio se solicita la inscripción de quienes en el 

comunicado llaman voceros del proceso de defensa del territorio. Por temas de salud 

pública asociada al COVID-19, la audiencia ambiental se lleva a cabo desde dos 

escenarios, uno de ellos el auditorio de la corporación en el municipio de El Santuario y 

el otro, en el auditorio del municipio de Cocorná. 

La audiencia pública ambiental se lleva a cabo como se tenía prevista el 23 de julio de 

2021, en los dos escenarios ya mencionados y con una amplia participación de las 
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comunidades y de las organizaciones que en este caso han tomado la vocería de la 

defensa por el territorio, además, de otros actores importantes para el municipio y la 

garantía de los derechos de la población. La audiencia que dura en promedio 3 horas y 45 

minutos inicia con la intervención del vocero de Cornare, continuando con la presentación 

de los estudios por parte de diferentes profesionales de la empresa consultora Praming. 

Por parte de las comunidades interviene uno de los principales voceros y tercer 

interviniente en todos los proyectos referenciados en este estudio, también intervienen 

personas que por derecho propio lo pueden hacer, como es el caso del Procurador 

Provincial, Procurador Agrario y Ambiental de Antioquia, alcalde del municipio de Cocorná 

y Personera Municipal. 

Además de los anteriores participantes también interviene en la audiencia representante 

del Instituto de Investigación de Recursos Biológicos Alexander Von Humboldt y 15 

personas que manifestaron interés en uso de la palabra, entre las que se encuentran 

personas de la comunidad, un concejal del municipio de Cocorná, abogado de la 

Corporación Jurídica Libertad, dueños de predios afectados directamente por el proyecto, 

y tres profesionales consultores de la empresa Praming. Es importante destacar que 2 de 

estas personas que realizaron intervenciones, fueron entrevistadas en el presente estudio. 

Los argumentos en cada una de las intervenciones suelen encontrarse en el defensa del 

territorio y la oposición no solo al proyecto en referencia, sino a cualquier otro proyecto 

hidroeléctrico en el municipio de Cocorná, pero también, se destacan dos voces, que si 

bien consideran afectaciones del proyecto, refieren que estos podrían ser la oportunidad 

para mejorar las condiciones de los territorios, en la medida en que estos acceden a 

generar compensaciones territoriales durante todo el desarrollo del proyecto, no obstante, 

se destaca que estos proyectos como se encuentran planteados no dejan nada para los 

territorios que impactan. Una de las intervenciones que se destaca, es por parte del 

profesional de la Corporación Jurídica Libertad, quien manifiesta que “Cornare es muy laxa 

con las empresas y muy rigurosa con las comunidades a la hora de participar” 

argumentando, poca garantía de las comunidades por parte de Cornare a la hora de 

participar, aludiendo a que el 13 de julio algunas personas de la comunidad solicitaron 

inscripción para la audiencia y la entidad apenas respondió un día antes. 

Posterior a la audiencia pública ambiental, Cornare emite la resolución 05031-2021 el 29 

de julio, por medio de la cual se archiva el proceso de licenciamiento ambiental, 
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exponiendo que la empresa no presento la información adicional. 

El último archivo del expediente entregado por la entidad corresponde a carta de la 

empresa Taborda Vélez y CIA, del 2 de noviembre de 2021, por medio de la cual se 

manifiesta el interés de dar continuidad al trámite de licenciamiento ambiental del proyecto 

Cocorná III, además se expone que la firma consultora Praming, ya había recabado las 

actividades necesarias en las temáticas asociadas a los medios físico, biótico y 

socioeconómico para dar respuesta a las solicitudes de la entidad. Adicional a lo anterior, 

menciona en el mismo oficio que atendió la audiencia pública ambiental del 23 de julio de 

2021, destacando que en esta acudieron un gran número de actores como propietarios, 

organizaciones ambientales, ONGs, Procurador regional agrario, personería, alcalde, 

concejales del municipio de Cocorná. Según el interesado, en la audiencia pública los 

asistentes pudieron expresar su posición con relación al proyecto, y refiere que en las 

intervenciones no hubo argumentaciones contraproducentes frente a los impactos que 

podrían llegar a generarse, y que por el contrario hubo comentarios a favor de las acciones 

que se podrían generar por medio del plan de manejo ambiental. 

Es de destacar que, si bien es cierto la confluencia de varios actores en este escenario, 

la mayoría de las intervenciones se centraron en la oposición al proyecto en mención, 

haciendo alusión a los efectos que estos podrían tener sobre las comunidades y su 

territorio. También es importante destacar, como se evidencio anteriormente, que los 

esfuerzos argumentativos de quienes encuentran en oposición al proyecto estuvieron 

enfocados en las fallas dentro del trámite ambiental, que finalmente llevo a archivar el 

proceso, en donde no solo se evidenciaron falencias por parte del interesado, sino, 

además, por parte de la entidad ambiental, falencias que fueron expuestas tanto en los 

oficios anteriores, como en la misma audiencia pública ambiental. En relación con lo 

anterior, Sebastián Giraldo manifiesta que los esfuerzos en la audiencia pública se 

concentraron en mostrar en que partes puntuales de la norma se violó la legislación 

ambiental. 

Como se manifestaba anteriormente, la fuerte y creciente oposición de las comunidades 

a los procesos de licenciamiento, en la actualidad implican un desafío adicional para las 

consultoras. Para el caso puntual de Cocorná III, la empresa consultora se vio en la 

obligación de cambiar de estrategia para la socialización, pasando de un proceso colectivo, 

a un proceso de vivienda por vivienda, en donde se exponían los impactos más 
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significativos. 

Alejandro Giraldo, refiere que en el trabajo de socialización puerta a puerta se visitaron 

unas 120 viviendas aproximadamente, en donde se pudo constatar una oposición 

generalizada hacia este tipo de proyectos, no obstante, destaca que la estrategia sirvió 

para que las familias expusieron su desacuerdo de una forma más tranquila, para él, eran 

“posiciones más ricas en términos argumentativos, eran posiciones más generosas con 

el conocimiento, eran incluso muy propositivas frente a como se debe dar un proyecto, en 

el caso de que se diera, a pesar de que ellos no quisiera que se diera, como se deberían 

hacer ciertas cosas”. 

Al indagar ya desde una perspectiva más personal al sociólogo Alejandro Giraldo frente a 

¿Cómo se debía dar el proyecto?, responde que se debe dar una mayor participación a 

las comunidades, incluso en términos de participación financiera del proyecto, que haya 

más contraprestaciones para las comunidades en esa zona o por el desarrollo del proyecto. 

El profesional social reconoce que con el proyecto Cocorná III, se intensificaron los 

esfuerzos de las organizaciones en oponerse al proyecto, pero también en oponerse a la 

realización de los estudios, menciona que inicialmente intentaron convencer a los 

propietarios de los predios para que no dieran permisos de acceso a los predios, para que 

las comisiones de campo hicieran los muestreos. 

Respecto a las socializaciones, refiere que para este caso si se pudieron desarrollar, no 

obstante, coincidió con la emergencia del covid-19, lo que implicó un cambio de 

metodología. En el día de socialización, al igual que en Cocorná I, las comunidades 

realizan una actividad de forma paralela, la cual consta de una caminata para el río, que 

inicio en el punto donde tenían el encuentro. 

El anterior recorrido por cada uno de los procesos de licenciamiento ambiental permite 

evidenciar como ha ido en aumento el actuar de las comunidades respecto a los proyectos 

de generación de energía sobre su territorio, el cual no es un fenómeno particular de 

Cocorná, sino que se vive en muchos otros municipios del oriente antiqueño, que hoy 

también lideran luchas frente a varios procesos de licenciamiento de PCH, como es el caso 

del municipio de San Rafael, en la defensa de su río Churimo. 

Es a raíz de un primer hecho o proyecto que genera traumatismos en el territorio, que las 

comunidades asumen la defensa ante los nuevos proyectos con condiciones similares, y 
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es en el transcurrir del tiempo, que aumenta su fuerza, ejerciendo acciones como las 

referenciadas en este capítulo, en compañía de nuevos actores que vienen desde 

diferentes territoriales, pero que comparten una misma causa, la defensa del agua, para 

este caso consagrada en el río Cocorná, y a su vez con todas sus representaciones 

sociales, culturales e históricas de las comunidades. 
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7. Participación en la defensa por el río 
Cocorná 

 

Por medio de este capítulo daremos la voz a los actores que hoy lideran la defensa por 

el territorio y puntualmente su río Cocorná, recogiendo la perspectiva de aquellas 

personas que de manera directa o indirecta se han visto involucradas en los procesos de 

licenciamiento de los proyectos hidroenergéticos. Con el fin de tener una visión amplia de 

cómo se viven este proceso desde el territorio, el trabajo involucró diversos actores, tanto 

organizacionales, como actores gubernamentales, habitantes de todo la vida del municipio 

y víctimas del conflicto armado, este ejercicio, permitió el contraste de las diferentes 

posturas, encontrando grandes similitudes discursivas frente a la oposición a este tipo de 

proyectos, pero a la vez, permitió identificar las perspectivas de desarrollo que nacen 

desde el municipio y para su río Cocorná, de igual forma, se pudieron identificar también 

algunas diferencias frente al actuar y la posibilidad de que estos proyectos se acentúen en 

el municipio. 

 

Es de destacar que, si bien todos los entrevistados refieren la negativa a la llegada de 

estos procesos, algunos consideran que en caso de que estos se lleguen a dar, podrían 

ser una posibilidad de desarrollo para las comunidades, no obstante, la forma en que 

actualmente se encuentran planteados, no dejan ningún tipo de beneficio para el 

territorio.  

 
7.1. Lo colectivo en la defensa por el río 

Como hemos destacado en el desarrollo del texto la defensa por el territorio y sus aguas, 

ha hecho parte de la historia pasada y presente tanto de Cocorná como del oriente del 
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departamento de Antioquia y hoy, trasciende hacia diferentes escenarios, convirtiendo los 

conflictos socioambientales en un punto central en la agenda mundial, permitiendo que 

estas luchas desde lo local cobren mayor relevancia y estén acompañadas de diversos 

apoyos que buscan dar las garantías necesarias para quienes deciden hacerle frente a 

estos proyectos, que no solo involucran el uso de las aguas, sino de todos los recursos 

que se preservan y conservan en los territorios. 

La defensa del territorio ha permitido fortalecer los lazos comunitarios, plasmar sus 

territorialidades en sus discursos y fortalecer los procesos participativos que se inscriben 

tanto en lo normativo, como por fuera de esto. Es así, como en lo colectivo, propiamente 

en las organizaciones, se han logrado encontrar quienes han decidido hacer prevalecer 

su amor por el agua, por el territorio y por ese lugar que habitan, su hogar, que hoy se 

encuentra amenazado por procesos exógenos a ellos, que no solo los invaden, sino que, 

además, no dejan nada para ellos. El territorio y su río son saqueados, sin que quienes 

conviven con él y lo consideran parte y fuerza vital de su entorno, reciben algún tipo de 

compensación, que retribuya las afectaciones. Nuevamente como parte de la historia de 

esta y muchas otras regiones del país, el desarrollo utiliza sus recursos y pasa de largo 

frente a las comunidades, que han tenido que vivir una y otra vez el abandono del Estado. 

Ante el anterior escenario que nuevamente se repite, las comunidades han tenido que 

encontrarse en lo colectivo, en su historia, en sus lazos familiares y comunitarios, en su 

amor por el territorio, por su río, para hacer frente a la imposición de estos proyectos. En 

el caso puntual de Cocorná, quienes se encuentran en desacuerdo con los proyectos hidro 

energéticos, se han encontrado en diversas organizaciones, entre ellas Corporación 

Cocorná Consciente; con la ayuda de uno de los entrevistados, Sebastián Giraldo, 

conocimos parte de su historia. 

La organización surge en el año 2016, como una iniciativa de amigos, que para ese 

momento eran estudiantes universitarios, quienes tenían un sin sabor, ya que en el 

municipio se habían dejado de celebrar muchas de las fiestas a las que ellos habían 

acudido cuando eran niños, como era el caso del festival del corozo el cual se celebraba 

en los primeros días de semana santa. Además, de las fiestas tradicionales, los jóvenes 

que promovieron la estrategia organizacional buscaban generar un escenario de 

encuentro para la participación de los jóvenes en Cocorná. En publicación en su página 

de Facebook (06-07-2016), se define Cocorná Consciente, como “la suma de muchas 
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intenciones, creamos día a día nuestra propia percepción del territorio, no esperamos ser 

futuro, queremos ser presente” (Facebook Corporación Cocorná Consciente, 2022). 

El colectivo, inicia sus actividades en el mes de marzo del año 2016, promoviendo 

nuevamente la celebración del festival del Corozo, el cual llamaron en esta oportunidad 

el Cocorozo. Para desarrollar el festival, quienes hacían parte de la iniciativa, recaudaron 

dineros propios y buscaron apoyo de comerciantes y familiares, para comprar el producto 

representativo de la celebración, el corozo, el cual, llevaron al municipio, repartieron en 

bolsitas y compartieron con los cocornenses, para que estos pudieron jugar con estos, 

como lo hacían antes, en palabras del entrevistado la idea del festival era “era aumentar 

la oferta cultural para el municipio”. El festival fue la primera actividad promovida por el 

colectivo, sin embargo, con el pasar del tiempo, sus acciones fueron aumentando. 
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Festival del Cocorozo 

  

Publicación 3 de marzo 2016 Publicación 21 de marzo 2016 

 
 

Publicación 21 de marzo de 2017. Publicación 12 de abril de 2017 

Fuente: (Facebook Corporación Cocorná Consciente, 2022). 
 
Para el mismo año en que se hace el festival del Cocorozo, se inició lo que ellos llamaron 

Paz al Parque, el cual se desarrolló en el marco de la firma del acuerdo de paz. El proyecto 

buscaba que ellos, los jóvenes, explicaran a los habitantes del municipio, los diferentes 

puntos del acuerdo de paz, ya que ellos esperaban que ganará el sí. Para lo anterior, los 

miembros se formaron por medio de diplomado ofertado por la oficina del Alto Comisionado 

para La Paz, de la mano con la ONU, la OEA y otras organizaciones internacionales, 

quienes se encargaron de explicar punto por punto el acuerdo, para así ellos, 

posteriormente transmitir la información a los habitantes de Cocorná. 
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Publicación 20 de septiembre de 2016. 

Fuente: (Facebook Corporación Cocorná Consciente, 2022) 
 

Frente al acuerdo de paz, Sebastián Giraldo menciona para el caso puntual de Cocorná, 

que es uno de los municipios en Colombia con mayor número de desplazados, junto con 

el municipio vecino de Granada, refiere, que cerca del 98% de la población de Cocorná 

es víctima del conflicto armado, ya sea por desplazamiento, desaparición o secuestro. 

Por lo anterior, para los integrantes del grupo, era importante que ganara el sí, haciendo 

uso del lema “que no se repita para que no continue”. Sin embargo, menciona que el 

trabajo de Los Paz al Parque fue difícil, ya que, a pesar de su historia, Cocorná no ha 

completado ningún proceso de reparación inmaterial para las víctimas, en palabras de 

Sebastián “no se ha ido más allá de una indemnización o de un pago, no hubo, o no hay 

ningún proceso de reparación inmaterial” (2022). Respecto a lo anterior, ejemplifica 

procesos de reparación inmaterial en municipios vecinos, como es el caso de Granada y 

su salón del nunca más, o el municipio de San Carlos con los murales, ambos escenarios 

en conmemoración para las víctimas. 

Después de Los Paz al Parque, vinieron otras acciones como lo fueron Los Juventud al 

Parque, los cuales comprendían el desarrollo de diversas actividades y con diferente 

público, como se puede evidenciar en las memorias de sus redes sociales. Sin embargo, 

paralelo a las anteriores actividades también se generaban los primeros pasos para la 

defensa de su río Cocorná, el cual al igual que en los anteriores escenarios, logro involucrar 

una diversidad de actores que buscaban uno causa común. 
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Dentro del rastreo que se hizo para el presente trabajo, se pudo evidenciar la alta 

visibilización y representatividad que tuvo la causa social por parte de la Corporación 

Cocorná Consciente, no obstante, por diferentes motivos, entre los que se incluye 

amenazas a uno de sus lideres, muchos de sus miembros salieron de la organización. A 

pesar de lo anterior, quienes se retiraron, han promovido y fortalecido otros escenarios de 

participación como es el caso de la organización Vida Chakiro y la mesa de agenda 

ambiental del municipio de Cocorná, que al igual que la anterior, promueven la defensa por 

el territorio y sus aguas, consagradas en sus diferentes ríos, siendo el más emblemático, 

su río Cocorná. 

Lo anterior permite evidenciar un fortalecimiento de los procesos participativos, por medio 

de la creación de nuevos escenarios en los cuales, a su vez, convergen diferentes actores 

que, en este caso, comparten un objetivo en común, la defensa por su río, por sus 

comunidades; es decir el proceso continua y aún más fuerte. La resistencia ha dejado para 

el municipio y la región una huella imborrable en aquellas generaciones pasadas que 

dieron sus primeros pasos y dejaron su legado, para que hoy sean los jóvenes, las 

víctimas, los nuevos pobladores y para todo aquel que comparta su causa. 

Respecto a los procesos en contra de los proyectos hidroenergéticos, como 

manifestábamos anteriormente, estos se desarrollaron en paralelo a la ejecución de las 

demás actividades. Como enunciábamos en el capítulo de las PCH, los primeros impactos 

se empiezan a percibir por parte de las comunidades en el año 2017, es para este mismo 

año, que según la página en Facebook del colectivo se promueven las acciones iniciales 

en oposición a la llegada de los proyectos energéticos al territorio. Es así, como se 

empiezan a generar asambleas comunitarias para hablar y visibilizar la llegada de las 

pequeñas centrales hidroeléctricas (PCH), además, se empiezan a impulsar otras 

iniciativas que permiten una visibilización mayor de la problemática, como es el caso de 

las marchas, las cuales, desde sus inicios han contado con una amplia participación de las 

comunidades. 
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Marcha por el agua 2017 

  

Publicación 6 de mayo de 2017 Publicación 13 de mayo de 2017 

 
 

Publicación 25 de febrero de 2020 Publicación 1 de marzo de 2020 

Fuente: (Facebook Corporación Cocorná Consciente, 2022) 

Además, según el actual presidente de Cocorná Consciente, Dayan Steven Gómez, se 

han hecho otro tipo de acciones como tutelas, derechos de petición, recolección de firmas, 

plantones, pero también otras actividades asociadas el reconocimiento del río, como 

recorridos por este, sancochos, entre otras actividades, además, como manifestaba 

Alejandro Giraldo, se han hecho actividades en simultáneo en los procesos de 

socialización de los EIA de las empresas consultoras. Por medio de estos escenarios 

paralelos a las socializaciones por parte de las consultoras, las comunidades han alzado 

su voz de protesta y resistencia, mostrando su desinterés hacia los proyectos hidro 

energéticos, por medio del ausentismo en los espacios, pero a su vez, por medio de 

actividades que permitan abrazar el río cuando otros pretenden intervenirlo. 



Lo colectivo en la defensa por el río  138  

7.2. Reconocer los derechos colectivos para la defensa de su río 

Sebastián Giraldo, manifiesta que desde las organizaciones también se ha instruido a 

las comunidades en acciones que pueden ejercer para impedir el desarrollo de las 

actividades, como es, el no permitir el acceso a los predios, sin embargo, refiere que la 

postura de las organizaciones siempre ha sido: 

“que no puede haber ningún tipo de amenaza a los trabajadores, ni vías de 

hecho, ni mucho menos; todos los miembros de la organización siempre 

eran reiterativos en eso, en que había que seguir un proceso social, 

comunitario, jurídico que es el más importante, y no es porque sea el más 

relevante, sino porque es ese proceso que no se ve, pero que en el sistema 

que estamos democráticamente es el camino” 

También manifiesta que su actuar ha estado orientado en compartir la información con 

las comunidades, en busca de que la población entienda qué es lo que quieren las 

empresas, generar lo que ellos llaman, un entendimiento social, es decir formar a las 

comunidades. Refiere que por medio de las organizaciones se ha hecho un trabajo en 

el cual las comunidades han identificado los conflictos socioambientales de las PCH, la 

minería y la deforestación, en donde una vez identificados los impactos, se diseña una 

estrategia para contener estos mismos y buscar soluciones. Para el año 2018, Cocorná 

Consciente y Conciudadanía, convocan a una agenda ambiental, en donde se cita a los 

candidatos a la alcaldía, y después de explicar en qué consiste la estrategia los invitan 

a firmar un compromiso en el cual, incluirían en su plan de gobierno y posteriormente en 

el plan de desarrollo, la agenda, además, se comprometerían a delegar a un funcionario 

que se encargue desde la alcaldía en hacer seguimiento a estos proyectos. Ante dicha 

solicitud, firman los 3 candidatos a la alcaldía, teniendo como resultado que quien ganó 

incluyera en sus estrategias de gobierno lo previamente pactado, creándose, además, 

la que ya hemos mencionado, mesa de agenda ambiental de Cocorná, la cual está 

integrada por personas de la comunidad y por la funcionaria delegada por la 

administración municipal. 

Frente a lo anterior, Sebastián manifiesta que, desde lo social, se ha vuelto mucha más 

legitima su lucha, pero además resalta la importancia de lo que él llama el litigio 

estratégico, ya que, aunque lo social es importante, se deben tener bases jurídicas 

para generar oposición. Menciona además que, si las comunidades no son raizales, 
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negras o indígenas, no tienen mucho margen de acción y si se concentran “únicamente 

en hacer protesta, en hacer bulla, la movilización social, se queda corta, porque se queda 

únicamente en una bandera política social”, mientras que incluyendo lo jurídico, las cosas 

cambian a favor de las comunidades, ya que es enfrentar la norma por medio de la norma, 

como se hizo en el proyecto Cocorná III. 

Dentro de los muchos argumentos que ha expuesto Cornare para el licenciamiento de 

este tipo de proyectos, es que dentro de los instrumentos de planificación territorial del 

municipio no existe ningún tipo de restricción para ellos. Para lo anterior, Sebastián 

expone la declaración de reserva forestal protectora de los ríos Santo Domingo y 

Melcocho del año 2018, que tenían como uno de los objetivos, evitar la llegada de 

proyectos minero- energéticos, ya que se estaban desarrollando estudios por parte de 

EPM para provechar el caudal de los ríos. Para ese momento, la zona ya mostraba su 

potencial turístico, por lo que las comunidades en aras de proteger dicha actividad 

económica deciden hacer una declaración de reserva forestal protectora. 

Sebastián manifiesta que, en el año 2018, el Concejo de Cocorná, tuvo la posibilidad de 

ejecutar la misma acción, para evitar la llegada de los proyectos hidroenergéticos, ya 

que en ese momento la Corte Constitucional lo permitía, había “abierto la línea de la 

autonomía territorial”. Por medio de un plantón en la plaza principal, llamada la marcha 

por el agua, a la cual asistió un gran número de población, la comunidad solicito al 

Concejo votar para bloquear la llegada de los proyectos. Sin embargo, en palabras del 

entrevistado, la primera votación se pospuso, y cuando se iba a dar la segunda, la Corte 

Constitucional dio un giro, destituyendo “la autonomía territorial y volviendo a la 

jurisprudencia anterior al 2018”, por lo cual, las comunidades perdieron la posibilidad de 

bloquear las pequeñas centrales hidroeléctricas. 

Además de todo lo anterior, como estrategia de participación y para conocer la 

información que allegan las empresas consultoras, las organizaciones también han 

hecho solicitudes de documentos ante Cornare, por medio de la figura de tercer 

interviniente que es una figura que les permite la normatividad. Conseguida la 

información, se convoca a diferentes profesionales para la revisión de los estudios de 

impacto ambiental, dicha estrategia de convocatoria se pudo constatar por medio de las 

redes sociales, en donde se invita a quienes compartan su causa a que se vinculen en 

la revisión de la información. 
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Al indagar acerca de los apoyos con los que ha contado el proceso de resistencia se 

menciona personas vinculadas con el distrito agrario, MOVETE, Universidad de 

Antioquia, Universidad Autónoma Latinoamericana, profesionales de diferentes 

universidades, que de manera particular se vinculan, Conciudadanía, Corporación 

Jurídica Libertad y antiguos miembros del reconocido Movimiento Cívico del Oriente 

Antioqueño, al cual se ha hecho alusión en diferentes oportunidades, por la importancia 

de su legado para las luchas territoriales. 

Las acciones de resistencia frente a las PCH aún hoy continúan con más fuerza, desde 

cada uno de los diferentes colectivos. Por medio de las entrevistas se puso en 

conocimiento que las acciones de las organizaciones en la actualidad se encuentran 

enfocadas en actividades pedagógicas con las comunidades del área de influencia 

directa e indirecta de los proyectos, intentando identificas los impactos de estos mismos, 

además, una de las acciones más importante en el proceso de resistencia, han sido las 

acciones jurídicas interpuestas a los diferentes proyectos, actividad a la que se han 

vinculado otras organizaciones como la Corporación Jurídica Cocorná, además de una 

gran cantidad de profesionales, que comparten y defienden la posición de las 

comunidades. 

De igual forma, ante la proliferación de estos proyectos en el oriente antioqueño, las 

organizaciones de Cocorná, también se han vinculado a movimientos sociales en otros 

municipios que se enfrentan a la misma problemática, y que tienen el mismo objetivo 

común la defensa por el agua y el territorio ante los proyectos extractivistas, 

convirtiéndose esta causa, en una de las principales banderas de defensa para las 

comunidades que habitan esta región. Una de las actividades más conmemorativas de 

la lucha que hoy ejercen las comunidades, es el llamado festival del agua, el cual, según 

la página de otra de las organizaciones importantes para la región, MOVETE 

(Movimiento social por la vida y la defensa del territorio), el festival: 

“es un espacio de encuentro de las organizaciones sociales y comunitarias del 

Oriente Antioqueño que se ha venido realizando hace diez años en distintos 

municipios de la región, encaminado a llevar a cabo acciones colectivas de defensa 

del territorio en contra al modelo de desarrollo extractivista” … “Los festivales del 

agua surgen entonces como una estrategia de resistencia, como una forma de 

expresión y de protesta sobre los conflictos socioambientales presentes en el 
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territorio, permitiendo la organización autónoma de las comunidades y la incidencia 

frente a la institucionalidad” (Movimiento social por la vida y la defensa del territorio, 

2018). 

Es así, como desde sus inicios el festival del agua se ha venido realizando cada año en 

un municipio diferente, pero que concentra algún tipo de problemática en relación con la 

extracción de sus recursos. Durante el festival, se desarrollan diferentes actividades de 

tipo cultural y académicas, en donde cada día se vinculan más y más personas y 

organizaciones, que buscan hacerle frente a la proliferación de los proyectos 

extractivistas. 

 
7.3. La percepción de las comunidades frente a las PCH 

 
 
Retomando los procesos de licenciamiento en Cocorná, en todas las entrevistas se indagó 

acerca de cuál consideraban era la problemática principal que generaba el conflicto 

socioambiental en el municipio. Para Sebastián Giraldo, “la raíz del conflicto es que no 

dejan nada para el municipio, como visión de desarrollo, como visión de cocornense, 

realmente una PCH acá no la necesitamos, no la queremos”, además, menciona que 

aparte de los impactos negativos ambientales, se generan otros de tipo social, como es 

la descampesinización, ya que, muchos predios son vendidos al proyecto, o muchas 

personas de la zona se vinculan al proceso constructivo de la generadora, que es la única 

fase del proyecto donde se genera empleabilidad, por lo cual dejan de permanecer en 

sus parcelas, de trabajar la tierra, generando una fractura con su actividad económica 

tradicional. Además, también durante la fase constructiva se presenta la llegada de 

personas foráneas a la zona, que llegan al territorio con otras costumbres y que pueden 

generar una fractura en el tejido social tradicional. Para Sebastián, no es justo “sacrificar 

a Cocorná para atender las necesidades de un mundo comercial”, para él el río representa 

 

“esa cicatriz que esta o esa herida abierta que dejo el conflicto armado en su 

momento, hoy, una persona que se levanta todos los días y recuerda que por ser 

de aquí le mataron a su familia y yo veo y no tengo algo que me genere ese arraigo 

como cocornense, que me motive a impulsar mi pueblo desde lo que yo hago en 

el territorio, sigue causando ese dolor, que digamos que cuando venga digamos 

otra cosa, también me va a hacer desplazar, me va juzgar, me va a llevar, que me 
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va dañar los terrenos, se suma todo ese dolor y se mantiene todo ese problema, 

digamos reviva todo y reviva con dolor adicional, entonces es duro”. 

 

Para el cómo cocornese, el río, no solo representa un montón de agua que corre, para él, 

el río significa tranquilidad, y menciona que, para la época del conflicto armado, el río era 

un lugar de desconexión con la realidad que vivían, que allí podían compartir con su familia, 

sus amigos, sin temor a ser asesinados, era un lugar donde en palabras de Sebastián, 

“todo estaba bien”. Muy cercana a esta visión, se encuentra la de la líder social, Flor 

Gallego, quien manifiesta: 

 

“No puede ser de que esto suceda, de que en el río, que es cultura, que es la vida 

de ese territorio, los ríos son la vida de esos territorios, son la vida de las 

comunidades, el río es como si me sacaran la vena arteria de mi cuerpo, que pasa 

con mi cuerpo si yo no tengo esa vena, eso es el río en el territorio. Entonces nos 

van a sacar toda la fortaleza que tiene el territorio allá. Ósea ese territorio no va a 

tener la fortaleza que ha tenido, ni va a tener la alegría, ni va a tener las 

comunidades que están” (2022).  

 

La Señora Flor, además, asocia este tipo de proyectos con la llegada de los actores de 

la guerra, propiamente con la incursión en el territorio de grupos paramilitares, que para 

ella son en quienes se apoyan las empresas para el desarrollo de sus aspiraciones, 

generando intimidación y amenazas a los pobladores, es importante destacar que la 

Señora Flor fue amenazada en el año 2021, amenaza que ella asocia a el rol social que 

ha emprendido en pro de la defensa de las víctimas y los recursos naturales. 

 

Por su parte, para el señor Alexander Rojas Reyes, dueño de negocio turístico, este tipo 

de proyectos solo buscan el enriquecimiento económico de las empresas, que ni 

siquiera son del Estado, para él “Lo único que se ve es un interés económico por parte 

de las empresas de enriquecer sus finanzas, pero se olvidaron netamente del origen, 

que es el caudal de las aguas, que es de los campesinos”. Adiciona que, si las 

comunidades se van a ver afectadas, ¿Cuál es el resarcimiento a través del tiempo? 

¿Cuál es el desarrollo que van a tener esas comunidades?, puntualiza, diciendo que las 

PCH, no generan ningún beneficio para los territorios. 
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Muy cercana a la posición del Señor Alexander, se encuentra la de Andrés Felipe 

Gómez, quien menciona que las PCH, están planteadas para no captar mucha agua y 

así no dejar ningún tipo de retribución al municipio, lo cual para él no debería ser: “si van 

a utilizar el río que es de acá de Cocorná, que al municipio por lo menos le quede algo, 

que por lo menos se retribuya en la parte social”, además, menciona que las 

comunidades no son participes en las decisiones, porque en sus palabras, “eso lo hacen 

porque lo hacen”. 

 

El ex alcalde del municipio, Johan Ramírez Mejía, menciona que no es defensor de la 

PCH y que considera que Cocorná no necesita más, ya que estos proyectos, en sus 

palabras “traen afectaciones fuertes al territorio”, además, de que considera que el 

municipio ya hizo su aporte energético al país por medio de tres hidroeléctricas. Sin 

embargo, dice que, si hubiese una buena relación entre los dueños de las 

hidroeléctricas, las comunidades y el municipio, en donde se afectara de manera positiva 

la vida socioeconómica de las personas, el panorama sería distinto, no obstante, 

puntualiza que con la cantidad de hidroeléctricas que se esperan llevar a cabo en el río 

Cocorná, este desaparecería. Añade, además, que “a ellos no les importa el pueblo, solo 

les importa generar. Es injusto que nosotros asumamos un impacto ambiental y ver 

pasar plata para el banco”. 

 

La anterior postura, también es mencionada por el actual presidente de Cocorná 

Consciente, quien dice que en los encuentros en los que ha sido participe, las 

comunidades manifiestan que no quieren más pequeñas centrales hidroeléctricas, que 

ya es suficiente con las que están construidas, que tener más, sería generar 

afectaciones más graves. 

 

Frente al tema de la participación, el concejal Juan Guillermo Ríos Cogollo, menciona 

que cuando las empresas llegan, hacen supuestamente un proceso de socialización, 

pero para el “es un saludo a la bandera”, ya que con que la empresa presente algunas 

firmas el proyecto se hace, además, dice que quienes están en este proceso de 

participación irrespetan a las comunidades, diciéndoles a estas mismas que las 

socializaciones se dan es por obligación. Ante este panorama el concejal resalta el papel 

que han desempeñado las organizaciones, quienes de manera directa han presentado 
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su posición. 

 

La percepción frente a los procesos de socialización es similar en todas las personas 

entrevistadas, para Dayan Steven, en los encuentros los consultores solo les dicen a las 

comunidades lo que se va a hacer, pero no tienen en cuenta lo que las comunidades 

expresan, lo que consideran ellos los afectaría con la construcción del proyecto. Para el 

señor Alexander, los procesos de socialización se hacen porque la norma se los exige 

“no porque sea iniciativa de los empresarios, simplemente es un ítem más que deben 

cumplir para obtener la licencia”, para él, si en realidad se quisiera hacer partícipes a las 

comunidades en estos proyectos, los inversionistas les darían un porcentaje de 

ganancia sobre por la generación. 

 

El Señor Hernando manifiesta que él ha asistido a algunos procesos de socialización, 

más lo hacía porque se enteraba por otras personas, ya que a él como directamente 

afectado nunca lo invitaron; su hijo Andrés, refiere que los procesos de socialización son 

amañados, que presentan la información que a ellos los conviene, además, no convocan 

a todo el mundo. 

 

Sebastián Giraldo menciona que tanto las empresas interesadas como las consultoras 

han ofendido con sus discursos a las comunidades, incluso refiere que su empresa de 

ecoturismo surge a raíz del disgusto que genero el comentario de uno de los 

profesionales de las empresas consultoras de los proyectos, quien les manifestó, que 

las comunidades “no viven del río, pero cuando vienen a hacer esos proyectos, ahí si 

todos dependemos del río”. A raíz de ese comentario, él con sus amigos y miembros de 

Cocorná Consciente, analizaron la forma de hacerle frente a su comentario, y así surge 

Expedición Cocorná, un proyecto que él nombra de turismo cultural, nacido del arraigo 

territorial, en el cual “el punto de encuentro es el río, en donde se sintetizan las historias 

del municipio”. 

 

El turismo que buscan promover a través de su empresa no es en masa, sino de pequeña 

escala, ya que lo que buscan es que puedan compartir con quienes los visitan las 

historias del municipio, hablar de fauna, flora, vestigios indígenas, historia campesina y 

su economía, los licores, la panela. Es un proyecto que depende totalmente del río, en 

sus recorridos visitan charcos tradicionales del municipio como el de María Parda, 
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charco Negro, los cuales se verán afectados con el desarrollo de los proyectos, este 

último, por Cocorná I, el cual ya se encuentra licenciado. Por todo lo anterior, él 

considera que, en caso de licenciarse y construirse estos proyectos, afectarían 

totalmente la actividad turística, no solo para su empresa, sino para todas aquellas que 

buscan hacer un uso del río, más acorde a sus tradiciones. 

 

El también dueño de proyecto turístico, el señor Alexander, menciona que con estos 

proyectos se perdería la riqueza del paisaje ya que “pasando un tubo por el borde de la 

ribera del río, pues automáticamente ese encanto natural se pierde a la vista, porque ya 

no estaríamos hablando de algo natural, sino de algo industrial”, lo cual impactaría de 

manera directa el turismo. No obstante, menciona que dicha afectación se podría 

subsanar si estos proyectos hidroeléctricos, llegan con un desarrollo directo para las 

comunidades afectadas, en donde se dispongan recursos que sean manejados por ellas 

mismas y no por las administraciones de turno, para él la solución es lo que el nombra la 

inversión social directa. Indica el atraso en el cual él considera se encuentra hoy el 

municipio y cree que las PCH, podrán ser un empuje financiero para este, para su 

desarrollo, sin embargo, considera que estas obligaciones deben quedar explicitas en 

el documento, que en caso de no cumplirse las comunidades tengan las herramientas 

jurídicas para suspender la operación; adiciona a las anteriores compensaciones, que 

están se deben dar durante la vida útil de los proyectos. Don Alexander, fue una de las 

personas que realizaron intervención en la audiencia pública de Cocorná III, exponiendo 

los mismos argumentos acá presentados. 

 

Frente a la llegada de estos proyectos, tanto el Señor Hernando como su hijo, 

manifiestan que las comunidades tendrán que resignarse, que no podrán hacer nada 

para evitar su llegada, la misma postura la comparte el concejal Juan Guillermo, quien 

manifiesta que si se otorgan ellos no tienen las herramientas para hacerle frente, que 

solo podrían velar porque “por las buenas se pueda hacer algo”. A pesar de lo anterior, 

Juan Guillermo manifiesta su disgusto con la entidad ambiental, en sus palabras, 

“Cornare, viene y trae unos requisitos para otorgarle la licencia, entonces viene usted y 

me la trae, entonces yo le digo no, negada porque a usted le hizo falta esto y esto, 

entonces usted se devuelve para el sector y hace lo que le hacía falta y vuelve y la 

entrega y la licencia” para lo cual menciona, que si una licencia es negada debe ser 
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archivada por completo. 

 

A lo anterior, el concejal añade un aspecto muy interesante frente a la forma en que se 

encuentran planteadas las PCH, el menciona que en el río Cocorná se espera licenciar 

4 proyectos, y ya se encuentra en operación 1, para un total de 5, cada proyecto, a 

excepción del que está en operación, tendrían un potencial de generación de energía 

de 10MW, por lo cual, sumando todos los proyectos, no se estaría hablando de un 

pequeño proyecto, sino de un proyecto a gran escala, solo que fraccionado sobre el río 

y situando los impactos. 

 

Alejandro Giraldo, plantea la misma preocupación frente a las posibilidades que tienen 

las empresas de presentar los estudios en varias oportunidades, relatando que esta 

condición puede exacerbar el conflicto con las comunidades, adicional, considera que 

hay dos perspectivas de desarrollo sobre el territorio, en donde difícilmente van a haber 

escenarios de interlocución, por lo que la distancia entre las partes va a crecer, 

generando “una mayor distancia y nuevas expresiones de conflicto, que uno no puede 

anticipar como se den, pero que mientras más tiempo pase en la misma perspectiva en 

la que está actualmente, se pueden tornar con unas consecuencias mucho más graves 

para el territorio”. Alejandro menciona, además, que respecto a la consultoría ambiental 

la oposición de las comunidades: 

 

“enriquece los procesos, eleva las exigencias, hace que los desarrolladores de los 

proyectos tengan que preguntarse porque es que las comunidades se oponen a 

ese tipo de desarrollos y que toda persona que trabaje en ese tipo de cosas debería 

estar también ante a ese tipo de cosas, a las comunidades y a las condiciones del 

territorio, que están mostrando caminos, bajo los cuales, a pesar de su oposición 

los proyectos se podrían implementar. Siempre dejan entre ver cosas de cómo se 

deberían desarrollar esos proyectos, si es que se dan, a pesar de que estén 

opuestos a ellos, si es que se da cuáles serían las exigencias, los consultores y 

los desarrolladores deberían tener muy en cuenta eso, incluso en el escenario de 

que esas manifestaciones sean hostiles” (2022).  

 

Sebastián, respecto al tema manifiesta que, si las empresas “aprendieron de sus 

errores, no volverán a presentar los proyectos”, menciona que estos proyectos, no deben 
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tratar de imponerse sobre las comunidades “no es construir por construir, es que no es 

querer llevar un proyecto porque me va a dejar plata a mi porque como privado lo puedo 

hacer, es aportarle realmente a una visión de territorio”. 

 

Las entrevistas para este trabajo permitieron no solo dar lugar a las voces de los actores, 

sino, además, posibilitaron reconocer, a pesar de las diferentes posturas y de los roles de 

cada una de las personas que dieron sus palabras a este trabajo, que existe una 

posición generalizada de rechazo a los proyectos de generación de energía sobre en el 

municipio y puntualmente sobre su río Cocorná, que como diría Flor, es la arteria 

principal del territorio. 

 

Las afectaciones que consideran las comunidades se generan por este tipo de proyectos 

son múltiples y con valoraciones distintas, no obstante, las posturas no son diferentes 

entre sí, y son estas mismas las que de manera reiterativa han expuesto a las entidades 

encargadas de dar viabilidad a estos proyectos. A pesar del descontento, y de las luchas 

que hoy emprenden algunos de los entrevistados, se pudo evidenciar una especie de 

resignación para la llegada de estos mismo, no sin reconocer la posibilidad de que se 

aviven conflictos, que como diría el profesional social Alejandro, no se puede anticipar 

la forma en que se van a desarrollar, no obstante, existe el temor hacia estos. 
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8. Resultados, aportes y conclusiones 
 

En términos generales el documento evidencia la percepción que tienen las comunidades 

tanto de Cocorná, como del oriente antioqueño, ante la llegada de los proyectos 

extractivistas, que no solo implica el uso de sus aguas, sino con ello nuevas formas de 

territorialización. El impacto de estos proyectos sobre los territorios es ampliamente 

conocido por las comunidades, que, en el transcurso de su historia, han tenido que hacer 

frente ante la imposición de estos, levantar su voz, aún con el riesgo de ser callados, 

amenazados, desplazados. 

 

El modelo económico global implica una disputa territorial constante, si bien es cierto que 

el territorio como tal implica una condición de poder, con la confluencia de diversos actores, 

son las comunidades las que históricamente han estado condicionadas a llevar la peor 

parte, teniendo que enfrentarse a la imposición de diversos proyectos que amenazan sus 

recursos naturales y sus modos de vida. Desde este trabajo, se considera que ha sido la 

lucha histórica de las comunidades por los territorios, la que ha permitido que hoy se gocen 

de ciertos derechos para la defensa, no obstante, el camino es largo y aún falta mucho 

para que quien habita un territorio tenga una participación directa sobre su proyección, 

planificación y desarrollo. 

 

Las posiciones sobre este tipo de proyectos varían, para unos la solución puede estar en 

que se genere una verdadera inversión social en las áreas de influencia directa e indirectas 

de los proyectos, para otros las comunidades y los municipios, deben hacer parte de las 

empresas, para así recibir porcentajes sobre la explotación del recurso, mientras que 

otros, consideran que sus territorios no deben padecer este tipo de intervenciones, y que, 

sobre ellos, debe primar las perspectivas de las comunidades. Se reconocen las 

diferentes aristas que se plantean desde la variedad de actores que hoy viven la misma 
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problemática, algunos ven en los proyectos de generación, como una posibilidad de 

brindar mejores condiciones económicas y sociales para las poblaciones, aunque son 

conscientes de los vacíos en la norma para generar este tipo de obligaciones, por el otro 

lado están quienes se niegan a cualquier tipo de intervención, sin embargo, cualquiera de 

las posiciones parte de un arraigo territorial, que reclaman ser tenidos en cuenta. 

Al desconocer el territorio y sus múltiples territorialidades, los proyectos, de cualquier 

índole tienden a generar tensiones sobre los lugares que esperan intervenir, llegando con 

una falsa promoción de la participación, donde las comunidades son instrumentalizadas, 

para el cumplimiento de unos requerimientos ambientales, siendo únicamente 

espectadores de la usurpación de su hábitat. Para Alejandro, los consultores: 

“cumplen unos requisitos, y el cumplimiento de estos en teoría se considera 

suficiente para llevar a cabo un proyecto. Ya a nivel personal y basado en mi 

experiencia, puedo decir que es un proceso informativo y que las comunidades, 

las organizaciones sociales, la administración municipal incluso no tiene 

incidencia sobre el proyecto como tal, entonces casi que se vuelve un asunto del 

personal que lo desarrolle, que efectivamente tenga la capacidad de conversar 

con las comunidades y las organizaciones, y llevar eso al estudio y a los planes de 

manejo. Pero ni siquiera es necesario porque lo que define la norma es apenas un 

escenario de información”. 

Los vacíos institucionales cada vez son más visibles, pero a la vez, son un llamado a que 

se generen verdaderos procesos participativos, ante los vacíos que hoy existen y que 

generan fuertes   conflictos  socioambientales, en  donde  se  está  llevando  a una 

confrontación directa a las comunidades y los desarrolladores, con la ventaja de que la 

parte interesada tiene a favor las herramientas jurídicas para desarrollar sus actividades, 

ya sea desde la fase de los estudios hasta su operación, es decir, las comunidades quedan 

expuestas y sumergidas en una disputa constante, donde a pesar de evidenciar errores 

en los procesos, como lo es Cocorná III, tienden a enfrentarse una y otra vez a estos. La 

anterior problemática también fue expuesta en la tesis, Análisis de los impactos sociales 

de las pequeñas centrales hidroeléctricas (PCH) en las comunidades del oriente 

antioqueño: caso PCH El Popal, municipio de Cocorná, para su autor, 

“Las comunidades son claves en el desarrollo de los proyectos hidroeléctricos. 
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Muchos de los resultados de las investigaciones del estado del arte evidencian el 

descontento de la población con las empresas constructoras y operadoras de los 

proyectos energéticos. Esto ratifica la necesidad de la participación activa de la 

comunidad en los procesos previos a los licenciamientos de los proyectos” 

(Duque Ramírez, 2021, p. 59). 

Sin embargo, los lineamientos de participación dentro de los EIA están más dispuestos 

hacia un carácter informativo de los proyectos, y las herramientas que dispone en términos 

generales la normatividad ambiental, se encuentra centrado más hacia un escenario de 

defensa antes los descontentos que se puedan dar tanto en la ejecución de los estudios 

como en el desarrollo de estos mismos. El único escenario de participación previo a la 

ejecución de los estudios, son las consultas previas, no obstante, este beneficio solo es 

gozado por algunas comunidades específicas, que se han ganado este derecho a lo largo 

de su historia, al lograr ser reconocidas como dueñas de sus territorios. 

Las consultas previas se consideran una herramienta valiosa para la participación directa 

y efectiva de las comunidades, que debería extrapolarse hacia otros escenarios, o más 

bien en términos generales, hacia cualquier tipo de proceso de intervención territorial, 

incluidas las licencias ambientales. No obstante, es necesario que las entidades a cargo 

de las regulaciones territoriales asuman un papel activo, en donde se pueda explicar a los 

municipios, departamentos o cualquier localidad, los derechos y deberes de todas las 

partes. Actualmente los escenarios de socialización son dejados en manos de quien desea 

desarrollar el proyecto, es decir, se enfrentan dos actores en disponer, parados desde dos 

aristas distintas, mientras las entidades ambientales, se amparan en una posición de 

neutralidad, siendo ausente en cualquier tipo de intervención positiva que pueda medias 

sobre el conflicto. Para Alejandro Giraldo, quien vivió desde el escenario contrario los 

conflictos socioambientales, las formas de abordar las comunidades debe cambiar ya que, 

“lo que he visto hasta ahora, es que están los desarrolladores del proyecto en un 

extremo y las comunidades opositoras en otra, entonces lo escenarios de 

interlocución y de construcción colectiva si los queremos llamar de alguna manera, 

son nulos, porque por un lado están los desarrolladores del proyecto con el fin de 

obtener una licencia ambiental y por el otro el interés de las comunidades de que 

eso no pase así, entonces, creería que eso debe cambiar, no sé si una mediación, 

también la intervención de la autoridad ambiental para definir si en este sentido, 
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estos proyectos se van a dar cual es la forma en que se deben desarrollar”. 

Frente al uso de los recursos naturales para explotaciones diversas, en nuestro caso el 

agua, se considera que los procesos se encuentran estructurados de una mera desigual, 

al considerarse la energía como bien necesario, no obstante, quienes ejecuta los 

proyectos, reciben retribuciones económicas significativas por la generación, por medio 

de un recurso que también es general a todos, y en donde existen personas que de 

manera puntual sufren afectaciones. Sin embargo, los municipios, las localidades o las 

áreas de influencia, no gozan de ningún tipo de retribución que permita hacer 

intervenciones significativas para la vida social y económica de las comunidades, 

evidenciando así, una clara mercantilización de los recursos naturales. 

Desde la perspectiva institucional y acorde a lo expuesto en los diferentes informes 

técnicos de cada uno de los proyectos, se considera que, si bien se generan impactos, 

estos pueden ser mitigados o compensados por medio de las estrategias del plan de 

manejo. Aunque es de destacar que muchas de estas compensaciones, están asociadas 

a la viabilidad del mismo proyecto, como es la construcción y mantenimiento de carreteras 

o la misma protección de la cuenca, fuente vital para la actividad económica. Además, bajo 

los preceptos de prevenir, mitigar, controlar, compensar y corregir, como funciones del 

PMA, se da vía libre para generar afectaciones permanentes, como es el caso del charco 

del Ocho en la PCH El Popal, que desapareció, pero se espera ser compensado por medio 

de otras medidas, que aún a la fecha no se han podido conciliar con las comunidades 

afectadas y que tenían una relación con el lugar. 

Los simbólico, lo habitacional, la valoración del paisaje, de las aguas, de la historia de las 

comunidades, pasa a un segundo plano en los procesos de licenciamiento, en donde, 

aunque se reconozcan siempre estarán medidas por programas de un PMA, que 

difícilmente podrá tener en un alcance que beneficie a las comunidades. Es así, como las 

comunidades están siendo subestimadas y minimizadas en los procesos de 

licenciamiento, promoviendo así, una exacerbación del conflicto tanto en Cocorná, como 

en otras regiones del país. Este escenario a su vez ha genero la pérdida de confianza en 

las instituciones encargadas de la protección de los recursos naturales, quien hoy son 

vistas más como administradoras de estos y a su vez como parte de la raíz del conflicto. 

La posición de las comunidades, ha llevado a que los desarrolladores de los proyectos 
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se vean en la obligación de proponer algunas compensaciones que se encuentran por 

fuera de lo normativo, esto con el fin de mejorar la percepción de los proyectos en los 

entornos en los que se busca desarrollar, es decir, de manera indirecta se reconocen 

falencias en la norma, además, de que se demuestra que estos proyectos tienen el 

musculo financiero para generar verdaderos impactos territoriales, y no solo pañitos de 

agua tibia para la entrega de una licencia. 

No obstante, se continúa desconociendo el valor que las comunidades atribuyen a su río, 

a sus montañas, a sus animales, a su vegetación, a su paisaje, y a las historias que se han 

creado entorno a todo ello, provocando así, una nueva desterritorialización en lo físico que 

marca la memoria y sus recuerdos. 

Este trabajo no busca satanizar los procesos de licenciamiento ambiental, sin embargo, 

se considera que se deben generar equilibrios territoriales, y en este caso como bien lo 

manifestaron en las entrevistas, el municipio de Cocorná, ya aporto su cuota energética 

al país, incluso su río principal. Permitir el ingreso de 4 proyectos más sobre este, 

generaría una sobreexplotación del río, en donde a su vez, se multiplicarían los impactos 

negativos sobre el territorio, como lo decían el concejal Juan Guillermo, ya no se hablaría 

de un proyecto pequeño, sino que, en la suma de los proyectos, se daría un proyecto a 

gran escala. Si bien, como se evidencio en la normatividad ambiental las pequeñas 

centrales hidroeléctricas son promovidas bajo el precepto de una menos afectación, 

respecto a las grandes centrales hidroeléctricas, una sobre explotación de los afluentes 

conllevaría a una misma escala de afectaciones tanto ambientales como sociales, 

además de aumentar la tensión territorial. 

Insistir en la ejecución de proyectos energéticos en el oriente antioqueño y propiamente 

en la cuenca del Samaná Norte, que es donde hoy se concentran muchos de los conflictos 

socioambientales, es negarla historia de estos territorios, y promover una intensificación 

de estos mismos, reconocida por todos los actores entrevistados y desde los textos leídos. 

Las PCH hoy abren las heridas hacia los procesos de desterritorialización que han tenido 

que vivir las comunidades de esta región del país a lo largado de su historia, heridas que 

se asocian a su vez, a la llegada de proyectos ajenos al territorio, que llegaron de la mano 

de los actores armados. 

La historia ha mostrado que las comunidades han sido dejadas en un segundo plano y hoy 

las circunstancias se repiten, negando a que sean ellas quienes promuevan su propio 
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desarrollo. Al comienzo de este trabajo, se destacó que los procesos de licenciamiento no 

deben ser asumidos como únicamente asuntos de carácter ambiental, sino que deben ser 

entendidos como procesos transformadores del territorio que tiene incidencia tanto en la 

planeación como en el posible desarrollo de los municipios en los que se instalan. Por lo 

anterior es necesario que desde la norma se promueva una planeación concertada de 

estos proyectos, que involucre la totalidad de actores y que lleve a una participación 

horizontal, o de tipo sinérgica, entendiéndose este, como lo vimos en el marco conceptual, 

como un proceso permanente de construcción sociocultural en el que los diferentes actores 

y organizaciones puedan proyectar las múltiples características del desarrollo en los 

territorios. 

Abriendo el anterior escenario, también se considera necesario que la norma sea 

modificada en pro de que las comunidades tanto de las áreas de influencia directa como 

indirecta reciban compensaciones significativas que aporten a la planeación y desarrollo 

de las localidades impactadas, las cuales, deben ser transversales a la vida útil de los 

proyectos. Hoy las PCH, no dejan ningún tipo de compensación en los territorios, que 

permitan ver este tipo de proyectos, como promovedores de desarrollos positivos, y no por 

el contrario, como saqueadores del territorio, que es la perspectiva que hoy se tiene de 

estos, ya que más allá de generar un bien común, estas explotaciones generan una gran 

cantidad de recursos económicos, en los cuales nos e involucra a las comunidades. La 

anterior medida, si bien se considera importante, no se considera como garantía, para la 

disminución de los conflictos socioambientales, ya que, en la discusión, hay argumentos 

más de fondo que buscan conservar el simbolismo de los ríos en el territorio, y donde es 

claro el rechazo rotundo a la explotación y comercialización tanto de sus ríos, como de sus 

montañas. 

A pesar de lo anterior, si se considera necesario que, a hoy, por parte de las entidades 

ambientales, se reconozcan y se atiendan los conflictos socioambientales, ya que, de no 

hacerlo, se generarían fuertes tensiones en donde nuevamente se pone en riesgo a las 

comunidades y sus lideres, como es el caso, de las amenazas que hoy se dan a personas 

visibles de los procesos de oposición de las licencias ambientales. El reconocer el conflicto, 

que hoy se da entre todas las partes involucradas, implica considerar actores que puedan 

mediar sobre este, como es el caso de la iglesia, que fue vital en el conflicto armado, o la 

academia, que hoy ya hace parte de estos procesos. 
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La historia de las licencias ambientales no dista de lo que ha sido la historia de nuestro 

país, en donde negamos la voz a la ciudadanía y prevaleciendo las voces de los poderes 

económicos, ajenos a los territorios, con la ayuda del Estado, que claramente se vincula 

al capital, otorgando las herramientas suficientes para que dichos proyectos se puedan 

dar, sin que se tengan que generar consensos con las comunidades. 

Es clara la privatización y mercantilización del recurso hídrico y de muchos otros recursos 

naturales, que hoy derivan en conflictos socioambientales, la legislación ambiental, hoy se 

encuentra a disposición de las acciones extractivistas. Si bien es cierto que muchos de los 

recursos que hoy se explotan se han vuelto bienes necesarios para nuestra sociedad, 

siendo uno de los argumentos de quienes encabezan los proyectos, también es cierto que 

estos generan grandes ganancias, las cuales no son percibidas de manera positiva por las 

comunidades que deben vivir con los impactos de esta. 

El anterior panorama, permite evidenciar que no solo se generan desequilibrios sociales 

en la privatización del río, sino además en las ganancias que su explotación produce, lo 

cual agudeza aún más la desigualdad y la brecha social entre el Estado y los privados, 

más aún si consideramos los escenarios en los que desarrollan, los cuales han vivido no 

solo las consecuencias del conflicto social, sino el abandono de un Estado ausente. 

Si bien es cierto que hoy el río Cocorná mueve el territorio y las comunidades, la 

movilización social es solo el resultado de un escenario de participación que se les ha 

negado históricamente y en el cual, han tenido que ver como sus territorios y recursos son 

saqueados en beneficio de otros. Es así, como hoy el río comunica esas desigualdades, 

esos desequilibrios y el descontento de las comunidades, negar el conflicto por parte de 

las autoridades ambientales y como tal el Estado, es negar la historia de los territorios, es 

negar la problemática y acercarla a escenarios cada vez más complejos, por lo que se 

hace necesario abordar los conflictos socioambientales desde otra perspectiva, tanto 

desde la incidencia de las licencias ambientales desde lo social, como desde los beneficios 

que se dan para los municipios y sus diferentes localidades. 

El hombre y la naturaleza no se pueden separar, como bien lo dice el lema de Cornare, 

somos hombres por naturaleza, nacemos, crecemos y morimos en esta, es parte de 

nosotros, por lo que su vulneración implica una acción directa por parte de quienes sienten 

su afectación como propia, como la afectación a su cuerpo, a su hogar. Es más que claro 

el desequilibrio que hoy producen las licencias ambientales en favor del privado, se 
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explotan los recursos, se vulneran las comunidades sin compensación alguna, la 

participación es negada y las comunidades son alejadas forzosamente de sus ríos, de sus 

montañas. 
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